[image: cover-image, Transformaciones de los discursos sobre la Revolución Mexicana]
Transformaciones de los discursos 
sobre la Revolución Mexicana
Carmen Blázquez Domínguez
Silvia Pappe
José Ronzón
(Coordinadores)
￼[image: Picture 1]
 
Universidad Veracruzana
 
Sara Ladrón de Guevara
Rectora
 
María Magdalena Hernández Alarcón
Secretaria Académica
 
Salvador Tapia Spinozo
Secretario de Administración y Finanzas
 
Octavio Ochoa Contreras
Secretario de la Rectoría
 
Édgar García Valencia
Director Editorial
Primera edición, 8 de noviembre de 2018
 
© Universidad Veracruzana
Dirección Editorial 
 Apartado postal 97
 Xalapa, Ver., 91000, México
 diredit@uv.mx
 Tel/fax: (228) 818 59 80; 818 13 88
 
ISBN: 978-607-502-751-3
 
 
 
 
Tabla de contenido
 
 
Presentación
La revolución y 
la expresión de sus discursos
Discurso oficial y percepciones: los informes de los gobernadores veracruzanos del periodo revolucionario, 1913-1919
Variantes del discurso educativo revolucionario en la Universidad Veracruzana
Reflexiones sobre el Veracruz carrancista
Adolfo Dollero, la mirada de un viajero al territorio veracruzano de 1910. La construcción del “país del porvenir”
La revolución y los ejercicios historiográficos
Generar potencial estético revolucionario. La fotografía de Paul Strand y Henri Cartier-Bresson
Cinco tipos de escritura de la revolución
La identidad política y su representación arquitectónica en Washington y la plaza de la República, representación de un régimen
La revolución como problema para la historiografía
Ley Agraria y el renacimiento del indígena: restitución en la época revolucionaria. Veracruz, 1915-1928
Percepciones del Estado revolucionario a través del fondo Gobernación del Archivo General del Estado de Veracruz
Cambios sociodemográficos en México: del porfiriato a la postrevolución, 1900-1930
Hacia una reinterpretación de la huelga de la fábrica de Río Blanco, Orizaba, Veracruz, 1907
Cuauhtémoc Cárdenas y las demandas de la Revolución Mexicana
 
 

Presentación
En términos de la historiografía mexicana, las conmemoraciones son momentos idóneos para las reflexiones y valoraciones de los alcances hechos por el gremio y la identificación de los vacíos y posibilidades de aportes al conocimiento histórico. La segunda década del siglo xxi está marcada por lo realizado en el marco del bicentenario de la Independencia y el centenario de la Revolución. Mucho de lo elaborado en materia de investigación histórica hace referencia a ese corte, y de él se parte para hacer propuestas de nuevos temas, enfoques y líneas de investigación que permitan abrir brechas que amplíen los horizontes de la historia y la historiografía mexicanas. 
En ese marco, el colectivo de investigadores que formaron este libro se propuso, primero en un seminario de cuerpos académicos, y luego en una publicación de resultados de investigación, realizar una primera exploración de temas que pudieran derivarse del proceso histórico conocido como Revolución Mexicana, mismo que definió buena parte del siglo xx mexicano en los ámbitos político, económico, social y cultural.
La característica fundamental de este libro es que se ajustó a un formato que se desplaza entre el informe y la primera presentación de resultados de investigación. Se optó por este formato en atención al objetivo académico que el conjunto de investigadores se propuso: identificar nuevos temas y problemas historiográficos que se derivan a partir de reflexionar sobre la Revolución Mexicana como elemento determinante para el desarrollo mexicano del siglo xx. La indicación que se tuvo fue que estas reflexiones se realizaran desde una perspectiva historiográfica, misma que debía cuestionar los discursos memorísticos e históricos en términos del estado de la cuestión y de formas de aproximarse al pasado como registros de la memoria social. Con ello se pretende contribuir a esas necesidades del debate historiográfico que permitan pensar y repensar la Revolución Mexicana más allá del análisis histórico. Es pertinente reiterar que no son trabajos concluyentes, sino trabajos que identifican temas y vías de investigación que se consideraron no están exploradas y deberán abordarse por investigaciones futuras.
Los temas expuestos ponen en la mesa de reflexión tres ejes fundamentales, tanto para la historia como para la historiografía: la revolución y la expresión de sus discursos, la revolución y los ejercicios historiográficos, y la revolución como un problema para la historiografía.
La Revolución Mexicana como proceso histórico-social generó, genera y seguirá generando discursos que van desde los oficiales, que intentan capitalizar el momento con fines específicos, hasta los que son producto de los debates académicos más profundos que pretenden discutir sus alcances y límites. En el ámbito académico, hoy día, resulta pertinente formular preguntas tales como: ¿qué tipo de memoria produjo la Revolución?, ¿cuáles son los registros historiográficos de la Revolución?, ¿cuáles son las formas narrativas derivadas de este proceso social?, entre otras. A partir de interrogantes como estas se originó la presente contribución al conocimiento histórico e historiográfico. 
El libro está agrupado en tres apartados. El primero reúne trabajos que abordan problemas historiográficos específicos: la Revolución y la expresión de sus discursos, desde el oficial expuesto en los informes de los gobernadores de Veracruz, hasta el discurso educativo y la Universidad Veracruzana, los discursos revolucionarios en la región y el discurso producto de la mirada exterior. En el segundo se conjuntan textos que atienden las formas de escribir y mirar la Revolución desde diversos ángulos de observación. El tercer apartado se ocupa de problemas específicos de la historiografía, y a partir de problemáticas como la cuestión indígena, las percepciones del Estado revolucionario y el comportamiento de las poblaciones se expresan efectos de concepción de la Revolución Mexicana en el propio discurso histórico y en la memoria social.
En conjunto, el texto reúne trabajos de profesores-investigadores inscritos, respectivamente, a los cuerpos académicos “Estudios históricos de la región del Golfo en los siglos xix y xx” de la Universidad Veracruzana e “Historia e Historiografía” de la Universidad Autónoma Metropolitana-Azcapotzalco. Ello contribuye a fortalecer y consolidar los lazos de colaboración de ambas instituciones, característica que le da un valor más a este libro. 
 
 
 
La revolución y 
la expresión de sus discursos
 

Discurso oficial y percepciones: los informes de los gobernadores veracruzanos del periodo revolucionario, 1913-1919
 
Carmen Blázquez Domínguez1
Los informes rendidos por los gobernadores mexicanos durante la etapa revolucionaria que va de 1913, cuando se inició la dictadura huertista, a 1920, momento final del carrancismo, permiten reconstruir, a través del discurso oficial, los vaivenes del desarrollo veracruzano, las metas fijadas por los mandatarios en turno, y las expectativas y preocupaciones de los mismos. Por otro lado, el arco cronológico comprendido entre la entrada de Francisco I. Madero a la ciudad de México, el 7 de junio de 1911, y el triunfo del Plan de Agua Prieta con la muerte de Venustiano Carranza, el 21 de mayo de 1920, se caracterizó por tiempos de inestabilidad política en las diversas entidades, de designaciones de gobernadores provisionales y de elección de gobernadores constitucionales que reflejaron las nuevas pugnas por el poder.
En el caso de Veracruz, la renuncia al gobierno estatal de Teodoro A. Dehesa, último mandatario porfirista, abrió la puerta a cambios en el Poder Ejecutivo que, para mayor comprensión, pueden ordenarse en cinco grupos.
Un primer grupo de gobernadores provisionales e interinos fue el que cubrió el periodo del 17 de mayo de 1911, cuando Dehesa abandonó su cargo, al 14 de febrero de 1912, el momento en que Francisco Lagos Cházaro, abogado y hacendado oriundo de Tlacotalpan, quedó electo gobernador constitucional; sin embargo, el abogado orizabeño Eliezar Espinoza, el carpintero xalapeño Francisco Delgado, el industrial porteño Emilio Leycegui, el tenedor de libros –también porteño– León Aillaud, Miguel A. Huidobro de Azua, Antonio Pérez Rivera y Manuel M. Alegre también se desempeñaron como gobernadores por corto tiempo. De ellos solo Aillaud estuvo en el cargo en tres oportunidades.
El segundo grupo lo componen tres mandatarios provisionales que cubrieron las ausencias del gobernador constitucional Lagos Cházaro, cuya gubernatura comprendió del 15 de febrero al 28 de noviembre de 1912. Dichos mandatarios provisionales fueron: el Lic. José Ma. Camacho, Manuel Leví y el Lic. José E. Domínguez, quienes estuvieron en funciones entre el 15 de febrero y el 1 de diciembre de 1912.
El tercer grupo de gobernadores provisionales se identifica en la gubernatura constitucional de Antonio Pérez Rivera, del 1 de diciembre de 1912 al 16 de diciembre de 1913, con José E. Domínguez, Enrique Camacho, el general Eduardo M. Cauz, el abogado Alonso Guido y Acosta, y el hacendado Guillermo Pasquel.
Los grupos cuarto y quinto se ubican en los dos momentos en que Cándido Aguilar encabezó el gobierno de Veracruz: como gobernador y comandante militar, y como gobernador constitucional. En el primer caso se mantuvo en el cargo del 20 de junio de 1914 al 27 de enero de 1916, cuando Heriberto Jara fue designado gobernador y comandante militar encargado del Poder Ejecutivo. Entre esta última fecha –27 de enero de 1916– y el 24 de junio del año siguiente, Aguilar resultó electo gobernador constitucional; aparte de Jara también fueron gobernadores el teniente coronel Miguel Aguilar y el general Adalberto Palacios, provisional uno e interino el otro. En el segundo caso, durante el mandato constitucional de Cándido Aguilar y hasta la elección de Adalberto Tejeda –también como gobernador constitucional– el 1 de diciembre de 1920, fueron gobernadores interinos y provisionales el Dr. Delfino Victoria, el Lic. José Ma. Mena, Armando Deschamps, el Lic. Juan J. Rodríguez, el Ing. Carlos Méndez Alcalde, el Dr. Gabriel Garzón Cossa y el Lic. Gustavo Bello.2 De todos los mandatarios listados –constitucionales, provisionales e interinos– solo seis cubrieron el requisito de rendir un informe: Antonio Pérez Rivera, Eduardo M. Cauz, Miguel Aguilar, Adalberto Palacios, Delfino Victoria y Cándido Aguilar; solamente uno lo hizo ante la Legislatura estatal, si se toma su Manifiesto al pueblo de Veracruz, fechado el 3 de julio de 1915, como tal, solo uno presentó dos informes: Armando Deschamps.
Dicho de otro modo, para el periodo que interesa, los sucesivos cambios políticos y la agitación imperante poco permitieron la elaboración y rendición de informes oficiales como los correspondientes al porfiriato. Sin embargo, y pese a todo, los informes que sí se rindieron, o que se conservaron de una u otra forma, permitieron conocer, a través del discurso oficial, las metas fijadas por los mandatarios en turno y las expectativas y preocupaciones de los mismos. 
Puede señalarse que, en general, los gobernadores constitucionales, provisionales e interinos de la etapa de estudio, tanto los que rindieron informes como los que no lo hicieron, debieron enfrentar problemas derivados de la legitimidad de su encargo y del control político de la entidad. Fue una situación provocada por los críticos eventos que tuvieron lugar en estos años, cuando Veracruz se vio inmerso en la grave agitación derivada de los desacuerdos entre los candidatos a la gubernatura veracruzana, los efectos de las desavenencias maderistas a nivel nacional, la imposición de la dictadura huertista y la división entre carrancistas, villistas y zapatistas.3
Un contexto necesario
En tierras veracruzanas dicha agitación surgió en las elecciones maderistas reguladas por la Ley Electoral núm. 18 que expidió el gobernador Aillaud, y en las cuales compitieron dos candidatos: Gabriel Gavira –activista obrero y uno de los primeros revolucionarios maderistas–, y el abogado y hacendado tlacotalpeño Lagos Cházaro. Dichas elecciones se llevaron a cabo el 28 de enero de 1912 y dieron el triunfo a este último con el consiguiente descontento de su opositor. Gavira optó por levantarse en armas y desconocer a las autoridades estatales; tuvo un enfrentamiento en Misantla con fuerzas oficiales y finalmente fue aprehendido e internado en la fortaleza de San Juan de Ulúa.
Al fracaso de la rebelión gavirista siguieron las diferencias maderistas. La elección de Madero como presidente, en octubre de 1911, y la de José María Pino Suárez, político y periodista oriundo de Tabasco y Yucatán, como vicepresidente, motivaron la promulgación de dos planes revolucionarios: 1) Plan de Tacubaya del 31 de octubre, suscrito por Paulino Martínez y Policarpo Rueda que exigía el cumplimiento del Plan de San Luis y proponía para la presidencia a Emilio Vázquez Gómez; 2) Plan de Ayala del 28 de noviembre, suscrito por Emiliano Zapata que devolvía terrenos, montes y aguas a los campesinos, desconocía a Francisco I. Madero como presidente y reconocía como jefe revolucionario a Pascual Orozco.4
Veracruz fue partícipe de esas controversias. El movimiento vazquista tomó fuerza en la región central, especialmente en Coatepec. Vázquez Gómez tenía una propiedad cercana a Xico, donde se reunía con algunos simpatizantes. Miguel M. Ramos, jefe del vazquismo veracruzano, defendía tanto los principios del Plan de San Luis como el contenido del Plan de Tacubaya y, por lo mismo, se pronunció contra Madero el 12 de febrero de 1912. Este movimiento vazquista se sumó al de los vazquistas poblanos, pero fueron abatidos por fuerzas gubernamentales.
A pesar de la derrota vazquista y del encarcelamiento de Gabriel Gavira, la inestabilidad militar y política continuó a lo largo de 1912. Revolucionarios veracruzanos, partidarios de Madero, salieron del estado a combatir la rebelión de Pascual Orozco en Zacatecas y Jalisco. Además, en octubre de este año el subteniente Salustio Lima y la guarnición de Ulúa se pronunciaron a favor de Félix Díaz, en el puerto de Veracruz. La rebelión fue combatida hasta lograr la aprehensión de Díaz.
La elección para gobernador tuvo lugar en medio de un clima de agitación, contendiendo para el cargo Guillermo Pous, Manuel M. Alegre, Carlos Herrera, Thomas Braniff –propietario de la hacienda Monte Blanco–, y Antonio Pérez Rivera Rivera –integrante de una antigua y acomodada familia xalapeña, quien fue jefe político de Xalapa durante el gobierno porfirista de Dehesa. Resultó electo este último. Tomó posesión en diciembre sin que desaparecieran las desavenencias y el descontento en el territorio veracruzano. La inestabilidad aumentó al caer el gobierno maderista –en febrero de 1913– e iniciarse la dictadura de Victoriano Huerta.5
Ante la imposibilidad de controlar Veracruz, y debido a las presiones ejercidas desde abril por Thomas Braniff y antiguos porfiristas locales como Teodoro A. Dehesa, el gobernador Pérez Rivera renunció a su cargo en junio, dando lugar a que, en los seis meses siguientes, la gubernatura fuera ocupada por cuatro mandatarios estatales provisionales: Enrique Camacho, Eduardo M. Cauz, Alonso Guido y Acosta y Guillermo Pasquel, quienes no lograron imponer la autoridad de su gobierno y mucho menos pacificar la entidad. En esta situación se conoció el Plan de Guadalupe, del 26 de marzo de 1913, que designó a Venustiano Carranza jefe del ejército constitucionalista.
Cándido Aguilar apareció entonces como jefe de la revolución constitucionalista en Veracruz, entrando por la Huasteca. Para marzo de 1914, Carranza lo designó comandante de la Primera División de Oriente y jefe provisional de las fuerzas constitucionalistas del vecino estado de Hidalgo, y más adelante –el 20 de junio– gobernador y comandante militar de la entidad veracruzana. En el desempeño de este cargo enfrentó dificultades similares a las de sus antecesores, aparte de los efectos de la invasión norteamericana del puerto de Veracruz ocupado por la fuerza extranjera de abril a noviembre de este año. Sin embargo, en su caso, logró imponer su autoridad como Ejecutivo y poner en marcha una serie de disposiciones revolucionarias que comenzaron a marcar cambios en el territorio veracruzano. Declaró a Tuxpan como capital estatal y designó a Heriberto Jara como secretario de gobierno. Impulsó las ocupaciones constitucionalistas y adoptó como medidas: sujeción del clero católico, de terratenientes y de capitalistas; cierre de escuelas católicas; apertura de establecimientos educativos laicos; fomento del reparto agrario; y liberalización de jornaleros.
Entre mayo y octubre de 1914, Aguilar giró las siguientes disposiciones: 1) confiscación de tierras en el cantón de Tantoyuca adquiridas mediante despojo para su restitución a sus dueños y reparto entre indígenas; 2) desconocimiento de poderes estatales ejecutivo, legislativo y judicial que fungieron como tales durante el periodo huertista; 3) desconocimiento de las disposiciones emitidas en el estado por las autoridades huertistas; 4) reorganización administrativa; 5) limitación en los cantones de Ozuluama, Tuxpan, Tantoyuca, Chicontepec, Misantla y Minatitlán de celebrar, solo con autorización del gobierno estatal, contratos de arrendamiento, venta, hipoteca u otra transacción de terrenos petrolíferos; 6) establecimiento del descanso dominical para dependientes de comercio e industria y; 7) establecimiento de la Comisión Agraria para dotar de tierras a los campesinos y transformarlos en pequeños propietarios productores.6
Paralelamente a las acciones militares y legislativas de Aguilar tuvieron lugar la renuncia de Victoriano Huerta a la presidencia y su salida al extranjero por Coatzacoalcos, la ocupación de la ciudad de México por Álvaro Obregón, y la entrada de Venustiano Carranza a la capital. Para Veracruz los eventos anteriores tuvieron como resultado, junto con otros, que Cándido Aguilar quedara como "el hombre fuerte" de la entidad, y que su ascenso político continuara hasta 1920.
Lo que más importaba al gobierno veracruzano para entonces era: 1) crear juntas de administración civil para controlar los municipios; 2) otorgar garantías a los intereses extranjeros para limitar abusos y lograr una mejor recaudación fiscal –dado que se dependía del petróleo y del comercio exterior–; 3) pacificar la entidad –especialmente en el campo–, y sobrellevar la escasez de recursos, la carestía por ocultamiento y especulación de alimentos, la inflación y la inestabilidad política.7
Ahora bien, eliminado Victoriano Huerta, la lucha revolucionaria se presentó entre las facciones carrancista, villista y zapatista, contienda que duraría de mediados de 1914 a los primeros meses de 1915.8 Ese periodo de división de facciones trajo un nuevo auge revolucionario a Veracruz. Los revolucionarios como Aguilar, Jara y Gavira, que se opusieron a la dictadura huertista, se adhirieron al carrancismo. Por otro lado, el villismo y el zapatismo no lograron constituirse como una fuerza significativa en el territorio veracruzano ni en la región del Golfo de México; y tampoco hubo en Veracruz un caudillo regional que por sí solo integrara grandes contingentes revolucionarios con proclamas propias o distintas. Las nuevas circunstancias motivaron el traslado de poderes estatales a Córdoba, el 19 de noviembre de 1914, y posteriormente a la plaza porteña, a donde llegó Carranza en el mismo noviembre.
Carranza, ya en territorio veracruzano, publicó en Córdoba un manifiesto explicando los motivos de su resolución, y se trasladó al Puerto de Veracruz –desocupado por los norteamericanos–, en donde instaló el gobierno federal.
Asentado el carrancismo en territorio veracruzano, las principales preocupaciones de Cándido Aguilar y de la mayoría de los revolucionarios locales estuvieron centradas en el reparto agrario, la legislación laboral y la reforma educativa; las acciones que desarrollaron entre octubre de 1914 y diciembre de 1916 los dotaron de la experiencia que dejaron ver en el Constituyente de 1917. Se creó el departamento del trabajo y se llevó a cabo el Congreso Pedagógico de 1915.9
Por otro lado, si bien el escenario revolucionario en Veracruz no tuvo las características de los escenarios del centro, norte o Bajío, donde hubo grandes batallas, sí comenzaron a presentarse diferencias entre los revolucionarios veracruzanos como Cándido Aguilar, Gabriel Gavira, Guadalupe Sánchez y Heriberto Jara, entre otros, en torno a la gubernatura. Este hecho se reflejó en las luchas armadas y en la inseguridad que reinaba en el territorio veracruzano. Empero, la figura dominante fue la de Aguilar que resultó elegido gobernador constitucional el 24 de junio de 1917.10
Los constitucionalistas lograron recuperar la ciudad de México en 1916, y entonces Carranza dejó Veracruz. Ya en la capital, a pesar del compromiso de restaurar la Constitución de 1857, optó por redactar una nueva que cumpliera con las promesas hechas a campesinos y obreros, elaborada por el Congreso Constituyente de 1917.
El 24 de agosto de 1917, a pocos meses de la promulgación del Código Federal, Veracruz expidió su nueva constitución local. Poco después, la sucesión presidencial para el cuatrienio 1920-1924 planteó nuevos aires de violencia con la rebelión de Sonora, bajo el Plan de Agua Prieta del 23 de abril de 1920. Los nuevos acontecimientos que desembocaron en la muerte de Carranza provocaron la salida de Aguilar del escenario político veracruzano, su sustitución como hombre fuerte por Guadalupe Sánchez –jefe de operaciones militares de Veracruz, definido obregonista–, y el paulatino ascenso de Adalberto Tejada –también partidario de Álvaro Obregón.11 
El contexto político descrito aquí permite situar los informes oficiales disponibles y encontrar un mayor sentido y coherencia a la visión y opiniones vertidas en ellos, vinculadas al momento en que los mandatarios estaban al frente de los destinos de Veracruz. Ese es el caso de Antonio Pérez Rivera, Eduardo M. Cauz, Cándido Aguilar, Miguel Aguilar, Adalberto Palacios, Delfino Victoria y Armando Deschamps.
Políticas y acciones vistas a través de los Informes de los Gobernadores
Como gobernador constitucional, Antonio Pérez Rivera –maderista– cubrió el periodo del 1 de diciembre de 1912 al 26 de junio de 1913.12 Rindió un solo informe –fechado el 7 y 8 de mayo de 1913–13 que comprendió del 16 de septiembre al 1 de diciembre de 1912, e incluyó el final del periodo de Francisco Lagos Cházaro, gobernador constitucional del 12 de febrero al 19 de noviembre de ese año de 1912. En realidad, solo gobernó la entidad cinco meses y reconoció que, debido a las circunstancias por las que atravesaba el país, su atención estuvo centrada casi exclusivamente en dos problemas centrales: control político y seguridad. Pese a ello, su informe pone de manifiesto que también se ocupó, en mayor o menor grado, de situaciones relacionadas con elecciones, para que “se efectuaran sin tropiezo alguno y evitar que fueran acusadas de nulidad”; salubridad pública, con campañas preventivas contra la fiebre amarilla y la viruela, y para el sostenimiento de los establecimientos hospitalarios; educación, con énfasis en la continuidad de las escuelas secundarias y primarias ya creadas, y en la educación nocturna para trabajadores; obras materiales siguiendo las políticas urbanas porfiristas; y cuestiones obreras, dado que durante su gestión se presentaron algunos movimientos de huelgas que pudieron solucionarse gracias a la intervención del Departamento del Trabajo y a la “buena voluntad”, según sostuvo, de patrones y trabajadores.
El siguiente gobernador de quien se ocuparán las próximas páginas, Eduardo M. Cauz, fue un militar oriundo de Xalapa que secundó el Plan de Tuxtepec y estuvo al lado de Juan de la Luz Enríquez –el reconocido gobernador tlacotalpeño del régimen porfirista. Cauz actuó como gobernador provisional del 4 de julio al 28 de septiembre de 1913. Lo hizo también dos veces más con el mismo carácter: del 4 de octubre al 2 de diciembre del mismo año, y del 16 de diciembre de 1913 al 19 de junio de 1914, previo a la llegada de Cándido Aguilar en su calidad de gobernador y jefe militar el 20 de junio de 1914. Su designación fue resultado de la licencia concedida a Antonio Pérez Rivera –gobernador constitucional–, de la renuncia del diputado Enrique Camacho al cargo de gobernador provisional, y de la solicitud de prórroga por tres meses que planteó Pérez Rivera aduciendo “motivos de salud.”14
Enfocó su atención, como el gobernador Antonio Pérez Rivera, en el restablecimiento de la paz y el orden de “manera tan intensa y tan completa” que también dejó en segundo plano otros asuntos. Este mandatario estatal reconoció en su informe que no había en el estado una “fuerza revolucionaria de importancia”, pero que sí existía en las entidades limítrofes de Puebla, Hidalgo y San Luis Potosí. De manera que “partidas más o menos grandes” trasponían los límites del estado y “hacían correrías en suelo veracruzano con la consiguiente intranquilidad de los vecinos pacíficos” y sus consecuencias. Declaró que lo que más se resentía eran los brotes armados. Señaló, además, que “…con pretextos políticos se [habían] levantado pequeñas partidas de verdaderos bandoleros que [amenazaban] constantemente las vidas y las propiedades de los ciudadanos”. Por ello incrementó y armó, en la medida de sus posibilidades, los cuerpos de seguridad, y organizó guerrillas o “columnas volantes” a las órdenes de oficiales rurales para perseguir “bandoleros”.
Su inquietud por pacificar Veracruz se pone de manifiesto en las circulares giradas para alcanzar esa meta. Entre ellas destacan recomendaciones a los jefes políticos para que las autoridades bajo su mando les notifiquen con rapidez la presencia de rebeldes o bandoleros en sus jurisdicciones, y para que los “dueños de fincas rústicas” de sus cantones “presten” caballos de relevo a las fuerzas del Cuerpo de Seguridad Pública del estado para su persecución. De igual forma, y con un objeto similar, procuró difundir las acciones del gobierno federal encaminadas al restablecimiento de la paz y el orden, como por ejemplo: el ofrecimiento de la Secretaría de Gobernación a “agricultores e industriales” de proporcionar armamento y parque para las fuerzas que organizaran en sus fincas; la imposición a los hacendados de contribuir con 10 hombres armados y “municionados” para el “respaldo” de las “fincas”; y la recomendación a los mismos de formar grupos de ciudadanos que organizados militarmente desfilaran en el aniversario de la Independencia para “despertar el civismo” de la población.
Al igual que Pérez Rivera, Cauz mantuvo como prioridades secundarias de su gestión los procesos electorales, la salubridad pública, el cuidado de la educación y las obras públicas. Se ocupó de que las elecciones presidenciales que tuvieron lugar en su periodo se efectuaran apegadas a la Ley Electoral Federal del 31 de mayo de 1903, y que se garantizara la emisión del voto con la “más absoluta libertad”. Tuvo que combatir brotes de viruela y fiebre amarilla en la Huasteca, en la región de Coatzacoalcos y en el Puerto de Veracruz. Procuró seguir las directrices educativas marcadas por su antecesor sobre el funcionamiento de las diversas escuelas, incluyendo las destinadas a los obreros. Y su gobierno realizó obras en espacios urbanos relacionadas con suministro de luz eléctrica, introducción de agua, apertura de calles, reparación de rastros, ampliación de mercados, reparaciones de edificios y plazuelas, y mejoramiento de cementerios.
En su caso, pese a las condiciones imperantes, su gobierno aprobó y autorizó la explotación de recursos naturales estratégicos. Por un lado, aceptó las modificaciones propuestas por la Mexican Oil Utilities Company, S. A. a la concesión que obtuvo el 17 de enero de 1912; la empresa debía pagar una renta anual de 4 mil pesos por el tramo de cañería para la conducción de petróleo entre Pánuco y Tuxpan, igual renta en las mismas condiciones por un segundo tramo, y por un tercero –entre Veracruz y Puerto México– una renta anual más de 2 mil. Por otro, autorizó al ayuntamiento de Tamiahua el arrendamiento del subsuelo de las islas del Toro, Pájaros, Vacas y Frijoles, en la laguna de Tamiahua, y el arrendamiento de los terrenos del fundo legal, al empresario norteamericano Carl Macfadden para exploración y explotación de productos naturales como petróleo y carbón de piedra, a cambio de 3 mil pesos destinados a la reparación de la escuela y del puente que comunicaba con Tuxpan. Si había éxito, la corporación municipal recibiría diez por ciento de los productos brutos que se obtuvieran, o su equivalente en efectivo. Posterior al informe del gobernador Eduardo M. Cauz se sitúa el de Cándido Aguilar, designado gobernador y jefe militar el 20 de junio de 1914. Este mandatario rindió un manifiesto el 3 de julio de 1915, que puede considerarse una especie de informe por las opiniones y directrices vertidas en el mismo. En el documento, Aguilar sostuvo “el próximo y definitivo triunfo de las armas constitucionalistas” y afirmó que ese hecho le imponía el deber de informar a sus conciudadanos, pública y directamente, sobre su conducta revolucionaria y sus actos como gobernante al terminar el primer año de sus gestiones administrativas.15
En primer lugar, justifica su incorporación a la lucha maderista argumentando el “íntimo” contacto que tenía con las “clases oprimidas” y su adhesión al constitucionalismo para reivindicar “la dignidad y [el] decoro nacionales”. En segundo, expresa sus prioridades y lista las acciones desplegadas poniendo de manifiesto un programa político que pretendía la transformación de la sociedad y de la entidad. En estos aspectos, su manifiesto, tomado como una especie de informe, es diferente de los informes anteriores.
Las prioridades definidas por Cándido Aguilar incluían, entre otras, el problema agrario; el mejoramiento de obreros y de peones; la reorganización de tribunales para una pronta y eficaz administración de justicia; la atención a la instrucción pública; el apoyo a los municipios; la prohibición de la explotación y venta de pulque en territorio veracruzano para el “mejoramiento moral de la raza indígena”; la neutralización, “dentro de sus propias atribuciones”, de los efectos del monopolio del petróleo “que [constituía] una de las principales fuentes de riqueza nacional”; y la destrucción de los privilegios “a fin de que todas las clases sociales [pudieran] desarrollar sus actividades económicas en un régimen de igualdad”.
Proponía resolver el problema agrario mediante la creación de comisiones agrarias y de pequeños agricultores a través de la distribución equitativa de la tierra. Esperaba lograr el mejoramiento de obreros y peones mediante la elevación de salarios, la disminución de horas de labor, la autorización de organizar sindicatos obreros, y la vigilancia de la higiene en fábricas y talleres. Planeaba impulsar la instrucción pública estableciendo escuelas rurales y celebrando congresos pedagógicos. Y pretendía apoyar a los municipios organizando Juntas de Administración Civil como medida de transición entre la jefatura política y el municipio libre.
Por último, la parte final del documento constituye una apología a Venustiano Carranza y a la desocupación norteamericana del Puerto de Veracruz resaltando el nacionalismo y patriotismo del Primer Jefe, y vislumbrado un futuro de “adhesión al carrancismo”, de “ejercicio de democracia” y de consolidación nacional. Destacó el cuidado que Carranza puso en proporcionar a nacionales y extranjeros las garantías compatibles con el estado de guerra; el hecho de que los “valientes” veracruzanos tomaran las armas en defensa de sus derechos y aceptaran servir bajo las órdenes del viejo mandatario; y su apreciación de que, en la entidad, parte de la oposición al constitucionalismo provenía de agentes consulares ligados al régimen porfirista y habituados a los viejos procedimientos –quienes no prescindían de sus ideas y costumbres, que asumían una actitud hostil al orden revolucionario y que entorpecían la implantación de nuevos principios.
A diferencia del manifiesto de Cándido Aguilar, el informe del mandatario siguiente, el teniente coronel Miguel Aguilar, que duró en el cargo poco más de cinco meses –del 18 octubre de 1916 al 8 abril de 1917–, se caracteriza por su poco contenido y escasa profundidad.16 Quizás habría que reconocer que ni la época ni las circunstancias eran propicias para producir un verdadero informe. Lo cierto es que solo esbozó rasgos de un posible programa de gobierno encaminado al cumplimiento de las leyes, al ordenamiento de departamentos y dependencias del gobierno, y a la reorganización de la hacienda estatal. Para este gobernador, el movimiento revolucionario había favorecido la “invasión de poderes”, el exceso de celos de aquellos que los ejercían y las resistencias individuales, todo lo cual mantenía en permanente conflicto las relaciones entre gobernantes y gobernados, y entre ellos mismos.
El general Adalberto Palacios tuvo una gestión estatal más breve que la del teniente coronel Miguel Aguilar, de dos meses y medio, del 29 de marzo al 23 de junio de 1917.17 No extrañan entonces las menores dimensiones de su informe ni su estilo descriptivo y poco analítico centrado en información estadística, en especial sobre el tema hacendario. Empero, tuvo la estructura formal acostumbrada: gobernación, salubridad, justicia, instrucción pública, fomento y agricultura, justicia, hacienda y estadística.
Tres fueron las situaciones problemáticas que enfrentó Palacios. La primera y principal fue la cuestión electoral y el respeto al proceso de votación. En el informe enfatizó la posición de su gobierno afirmando que “dejó en absoluta libertad a todos los ciudadanos para emitir su voto”. Sostuvo que recomendó “severamente” a las autoridades que se abstuvieran de manifestar sus simpatías o inclinaciones personales en pro o en contra de determinado candidato; sugirió a los partidos políticos contendientes “la mayor serenidad y patriotismo”; y “declaró manifiesta, terminante y públicamente su intención y voluntad de conservar, como la sostuvo en todos sus actos, una estricta y honrada neutralidad”. Aceptó que durante su periodo los ánimos se agitaron “profundamente” y hubo desórdenes. Sin embargo, desde su particular punto de vista, la agitación de ánimos y los desórdenes probaban la “conciencia política” de los veracruzanos. Por ello rechazó la acusación de “imposición” política, refiriéndose a la elección de Cándido Aguilar como gobernador constitucional.
El descontento de los trabajadores de fábricas, talleres, industrias, oficios y empresas por los bajos salarios fue la segunda situación problemática que el mandatario debió atender, si bien lo hizo considerándola secundaria al proceso electoral, su gobierno debió “provocar, presidir y dirigir” juntas, conferencias y entrevistas entre industriales y obreros para mediar en criterios opuestos. Logró éxitos parciales. Evitó huelgas y dejó la posibilidad de soluciones más definitivas a las Juntas de Conciliación y Tribunales de Arbitraje que debían establecerse de acuerdo con el capítulo de Previsión Social y del Trabajo de la Constitución del estado.
La tercera situación problemática fue el funcionamiento de los ayuntamientos. Para el gobernador Adalberto Palacios resultaba preocupante que las corporaciones municipales –que habían iniciado su funcionamiento dentro de la libertad del municipio– no tuvieran una comprensión real de sus facultades, del ejercicio de sus funciones y del cumplimiento de sus obligaciones y, por lo tanto, insistió en que debían mejorarla.
Los informes de los gobernadores Delfino Victoria y Armando Deschamps cierran el periodo de análisis y ponen de manifiesto el uso de un formato oficial recuperando, en cierto modo, la estructura de amplios apartados utilizados en los informes de los gobernadores del siglo xix. El de Victoria, quien solo presentó uno, comprendió gobernación y justicia por municipios; educación primaria y normal; fomento, trabajo y agricultura; comisión local agraria; y salubridad. Deschamps presentó dos. En el primero ordenó el discurso en gobernación por municipios; justicia; hacienda; enseñanza –apareciendo ya una Dirección General de Educación y un Departamento Universitario–; y fomento, trabajo y agricultura. En el segundo hubo cierta reducción de la estructura quedando gobernación y justicia por municipios; justicia; hacienda; enseñanza; fomento, trabajo y agricultura.
Delfino Victoria, gobernador interino del 16 de septiembre al 26 de octubre de 1918,18 sostuvo que los gobiernos requerían de “la confianza del pueblo para ser fuertes”. Por ello el pueblo necesitaba saber cómo se le gobernaba y los gobernantes debían ceñirse a la “absoluta verdad”. A partir de esta idea, hizo una relación de hechos sin más comentarios que los indispensables y sin reflexionar en metas, alcances y obstáculos. Insistió en que correspondía a los diputados, los representantes del pueblo, juzgar y criticar la labor del Ejecutivo. Armando Deschamps, por su parte, estuvo al frente del gobierno de Veracruz en 1919 y fue nombrado gobernante interino en sustitución de Cándido Aguilar, a quien devolvió el poder el 6 de enero de 1920. Durante su mandato se proyectó la pavimentación de las calles principales de la ciudad de Córdoba.
conclusión 
En general debe señalarse que los documentos oficiales –como los informes aquí analizados– son elaborados con varios propósitos. Uno de los primeros refiere a la acción de legitimar un gobierno en funciones poniendo de manifiesto lo logrado y señalando obstáculos. Otro se refiere al apego a tendencias estadísticas con la pretensión de proporcionar datos que hablen de los alcances de la administración estatal en cuestiones vitales como población, vivienda, propiedad, educación, salud, seguridad, etcétera. Uno más se relaciona con la visión política y las expectativas del gobernador en turno. 
De manera que, como se señaló en un principio, los informes oficiales disponibles permiten encontrar un mayor sentido y coherencia a la visión, opiniones, metas, expectativas y preocupaciones de los mandatarios que estuvieron al frente de los destinos de Veracruz en años de agitación revolucionaria.
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Variantes del discurso educativo revolucionario en la Universidad Veracruzana
Ricardo Corzo Ramírez19
 
El concepto de autonomía, como un elemento consustancial al quehacer universitario, lo obtuvieron generalmente las instituciones de educación superior después de su establecimiento; y en particular a raíz de los acontecimientos que tuvieron lugar en algunas instituciones de educación superior de Argentina (1918), Perú (1919), México (1929) y Cuba (1933). Diversas causas hicieron que la lucha para obtener la autonomía involucrara a los poderes políticos y, de una u otra manera, la otorgaran para contar con el apoyo y la legitimación que requería el Estado en pleno proceso de reestructuración, y a su vez, para que las reformas universitarias pudieran cumplir con la misión de ser vanguardia en la transformación social y encabezar la lucha de los sectores populares.20
Si bien el concepto y sus múltiples significados no eran desconocidos en los ámbitos político y académico, ya que como se recordará la autonomía había sido una demanda de los ayuntamientos y las ntendencias a principios del siglo xix, sobre todo a raíz de la situación que vivió la metrópoli española por la ocupación francesa; la lucha por la autonomía no implicaba, necesariamente, la independencia, pero abría un espacio para la reconfiguración del poder regional en determinado territorio y la toma de decisiones más negociadas y menos subordinadas a la Corona.21
Una vez que los nuevos Estados-nación latinoamericanos empezaron a ejercer su independencia política, el concepto de autonomía cobró mayor vigencia en el ejercicio político administrativo de las provincias, ya fuera que se defendiera el centralismo o se propusiera el federalismo. Paralelamente a la conformación de los Estados nacionales, se mantuvieron las corporaciones y privilegios, tanto militares como religiosos, y las instituciones de educación superior continuaron ofreciendo los saberes, profesiones y reconocimientos de títulos dentro de cierto marco de libertad exclusiva, pero a su vez, de dependencia del poder político en turno.
En las postrimerías del siglo xix, y sobre todo en los umbrales del xx, la autonomía ha formado parte de los discursos que reivindican la capacidad de autogobernarse dentro de determinado espacio o ejercicio de funciones. Las corporaciones recurren a su historia institucional para delimitar sus atribuciones y exclusividad.22 Con las reformas universitarias en América Latina, el concepto de autonomía les permite tener garantizados el derecho de libertad de cátedra, de investigación, de creación y de gestión dentro del ámbito de su competencia.
En otras palabras, la autonomía, para la década de los treinta del siglo xx, significó la capacidad de las universidades para autogobernarse y decidir por sí mismas el funcionamiento de su administración. Las confrontaciones ideológicas sobre el papel que debían tener ante la sociedad y el Estado afloraron de conformidad a las contradicciones que en esos tiempos se vivían. No es de extrañarse que en la reformulación jurídica que se vivió en el país, y particularmente en Veracruz, los Constituyentes de 1917 comprendieron que la autonomía debía ser intrínseca al quehacer universitario, sin embargo, el otorgamiento de esta implicaba considerar las condiciones propias de la sociedad y del Estado posrevolucionario. Así lo señala el informe del gobernador interino Delfino Victoria, en 1918:
La falta de una ley general de enseñanza, ha dificultado, sin embargo, la labor del Ejecutivo, puesto que la Ley número 32 vigente aún con las modificaciones señaladas antes y basadas en la Constitución y la misma ley citada no se amoldan a las nuevas orientaciones. Ello ha hecho que en ciertas ocasiones se esbozara algo, como una pugna entre dos resoluciones de la representación legislativa y las disposiciones del Ejecutivo. Ello determinó a este a consultar el H. Diputación Permanente para que comunicara oficial y categóricamente y en vista de los antecedentes relativos, el criterio del H. Congreso Constituyente, al fijar las bases constitucionales de la legislación escolar”. Ello ha detenido la consolidación de la autonomía que debe tener la Dirección General de Educación cuyo jefe fue nombrado el 14 de noviembre del año anterior con fundamento en el Artículo 4o transitorio de la Constitución. Ello ha impedido dar siquiera los primeros pasos en el establecimiento de la Universidad Veracruzana, o, al menos crear con vida propia, el Departamento Universitario a que se refiere al Artículo 5o Transitorio de la misma ley fundamental.'
 
Es bueno recordar que las instituciones de educación superior y, en particular las asentadas en México, se fueron constituyendo como corporaciones cuya función fundamental ha sido el fomento, reconocimiento y preservación de los saberes y de las profesiones. Al constituirse los Estados-nación y adjudicarse el papel protagónico en la educación, se asentó que sería en los colegios profesionales y en las universidades donde se impartirían los conocimientos, independientemente de la tradición colonial, donde los saberes estaban vinculados a lo religioso. De tal manera que desde el siglo xix las profesiones en este país se definieron como laicas, y su ejercicio quedó normado únicamente por el Estado.
El concepto de libertad de enseñanza y aprendizaje también estuvo supeditado a la vigilancia del Estado, no obstante, por lo general eran los propios gremios de profesionistas los que diseñaban los programas de estudio y las modalidades de evaluación para la obtención de los grados educativos. El concepto de educación pública, en sus diversos niveles, se impuso a la educación impartida por la Iglesia y los particulares. La vigilancia que el Estado ejercía sobre estas no causó desavenencias mayores una vez que el Estado liberal se impuso. En Veracruz, sobre todo a partir de la segunda mitad del siglo xix, se fueron estableciendo en sus principales localidades escuelas secundarias y colegios preparatorios que recibieron, como en otras partes del país, las influencias del positivismo, y con ello se promovían y garantizaban los conocimientos, a decir de su época, científicos y alejados del dogmatismo religioso.
Con base en los ideales revolucionarios y las discusiones de los Constituyentes de 1917, la educación se convirtió en una necesidad inaplazable para el cambio de una sociedad en su conjunto, y la instrucción pública para los campesinos y obreros debía incrementarse. Sin embargo, no olvidaron mencionar que el progreso científico y cultural requería también de una institución que, como en el caso de Veracruz, congregara a los diversos colegios que se habían establecido desde el siglo xix; con ello se daba cumplimiento al anhelo de contar con una universidad pública. No obstante, esta necesidad quedó aplazada por las condiciones económicas y políticas que se vivieron en las décadas posteriores. La legislación educativa en Veracruz da cuenta de cómo en diversos momentos se atendió la demanda de profesionistas y cómo, finalmente a raíz de la Constitución de 1917, se estableció un Departamento Universitario señalándose que la enseñanza técnica, la secundaria, la profesional y la de “altos estudios” se suministraría por la universidad del estado. Esta institución tendría un marcado “espíritu democrático y la misma autonomía que la Dirección General de Educación”.
Los Constituyentes de este año establecieron además el papel que tendrían como árbitros en el desarrollo del proceso educativo, los requisitos para ser miembros de la universidad, su organización y autoridades. En todo caso, se estipuló que habría un Consejo Universitario, el cual tendría un representante del Ejecutivo y, accidentalmente, de los municipios que desearan tener voz en aquel; la universidad constaría de cuantas facultades e instituciones acordara dicho consejo, las cuales debían fundarse y atenderse de acuerdo con el siguiente orden de preferencia: i) enseñanza agrícola, industrial, de artes y oficios, y comercial; ii) enseñanza secundaria que tendría –como la primaria– las características de racional y armónica; iii) enseñanza profesional y artística y iv) altos estudios.
La Ley General de Enseñanza del 4 de agosto de 1920, siendo gobernador Antonio Nava, ratifica que es el Estado el que proporcionará la enseñanza primaria, secundaria, normal, universitaria... la enseñanza oficial "será laica, armónica y racional y la superior tendrá un costo para los alumnos".
Estas primeras definiciones que establecen los legisladores dan cuenta de que el concepto de autonomía está referido básicamente a la independencia que tienen las Juntas Académicas para proponer los planes y programas de estudio, dentro de un marco de libertad únicamente limitado por la ética profesional y, a su vez, el reconocimiento explícito, que es una atribución del Estado al mantenimiento económico de la educación básica, no así de la educación superior, propósito este último que manifestaba las dificultades para sostener los establecimientos de la enseñanza profesional, que difícilmente se cumplieron. Sin embargo, en el Capítulo xxiii de la Universidad, en su Artículo 169 de la misma Ley General de Enseñanza del 4 de agosto de 1920, se vuelve a sentar el concepto de autonomía que literalmente dice: "la dirección y gobierno de la enseñanza universitaria estará a cargo de la universidad del Estado, la que será autónoma dentro de lo ordenado por la Constitución local y por la presente ley".
En otras palabras, la autonomía ya no solo era comprendida como la libertad para la elaboración de los planes y programas de estudio, sino también para la gestión y control de las entidades que integraban a la universidad. A pesar de esta atribución universitaria, conviene hacer notar que el Ejecutivo, así como algunas autoridades municipales, tendría injerencia en el Consejo Universitario y, por supuesto, el poder legislativo conocería de las necesidades presupuestales e informes de labores que la institución debía ofrecer anualmente.
En el Consejo los alumnos de los últimos cursos podían tener voz, pero sin voto, y la universidad a pesar de tener personalidad jurídica propia, debía hacer que los títulos fueran expedidos por el Ejecutivo estatal.
Parece que no fueron del todo claras las atribuciones que se les otorgó a las autoridades del entonces Departamento Universitario, ya que en las reformas a la Constitución Política del Estado de Veracruz, del 23 de diciembre de 1920, siendo gobernador el coronel Adalberto Tejeda, se establece que la Dirección General de Educación:
Será autónoma, en lo que se refiere únicamente en la parte técnica, pudiendo por lo que a esta parte corresponde, iniciar ante la Legislatura las leyes respectivas. La Ley General de Enseñanza determinará el alcance de aquella autonomía, la intervención que debe tener el Ejecutivo y las causas por las cuales podrá ser removido el jefe de la Dirección General.
Si bien se amplía la posibilidad que tanto la Dirección General de Educación como el Departamento Universitario propongan directamente ante la Legislatura sus formas de organización y operación, sigue persistiendo, para el caso de esta última, la intervención del Ejecutivo estatal: 
El cuerpo directivo de la universidad o Consejo Universitario, estará constituido por todos los directores de las facultades presididos por el gobernador del estado, quien podrá delegar estas atribuciones en un funcionario nombrado por él y que se llamará Rector del Consejo Universitario. Dentro del Consejo podrá haber un representante de los municipios que deseen tener voz en aquel.
Resulta obvio que el Rector era nombrado directamente por el gobernador en turno.
Las transformaciones educativas en Veracruz se fueron gestando en diversos congresos pedagógicos en 1873, 1915 y 1932. Posteriormente, en los Seminarios de Educación Rural de 1963, Educación Normal de 1964, sobre Escuelas Unitarias de 1967 y el último, el Seminario de Estudios Superiores de Educación Rural de 1975. En todos ellos, la preocupación central fue la mejora de los procesos educativos, la necesidad de formar una nueva ciudadanía y capacitar para el trabajo a formadores o maestros que tuvieran como misión la enseñanza armónica, racional, laica y liberadora de las condiciones de explotación que produce la ignorancia. Durante los gobiernos del coronel Adalberto Tejeda y Gonzalo Vázquez Vela –entre 1932 y 1933– la educación, en sus distintos niveles, tenía como visión y misión: 
Fomentar una conciencia de clase, que ponga a los educandos en la condición de olvidar la antigua actitud de privilegiados de la inteligencia y de la educación [este nuevo concepto de la educación esencialmente societario y humano, impone a la función universitaria el deber de apartarse de los arquetipos arcaicos del intelectualismo aristocrático, y convertirse en líderes de las causas popular y proletaria. La educación debe estar al servicio del pueblo, como instrumento, como factor y como guía. La democracia actual tiene una tesis, un ideal y un dogma].23
Como puede observarse, los primeros gobiernos revolucionarios de Veracruz, de manera indirecta, concibieron a la autonomía como una posibilidad subyacente al sistema educativo y, en particular, a la futura universidad que debía establecerse. Es posible que estuviesen informados de los acontecimientos que se suscitaron en Sudamérica, y especialmente en la ciudad de México durante el gobierno de Emilio Portes Gil en el año de 1929, de ahí que la autonomía fuera tomada con cautela para su ejercicio en las instituciones de educación superior, pero sí se utilizará el compromiso social como una tarea a realizar por sus comunidades.24
De acuerdo con las reformas a la Fracción xliv del Artículo 68 de la Constitución Política del estado, del 24 de noviembre de 1932, promulgada el 5 de diciembre del mismo año –durante el gobierno de González Vázquez Vela–, la Legislatura tiene facultades para formar y difundir la cultura superior, y para ello debe crear la Universidad Veracruzana, la cual estará al servicio de las clases laborantes y de la sociedad en general; su organización y funcionamiento estarán estipulados en un estatuto general dependiente del Consejo Universitario y el Rector, como en anteriores preceptos jurídicos, deberá ser designado por lo dispuesto en la Constitución Política del estado, la cual le da esta atribución al Ejecutivo de la entidad, aunque reconociéndose que será la autoridad suprema de la Universidad Veracruzana.
Fue hasta el 15 de julio de 1940, siendo gobernador Fernando Casas Alemán –cuando se formuló la Ley Orgánica de esta institución– que se definió a la Universidad Veracruzana como una institución del Estado, considerando que ese estatus convenía más al “perfeccionamiento” y al logro “del progreso social”. Se tenía la convicción de que de esta forma el gobierno contaría con la colaboración “eficaz” de la universidad en los servicios que necesitara. No se dejó de lado el hecho de que era deseable que la universidad del estado de Veracruz contara en un futuro con “fondos enteramente propios”, que la hicieran independiente desde el punto de vista económico; empero, en este momento, se juzgó pertinente que por recibir un subsidio estatal –junto con el concedido por el gobierno federal– para desarrollar sus actividades, y por los bienes que se le aportaban, era necesario ejercer sobre esta institución actos de vigilancia que la salvaguardaran por "la responsabilidad que tiene el gobierno del estado ante el pueblo veracruzano y la nación misma”.25
Es notable cómo el discurso oficial da cuenta de la dificultad que permanentemente enfrentará una institución de educación pública si no cuenta con la suficiente capacidad económica para llevar a cabo sus labores, pero al mismo tiempo, no la exime de que, en el momento en que cuente con esta capacidad, deba rendir cuentas ante la sociedad y el Estado. Entre tanto, y por un tiempo indefinido, el gobierno será el garante de dotar el financiamiento necesario y vigilar su ejercicio. En otras palabras, es evidente que en las postrimerías de la fundación de la universidad, el gobierno estatal limita la autonomía de esta institución, arguyendo que el sostenimiento es básicamente con los recursos del erario público y, en consecuencia, mantiene la supervisión del desempeño de esta casa de estudios superiores.
De tal manera que en el Artículo 2o de la Ley Orgánica, la contradicción entre autonomía y dependencia de la Universidad se expresa: 
La universidad del estado de Veracruz, Llave, es una corporación pública, autónoma, con plena personalidad jurídica, sin más limitaciones que las señaladas por la constitución política local. La autonomía de la universidad no tendrá más limitaciones que las expresamente establecidas por esta ley y la Ley General de Enseñanza. 
Reiteramos que la Constitución y la Ley General de Enseñanza acotaron el ejercicio de la autonomía en el gobierno de la institución.
El 28 de agosto de 1944, siendo gobernador Jorge Serdán, se expidió el Estatuto Orgánico de la Universidad Veracruzana, y en sus considerandos reconoce: 
Que por diversas circunstancias no ha podido impartirse hasta ahora, sino limitada y parcialmente la educación universitaria, no obstante, que el desarrollo de la cultura en el estado, que en los últimos años ha llegado a una etapa de plenitud y madurez, permite ya el establecimiento integral y definitivo de la universidad, si el poder público le da la capacidad moral y económica necesaria y le confiere las atribuciones suficientes, para la función social que le compete, de acuerdo con la ley […] es asimismo necesario, dotar a la universidad de autonomía compatible con los principios sociales y políticos que sustenta el Estado, dentro de los más limpios y fértiles causes de la doctrina democrática, concibiéndole al efecto, personalidad jurídica e independiente, con la libre administración de su patrimonio, pero ligada por indisolubles vínculos ideológicos con el régimen, que se mantendrán a través de la facultad no declinable que el Ejecutivo tendrá que nombrar al Rector, mientras la universidad conquista, después de recorrer el arduo camino que la conducirá a la compleja realización de sus altos destinos, el derecho a la autonomía plena y absoluta. Que, conforme a las prácticas democráticas y a su naturaleza autónoma, el gobierno de la universidad será aquel que se confíe a los organismos de la misma, y en el cual participen, mediante sus respectivas representaciones, los profesores y alumnos.26
Una vez más, se observa que la autonomía de la universidad es comprendida como una posibilidad a alcanzar, dependiendo de su capacidad para sostenerse por sí misma, lo cual no es posible dado su carácter público, en donde muchas de las veces ejerce sus servicios sin costo al alumnado.
Esta ambigüedad con respecto a la autonomía económica de la institución y la autogestión académica continuó efectivamente por algunas décadas, a pesar de que dejó de tener el peso significativo el hecho de que:
La autonomía económica de que disfrutará la universidad, no tendrá más restricciones que la de estar sujeta a la vigilancia del Estado, en lo que respecta a los funcionarios y empleados encargados del manejo de fondos, quienes estarán obligados a prestar fianza, a satisfacción del gobierno. En consecuencia, la universidad podrá disponer libremente de sus bienes, enajenando los inmuebles que no estén destinados expresamente al objeto de la institución, y así mismo, aplicar el producto de ellos, como el que obtenga de la imposición de capitales sobre esos bienes, al mejoramiento de la enseñanza universitaria y fomento de la cultura [una vez más, debió precisarse esta última atribución, y en las reformas al Estatuto Orgánico de la Universidad Veracruzana del 25 de enero de 1945, se cambia la disposición, agregándose] por la importancia que tiene disponer libremente de sus bienes, se requiere introducir en el precepto el requisito de que, para enajenarse cualquier bien, debe contarse previamente con la aprobación del Ejecutivo del estado y la facultad del propio Ejecutivo, para vigilar el manejo de fondos, por ser él directamente responsable ante el pueblo del estado del correcto empleo de su patrimonio.27
De esta manera, la autonomía económica no resultaba ser una posibilidad a mediano plazo, ni un factor determinante en el desempeño, sin embargo, se ampliaron las restricciones y los controles que requería la gestión universitaria, sujetas a la vigilancia del Estado; con respecto al manejo de sus fondos, siguió siendo una preocupación durante el gobierno de Adolfo Ruiz Cortines.
Correspondió a Marco Antonio M. Quirasco, gobernador de la entidad, emitir una nueva Ley Orgánica de la universidad –el 8 de enero de 1958–, la cual es un referente para demostrar el crecimiento de la institución y cómo se habían diversificado sus funciones, lo que hacía necesario reiterar cuáles eran su personalidad y fines, teniendo en consideración los antecedentes jurídicos con que inició su vida institucional. De ahí que dicha ley mencione lo conveniente de respetar el Estatuto Orgánico de 1944 y de establecer, de manera clara, las funciones de las autoridades universitarias, separando la facultad del Consejo Universitario de establecer las normas generales del funcionamiento y organización internos, y la distribución del presupuesto, de la facultad del Rector de dirigir la Casa de Estudios y las funciones administrativas. Asimismo, debían continuarse los lazos de colaboración entre el Estado y la universidad, “justificados ante todo por la necesidad que aquel tiene de vigilar el empleo de los fondos de la hacienda pública y de contar con la cooperación de los técnicos y los hombres de ciencia en la preparación de sus planes de trabajo y en el estudio de los problemas colectivos”.28
Dicha colaboración debía ser posible, señaló el gobernador Quirasco, por “el respeto” que el Estado tenía hacia las actividades universitarias, y que se ponía de manifiesto en la protección que ofrecía al personal docente y a los investigadores, en el establecimiento de los profesores de carrera y en la acepción de los principios de libre investigación y de libertad de catedra. Como se observa, la nueva ley atendía la complejidad y el crecimiento en la oferta educativa que la universidad tenía en esa época, pero a su vez, es notorio que ya no aparece el concepto de autonomía, aunque sí prevalece el de libertad de cátedra e investigación, y una vez más, el Estado se manifiesta como garante de la vida universitaria y de su desempeño financiero y administrativo ante la sociedad.29
Un hecho significativo fue la separación de la enseñanza media y media superior de esta universidad. Correspondió a Fernando López Arias emitir el 27 de noviembre de 1968 la Ley Orgánica de Enseñanza Media y la creación de su Dirección General. Esta separación hizo que la universidad se consolidara propiamente en la docencia de licenciatura y posgrado, y diera impulso a la investigación, la difusión y extensión de sus servicios. A pesar de las inconformidades dadas en diversas instituciones de educación superior de México, la Universidad Veracruzana mantuvo una relativa estabilidad, empero de que registró conflictos y se reprimió a líderes estudiantiles y magisteriales, previo al desenlace del 2 de octubre en la ciudad de México. Cabe agregar que el movimiento estudiantil y la actitud de defensa de la universidad le dieron al concepto de autonomía universitaria una redimensión, ya que esta fue violentada y violada por parte del poder ejecutivo federal. De alguna manera, la violación a la autonomía se reflejó con el ingreso del ejército militar a los ámbitos universitarios, argumentándose que se hacía en tanto que autonomía no era extraterritorialidad.
Una nueva ley orgánica fue expedida el 26 de diciembre de 1975 por el entonces gobernador Rafael Hernández Ochoa, en ella también se dio cuenta de las características de desconcentración geográfica con que se fueron creando escuelas y facultades a lo largo y ancho del territorio. De ahí que en el Artículo 6o se especificara que la universidad, a fin de realizar sus objetivos, se organizaría conforme a dicha ley, dentro de un régimen desconcentrado, tanto administrativa como académicamente, de acuerdo con el criterio geográfico, y por especialidades, respectivamente; para tal efecto, podría constituir las unidades necesarias para el servicio universitario. En cuanto al patrimonio de la institución, el Artículo 12° remarca que: 
La disposición del patrimonio y sus fondos, así como el correcto funcionamiento de sus unidades serán supervisados por el gobernador del estado quien nombrará un auditor externo. Para la enajenación de los bienes inmuebles se requerirá aprobación expresa del gobernador del estado.
Ante los procesos de organización sindical que tuvieron tanto el personal administrativo –técnico, manual, de base–, como el personal docente –investigadores, ejecutantes de actividades creativas y artísticas, técnicos y académicos–, Rafael Hernández Ochoa, mediante la Ley 667 del 10 de julio de 1980 que reformó el Artículo 4o de la Ley Orgánica de la universidad, dio disposiciones, como en otras instituciones de educación superior del país, para que su personal se rigiera por el apartado "A" del Artículo 123 constitucional, por su ley reglamentaria y demás disposiciones relativas y las modalidades que dictaran para hacer compatible el ejercicio de los derechos laborales con la libertad de cátedra y de investigación. En este sentido, las especificidades del quehacer universitario y su forma de organización ameritaron que se le diera al concepto de autonomía otra connotación, la de ser diferente a otras formas de trabajo intelectual y creativo.
Al mismo tiempo que la Universidad Veracruzana se distinguía por la desconcentración en cinco zonas universitarias, el Ejecutivo estatal vio conveniente un mayor control en la designación de las autoridades y funcionarios de la institución. Fue así como Agustín Acosta Lagunes reformó la Ley Orgánica de la universidad –número 432–, el 25 de mayo de 1983, estableciendo que fueran propuestos al Ejecutivo del estado, mediante ternas, el nombramiento de los secretarios académicos y de administración y finanzas; los directores generales de áreas académicas, del director general de investigaciones; así como de los directores generales de las unidades docentes y de investigación interdisciplinaria o multidisciplinaria y los directores de facultades, escuelas e institutos presentados por los Consejos y las Juntas Académicas respectivamente. Sobra decir que no solo la autonomía económica, sino también la decisión académica quedaron supeditadas al Estado, y la universidad pareció retroceder en su autogestión o autonomía académico-administrativa. Una vez más, el 26 de abril de 1984 se hicieron reformas al Estatuto General de la Universidad Veracruzana y demás normas que garantizaban el control de las funciones universitarias.
Se reiteró que la universidad era una institución pública, con personalidad jurídica y patrimonios propios, y que sus funciones sustantivas se regían de acuerdo con los principios de libertad de cátedra e investigación, de libre examen de ideas y de creación artística, de tal manera se salvaguardaba la libertad en los ámbitos del conocimiento y creación universitarios.
El 1 de abril de 1992, siendo gobernador Dante Delgado Rannauro se expidió otra nueva Ley Orgánica para la universidad –número 365–. Manteniendo los artículos que sujetan a la institución al Ejecutivo del estado; se reconoce que para efectos de apoyarse financieramente a la institución puede contar con un organismo denominado Fundación de la Universidad Veracruzana, y para el ejercicio de sus funciones la universidad se integrará por una sede y cuatro regiones, estas últimas tendrán un Consejo Regional Universitario y una vicerrectoría.
El Rector siguió siendo autoridad universitaria designada por el gobernador, con una duración de tres años en el cargo, término que podría prorrogarse por una sola vez. Asimismo, se precisaron las funciones de la Contraloría interna dependiente de la Rectoría, la cual evaluaba y coadyuvaba en el correcto ejercicio del presupuesto, sin embargo, solo el Rector y los secretarios académicos de administración y finanzas y los vicerrectores eran responsables ante el gobernador del estado, y estos últimos también ante el Rector, de tal manera que los demás directores generales, funcionarios y directores de facultades e institutos dejaron de ser responsables directos ante el gobernador.
Debido a la participación de la dinámica de la vida universitaria y a los diversos actores que con mayor intensidad se manifestaron desde finales de los años sesenta hasta la década de los noventa, se hicieron continuos ajustes a la normatividad de la Universidad Veracruzana. Así, la Ley Orgánica de esta institución fue reformada el 18 de diciembre de 1993, con el objeto de considerar la estructura y las atribuciones del Consejo General: 
Con ese fin se propuso una integración, en la que participen un representante académico y uno del sector estudiantil, por cada una de las facultades e institutos de investigación existentes, con la posibilidad jurídica de que se incorporen los representantes académicos y alumnos del Sistema de Enseñanza Abierta, así como los organismos de difusión cultural y extensión universitaria. 
Esta representación hizo que el Consejo Universitario numéricamente creciera y diera legitimidad a la reestructuración permanente que la universidad tenía, dadas las condicionantes externas de las políticas de educación superior del país y la complejidad que había adquirido esta Casa de Estudios. Es de notarse que los estudiantes retomaron un papel más decisivo en la vida institucional y el Consejo obtuvo una mayor legitimidad.
En la Ley Orgánica número 59, expedida durante el periodo de Patricio Chirinos Calero, aparecen las funciones que tendrá una nueva figura en la administración de la vida académica universitaria: el Director de Planeación Institucional –funcionario universitario responsable de desarrollar y coordinar mecanismos de planeación y evaluación. En el capítulo de responsabilidades solo se establece que el Rector será responsable ante el gobernador y ante el Consejo Universitario General, eximiendo en esta ocasión a los secretarios académico y de administración y finanzas de ser responsables directos ante el gobernador, siendo solamente responsables ante el Rector. 
Para motivar los procesos de mejora de la vida académica, en julio de 1994, se establecen en el Estatuto del Personal Académico de la universidad diversos premios que motivan a los académicos, tales como: premio a la productividad en general, al desarrollo académico y a la creación artística, y a la elaboración de apoyo a la docencia; se instauran además los mecanismos de recategorización y las reglas de ingreso, promoción y permanencia. Desde este periodo la dependencia de la institución para con las políticas educativas federales se hizo más evidente, y la asignación presupuestal federal estableció nuevos condicionantes.
Correspondió al rectorado de Emilio Gidi Villarreal –durante el gobierno estatal del mismo Patricio Chirinos Calero, y como presidente de la República Ernesto Zedillo Ponce de León– el otorgamiento de la autonomía a la universidad. Mediante el decreto número 24 se reformaron los Artículos 69, 70 y 87 de la Constitución Política del Estado de Veracruz, y a partir del 6 de enero de 1997 la Universidad Veracruzana se volvió autónoma; teniendo así la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí misma y realizar sus fines de conservar, crear y transmitir la cultura, a través de las funciones de docencia, investigación, difusión y extensión, respetando las libertades de cátedra, de investigación y de libre examen y discusión de las ideas; determinar sus planes y programas; fijar los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico, y administrar su patrimonio. Para nombrar al rector y a los secretarios académicos de administración y finanzas se creó una Junta de Gobierno y el Consejo Universitario General; el Ejecutivo Estatal y la Legislatura fueron los encargados de presentar las ternas para la elección del primer Rector en el régimen autónomo. Conviene anotar que la primera Junta de Gobierno quedó integrada, y de hecho ha continuado así, por nueve personalidades, tanto de esta universidad, como de otras entidades de educación superior, con el propósito de limitar futuras injerencias de los poderes en la elección.
Asimismo, quedó bajo el control de la Junta de Gobierno, la Contraloría Interna de la universidad, sin embargo, la autonomía de la institución, en su aspecto económico quedó limitada, ya que la Universidad Veracruzana, para efectos de su desempeño, de acuerdo al Artículo 3o de la propia ley de autonomía estaría sujeta a los subsidios que aportaran de forma concurrente el gobierno federal y el gobierno del estado, de conformidad con las normas y convenios que regían el financiamiento de la educación superior y las disposiciones presupuestales. Para los efectos del artículo citado se especifica en el transitorio 5o que las aportaciones ordinarias que otorguen en forma concurrentes los gobiernos federal y estatal se determinarán en el convenio que anualmente suscriban, con la participación de la Universidad Veracruzana, en términos de lo dispuesto por la ley para la coordinación de la educación superior; las aportaciones concurrentes adicionales tendrán como base las sumas que el gobierno del estado entregó por ese concepto a la universidad, durante el año de 1996. Adicionalmente a esta sujeción financiera y presupuestaria, la universidad quedó sujeta a que cualquier reforma a su estructura y funciones sea propuesta por el Ejecutivo estatal o el poder legislativo de la entidad para su consideración y aprobación, en su caso, limitando con ello, la capacidad de la institución para proponer y cambiar por sí misma la Ley Orgánica que la define como tal.
Si bien la autonomía había sido una demanda históricamente señalada, previo a su otorgamiento, solamente un núcleo pequeño de académicos planteó la necesidad de que finalmente esta se concediera a la Universidad Veracruzana, más aún cuando ya era constitucionalmente posible a nivel federal y algunas instituciones, como fue el caso de la uam, se habían fundado con esta atribución. De ahí la necesidad de recurrir a la historia inmediata para ver cómo ha sido comprendida la autonomía. Actualmente, existe la propuesta, por parte de las autoridades universitarias en Veracruz, de que esta atribución –de que ella misma regule su normatividad, la que antes de ser autónoma tenía conferida– de nuevo se le reconozca por el poder legislativo y así lograr los cambios que se requieren, tanto en la sociedad del conocimiento, como por el compromiso social y ético para con la colectividad.
Este repaso a los procesos de cambio y permanencia en la normatividad que ha regido a la Universidad Veracruzana permite constatar cómo la autonomía, independientemente de ser un principio y ejercicio válido para el mejor desempeño de las instituciones de educación superior, está circunscrito, de una manera u otra, a los poderes federal y estatal. No se trata de que se comprenda la autonomía como extraterritorialidad, y que esta permita que las corporaciones educativas de educación superior no tengan la responsabilidad de rendir y transparentar su ejercicio presupuestal y su desempeño académico, sino que están permanentemente sujetas a la negociación, a las políticas educativas del Estado que condicionan el otorgamiento de recursos y, en algunas ocasiones, a la injerencia directa en la gestión y dirección de sus instancias de mando y control. En otros ámbitos universitarios, las modificaciones que intentan hacerle, ya sea el Poder Legislativo u otras instancias, impactan la voluntad que se expresa en los órganos de la liberación colegiada, o bien, presionan para que sus funciones no se realicen satisfactoriamente por la falta “de apoyo presupuestal” en tiempo y forma, por ejemplo, el entonces rector de la uam, Enrique Fernández Fassnasht, señaló que la autonomía está en riesgo, ya que al rendir cuentas ante la Auditoría Superior de la Federación (asf) se limita desde hace diez años la gestión de sus recursos, o bien, el que intervenga la Federación a través de la Ley General de Salud, para otorgar cédulas profesionales a los egresados de Medicina. Estas injerencias también se observan cuando Ángel Trinidad Saldívar, comisionado del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos (ifai), señala que de 42 instituciones de educación superior autónomas en el país, solo 33.3% no cumple con el principio de máxima publicidad de su normatividad, ni contempla como obligación la transparencia: 
Gobernarse a sí mismas no quiere decir que estén ajenas al ejercicio del derecho; tienen una autonomía especial y esta les obliga a cumplir con las leyes" [las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía, tendrán la facultad de gobernarse a sí mismas, lo anterior no quiere decir autarquía].30
En suma, es importante reconstruir el discurso que sostienen las universidades y confrontarlo con los intereses que atendían a estas corporaciones educativas, que desde la época moderna son los espacios de educación pública y laica, donde se crean y recrean los saberes bajo la condición de ser autónomos, tanto del poder religioso, como político. Atendiendo a la reconstrucción de los discursos que sostienen las corporaciones como serían la Iglesia o el ejército, la universidad, en términos generales, sigue siendo una corporación más flexible y su proceso de transformación depende de contar con los medios necesarios para su reproducción; orillarla a que por sí misma se sostenga, es encauzarla a una privatización, contrario a los objetivos fundamentales de ser, en nuestro contexto y por tradición, una institución de carácter público y laico. Posiblemente a esto se deban diversos pronunciamientos en defensa de la universidad. Como bien lo externa Pablo González Casanova, debe lucharse:
	Por fortalecer y aumentar la autonomía universitaria dentro y fuera de la universidad.

	Por fortalecer a todas las universidades autónomas del país, de América Latina y del mundo.

	Por un conocimiento del más alto nivel en ciencias y humanidades, en artes y tecnologías.

	Por la enseñanza de las "nuevas ciencias" y del pensamiento crítico, de la historia como memoria colectiva, como narrativa y como horizonte utópico de un mundo emergente alternativo.

	Por dar mejor educación al mayor número, diseñando políticas desde la educación superior intramuros y extramuros, e impulsando desde las universidades, con estudiantes y profesores, nuevas y permanentes campañas de alfabetización.

	Por organizar cursos de enseñanza-aprendizaje para los profesores e investigadores de punta, y para todo el magisterio nacional.

	Por defender las universidades, la investigación científica y humanística, frente a los recortes presupuestales que se les están imponiendo en una forma autodestructiva de la educación y de la nación.

	Por redefinir la difusión cultural del siglo xxi, articulándola con la universidad abierta, presencial y a distancia, con un plan de ediciones, radio y televisión, y con unidades de producción de material didáctico y creativo.

	Por defender la libertad de cátedra, de investigación y de difusión de la cultura como valores consustanciales a la autonomía y a la construcción de espacios de diálogo nacional, internacional, latinoamericano, indoamericano y multicultural.

	Por organizar el autogobierno de la universidad en función de sus objetivos universales y nacionales, con autonomías en sus grupos de trabajo científico y humanístico, técnico y artístico, para que alcancen los más altos niveles de la creación y la inteligencia, sin confundir la disciplina con el autoritarismo ni con la democracia universitaria, con la democracia de los pocos, con los pocos y para los pocos, sino con el respeto de todos los universitarios a las reglas que ellos mismos se impongan para alcanzar los objetivos de la universidad en nuestra América y en el mundo.31

 
El significado y la interpretación de autonomía da lugar a discursos de diversas tendencias y enfoques sobreponiéndose unos a otros y dando lugar a metadiscursos que varían y enriquecen sus significados de acuerdo con determinados momentos históricos, tanto en los contextos, regional, nacional e internacional. De ahí la importancia que se le otorga hoy día a la autonomía, no solo en el espacio y el aprendizaje universitarios, sino también en la política enfocada hacia el respeto a las diferencias individuales y colectivas. En este sentido, es importante que la historia y la historiografía den cuenta de las transformaciones de los discursos y la permanencia de los valores que a través del tiempo se fueron creando.
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Reflexiones sobre el Veracruz carrancista
Abel Juárez Martínez32
Las entidades del nuevo Estado
Las fuentes consultadas develan las acciones que Venustiano Carranza llevó a cabo en Veracruz, cuyas perspectivas buscaron cambiar las relaciones jurídicas de producción en el campo con la Ley del 6 de enero de 1915, y la expansión de la organización laboral con el establecimiento del decreto sobre jornales en las fábricas; este hecho fue significativo, ya que le proporcionó a los gobiernos posteriores a la Revolución los medios para lograr la intervención del Estado en el conflicto capital-trabajo, pero que en este momento provocaría un enfrentamiento entre los poderosos comerciantes y los hacendados que se resistían a renunciar a sus intereses, todo ello en medio de una grave crisis alimentaria y levantamientos populares.
Hábil político, el líder coahuilense mostraba además que la problemática social regional le interesaba a la par de los problemas político-militares, tanto en el interior de México como en el extranjero; él y su equipo de consejeros mostraron un frente compacto ante la reticencia de aquellos que se negaban a aceptar la validez de los principios revolucionarios que iban surgiendo, sobre todo en lo referente a la exploración y explotación de los recursos naturales.
Si se siguen literalmente las reflexiones realizadas por Luis Cabrera, experto asesor carrancista, se puede aseverar que la administración del Primer Jefe en el Puerto, cae en lo que la historia registra como la fase armada de la revolución 1910-1917.33 Sin embargo, durante la estancia de la administración de Venustiano Carranza en el Puerto de Veracruz en 1915, se inicia el proceso fundacional de la Constitución de 1917 y, en el mismo sentido, se comenzarán a esbozar los elementos de control que a futuro utilizará el Estado.
Así, los hechos relativos a la andadura del varón de Cuatro Ciénegas a ciudad de México y de allí a finales de 1914 al estado de Veracruz, demuestran que ya consideraba pertinente lanzar un paquete de reformas sociales. La Ley del 12 de diciembre del año antes señalado conlleva un amplio programa de reformas económicas y sociales que debían implementarse. Como fruto primigenio de aquellos esfuerzos legislativos, destacan las Juntas de Administración Civil –en adelante jac– que instituyen la fiscalización de las funciones del municipio, como recabar impuestos y decidir acciones en política económica. Pero, además, dentro de sus funciones se les determinó la responsabilidad de conseguir, controlar y distribuir los artículos de primera necesidad provenientes del campo veracruzano: maíz, frijol, arroz y la cebada. En este sentido, la jac se diseñó para requerir a los acaparadores el monto total del grano almacenado y cosechado. De sus oficinas salían “invitaciones oficiales” para cooperar con el gobierno, no obstante, estas bien podrían entenderse como órdenes, ya que, si se obstruía su realización, entonces los detentadores y acaparadores se harían objeto de multas y requisiciones, según las circunstancias.34
Desde el comienzo de enero de 1915 inició una especie de “guerra fría” entre las autoridades civiles y los dueños de los granos, ya fuesen cosecheros, intermediarios o comerciantes. El presidente de la junta mandaba colocar listas de precios en el frente de los edificios del ayuntamiento, como la del 5 de febrero que ordenaba: “se hace saber a los comerciantes y expendedores de maíz que desde esta fecha solo podrán vender maíz a 9 centavos el litro y después del 6 del corriente solo a razón de 8”. La primera respuesta fue positiva al menos en Xalapa, donde sus vecinos enviaron un "voto de confianza" a la jac por haber logrado bajar los precios de los artículos de primera necesidad. Hasta se dieron expresiones filantrópicas, como fue el caso del cosechero Guillermo E. Cerdán, quien consiguió tres carros de maíz para “expenderlo barato”.35
Paralela a la actividad de la jac, operará la Cámara Nacional de Comercio en Xalapa –en adelante cncx–, ambos organismos tenían un carácter paternalista y crearon un fondo de resistencia para paliar la crisis y el sufrimiento de los trabajadores, argumentando que a sus miembros les "dolía la conciencia del padecer popular". Según Manuel Mendoza y Alba, connotado comerciante y abarrotero, dicho fondo duraría por lo menos cinco meses. Asimismo, señalaba en un manifiesto a las poblaciones mayores, como Orizaba, Veracruz y Xalapa, el grave peligro de carecer de subsistencias y el "vigoroso esfuerzo que se debe realizar para conjurarlo".36
Bajo las difíciles circunstancias, tanto la jac como la cncx crearon un proyecto para paliar la crisis a través de la distribución y el abaratamiento de los granos básicos. Estas medidas fueron implementadas por los secretarios del gobernador, Heriberto Jara y Agustín Millán, pero la reacción de la mayoría de los comerciantes fue desaprobarla; no solo arrancaban y destruían las listas de la jac, sino que además, establecían sus propios precios y desconcertaban a la población, al “vender su maíz barato pero en mal estado".37 Otros almacenistas subieron los precios haciendo caso omiso de las sanciones, pues con el precio inflado recuperaban no únicamente su inversión, sino mucho más.38
Nuestros defensores
La situación referida concentra una amplia gama de factores que conducen a los habitantes del estado de Veracruz a vivir bajo una situación especial o de crisis caracterizada por la excesiva circulación de papel moneda, los denominados “bilimbiques”, fabricados por los propios secretarios de Venustiano Carranza. El ocultamiento y acaparamiento de los granos básicos, el alza de precios de los artículos de primera necesidad, la acometida indiscriminada a la población de parte de los soldados carrancistas, o de aquellos que se decían zapatistas y sobre todo de los gavilleros, crearon una situación que poco a poco empezó a calar en el grueso de los trabajadores rurales, quienes aparte de la crisis alimentaria, vivían un temor permanente. 
Desde la mirada de la región, la gente de Carranza había venido a establecer la paz y a proteger a la población de los ladrones. No obstante, los partes militares del día a día contradecían tal planteamiento. Por ejemplo, hasta las oficinas de la jac en Xalapa se recibió un informe procedente de Agustín Quirino, presidente de la jac de Jilotepec, en el cual relataba que para abatir a grupos de gavilleros entraron a la población fuerzas constitucionalistas o legalistas y que, efectivamente, hicieron huir a los contrarios que se pertrechaban en el cerro; sin embargo, ya sin enemigo al frente, los constitucionalistas comenzaron a quemar algunas casas, destrozaron las siembras de maíz, el archivo de la sala capitular de la Junta y el de la Tesorería. Adicionado a lo anterior, se extravió el teléfono, una caja de puros, los pantalones de policía, dos relojes y hasta un cuadro recién enmarcado del benemérito don Benito Juárez.39 Los vecinos suplicaron que los dejaran vivir en armonía, pues ya era mucha la zozobra de parte de gavilleros como para padecerla también de sus defensores.
Ya fueran oficialmente "carrancistas", gavilleros o ilegales, ambos grupos afectaron los bienes de la gente del campo. Si bien es cierto que una buena parte de la población de Veracruz desconocía los objetivos militares y políticos del zapatismo y del carrancismo, esto no fue un obstáculo para distinguir las características de los soldados de ambas facciones, incluso más allá de los uniformes, por medio de sus actitudes y tratos con la población.
Un peón de albañil recuerda que en aquella época llegaban los zapatistas y arengaban a la población de Perote y de las poblaciones circunvecinas –Los Molinos, Cerro de León, Magueyitos, Villa Aldama, Tepozoteco o Altotonga–, pero lo hacían de buena forma, invitando al movimiento armado y a luchar por las libertades. Aunque venían hambrientos por las largas jornadas, pedían alimentos "de favor" y no los saqueaban; iban de casa en casa, casi suplicantes, para obtener provisiones para la tropa.40 En contraste, los carrancistas entraban en tropel y los pobladores huían aterrorizados, atrancando puertas y ventanas, ocultando y hasta enterrando alimentos, ropa y enseres domésticos. Los soldados, a su paso, dejaban una estela de muerte y tristeza, azuzaban tanto al pobre como al pudiente, exigiendo alimentos, ropa y caballos.41
Ante tal situación no resulta difícil entender por qué algunas zonas del estado no se unieron al movimiento revolucionario, al contrario, sus habitantes sortearon esta etapa con altibajos y siempre con el temor de verse afectados en lo que más amaban: “sus mujeres y sus tierritas”. Dicha situación especial, forzó a las familias a esconder a sus hombres en los montes aledaños, mientras las mujeres permanecían en la zozobra de verse descubiertas y ultrajadas.
Las tortillas pasarán a la historia
La crisis se acentuó en mayo de 1915, y para disminuir los efectos de las dificultades, el gobierno local empezó a expender maíz en los bajos de los palacios municipales y en los kioscos; las aglomeraciones con niños, hombres, mujeres de todas las edades se concentraban ansiosamente en busca del indispensable grano. Había problemas de todo tipo, como era de esperarse, ya que la ración de cinco litros apenas les alcanzaba para una semana.42 La gente, en su afán de conseguir el cereal, solía esperar hasta diez horas, y a pesar de existir órdenes de dar prioridad a las señoras que llevaban cargando a su hijo o embarazadas, a la hora del reparto eso de poco valía.43
En el Puerto de Veracruz se organizó una manifestación en la que participaron trabajadores de los muelles, empleadas de los comercios, amas de casa y trabajadores de las zonas agrícolas de los alrededores de Veracruz –Boca del Río, Soledad y Cotaxtla– para exigir "¡maíz para el pueblo!" y "¡frijol barato!". Los mítines se convirtieron en pan de cada día, sobre todo en las zonas de Córdoba, Orizaba y Huatusco. En algunas colonias, como la Bolsa de Orizaba, la gente del campo empezaba a morir de inanición. Sin embargo, el oficial del ayuntamiento se defendía de la ira popular acusando a los zapatistas de que estaban monopolizando el grano y llevándoselo a Morelos.44
En Río Blanco, la manteca había subido hasta $3.50 pesos el kilo, mientras que la tortilla habíase elevado exageradamente a 5 centavos la pieza; algunos trabajadores se quejaban, cuestionando que las tortillas pronto pasarían a la historia como un espejismo, puesto que poco a poco estaban perdiendo volumen, forma y espesor, y en lo futuro tal vez serían como “hostias de comulgar”. El precio más asequible al que las conseguían era de tres por 10 centavos.45 Ante la escasez de maíz y de tortillas, los dueños de panaderías hicieron su “agosto”, los bolillos de 5 ahora los despachaban a 10 centavos y eran tan pequeños, que el pueblo los apodó “las píldoras de harina”.46
Acaparadores y filántropos
En estricto sentido, el grano no se había esfumado, sino que se le estaba acaparando en bodegas enormes, instaladas estratégicamente. Las había en Coatepec, donde el señor Rincón “compraba todo el maíz que podía para venderlo después a precio de oro nacional, sin aceptar por billetes los 'bilimbiques' carrancistas.”47 En el Salmoral, comunidad enclavada en una zona cercana de Veracruz –con ferrocarril a la puerta y centros de producción maicera de excelencia como Paso de Ovejas, el español don Rogelio Riega –productor y comerciante– fijaba sus compradores o “coyotes” en Chichicaxtle, Úrsulo Galván, Zempoala y zonas aledañas para acaparar las cosechas del grano.
Por la zona de Huatusco dominaba la compraventa el comerciante en cereales Eduardo Chimal, mientras que en Xalapa había dos, lo suficientemente solventes como para adquirir las cosechas de las grandes haciendas de Lucas Martín, Molino de la Pedreguera y El Lencero. Además, dos grandes exportadores destacaban en la zona: Eduardo Taños y Guillermo Morales. Sus agentes se ponían en contacto con los productores y establecían el precio que el comerciante ordenaba. A los hacendados se les compraba directamente, pero no acontecía lo mismo con los arrendatarios, estos deberían hacer la transacción con el dueño de la tierra, quien negociaba las condiciones de venta a su satisfacción.48
Algunos comerciantes, se puede decir, fueron verdaderos potentados en el monopolio del maíz, como el español don Rafael Menéndez, quien residía en el Puerto y contaba con tres amplias bodegas para recepción de granos: una en la calle de Doblado; otra en Independencia; y la de mayor capacidad, cerca de los muelles. Estratégicamente instaló permanentemente a sus "coyotes" en Tuxpan, Ixhuatlán, Coscomatepec, Zongolica, Soledad y Acayucan para la recogida del grano, para posteriormente embarcarlo a Cuba y Estados Unidos. Sus pagos los hacía con papel moneda del gobierno provisional de Veracruz, pero en sus ventas únicamente aceptaba oro y dólares, a excepción de la "dotación" a don Venustiano. “Don Rafa”, como le decían los jarochos, en ocasiones se transformaba en protector de la gente "pobre" y "menesterosa" y frecuentemente argumentaba:
En mi deseo infinito de aliviar en algo la situación de la clase miserable, [por tanto], propongo a la Cámara de Comercio que todos los ricos comerciantes demos una cuota para la compra de maíz y creo que $100.00 sería apenas suficiente y no afectaría nuestra economía pues será en bien de nuestra patria.49
Otros acaudalados, como Alejandro Sánchez y Francisco Montero, casatenientes porteños, conmovidos por las propuestas de Menéndez, acordaron que mientras no adquirieran el maíz, ellos por su cuenta darían de comer gratis durante tres días a 50 jornaleros que se encontraban sin trabajo.50 Por su parte, los representantes de la firma Coñac Maxim Frere regalaron maíz al necesitado. A partir de los ofrecimientos referidos, se desarrolló una reñida competencia por aparecer en las páginas de los periódicos El Pueblo y El Dictamen de Veracruz como defensores de los necesitados.51 No obstante, detrás de las actitudes benefactoras, se escondía un propósito entre los comerciantes y acaparadores: el de la especulación, sin importar que este afectaba la ya desgastada economía de los trabajadores.
Así lo manifestó el reportero del diario La Vanguardia, quien estuvo presente en una junta de la Unión de Comerciantes y Similares del Puerto el 31 de mayo de 1915, en la Biblioteca del Pueblo, en donde se congregó lo mejor del comercio veracruzano, quienes acordaron unánimemente: “…no podemos bajar los precios de los artículos en tanto que su adquisición también es elevada, solo que el gobierno nos subsidie, de lo contrario las pérdidas resultarán cuantiosas y en dólares”. 52
Las situaciones señaladas desvelan la postura mezquina de los especuladores y rápidamente borran los brotes de filantropía, pues para ellos no había más patria que la de sus intereses mercantiles. Sus proyectos eran diferentes a los del gobierno provisional y a los de los trabajadores, y aunque afirmaban no mezclarse en política, sí la utilizaban para lograr permisos especiales de exportación, como el caso de Menéndez. Otros, como Taños, eran amigos de Aguilar, y hospedaban en sus casas gavilleros de la talla de Guadalupe Sánchez, como José Libreros, ambos comerciantes de ganado y granos de Paso de Ovejas, quienes hasta la fecha en que se les entrevistó presumían de que en sus haciendas pernoctaron los “hombres más importantes de aquel momento."53
¿Quiénes deciden las relaciones?
En el campo, la situación para los trabajadores no fue menos difícil que en los centros urbanos. Los que más resintieron esta crisis agrícola fueron los aparceros y arrendatarios de las haciendas. En el caso de los hacendados, estos supieron adaptarse a los designios de la Revolución y pronto encontraron la forma de solventar las peticiones de los gavilleros. Ángel Palmeros, poderoso ganadero y terrateniente de esa época, proporcionaba $100 pesos mensuales al jefe de las gavillas de la zona para que le "protegiera" de los revolucionarios.54
Cerca de Teocelo, en la hacienda de Santa Rosa, don Manuel Sánchez Rebolledo, propietario de esta, también daba una "cuota" a Miguel Ángel Hernández, alias "El Zacatillo", para que los zapatistas no le hicieran nada. En Xico ocurrió algo por demás inverosímil: Eliodoro Virúes “El Lolo” era familiar de don Francisco Virúes, poderoso hacendado de la región; con su anuencia “Lolo” fue investido de gavillero, con lo que don Francisco no solo conservó sus propiedades, sino que logró conseguir otras.55
Ante tal panorama, es de considerar que, sin tener extensos conocimientos sobre la cuestión agraria durante el periodo revolucionario, salta a la vista inmediatamente que el problema aún residía en la estructura agraria, constituida por terratenientes con un modus vivendi cómodo y seguro, resabio del antiguo régimen porfiriano.
¿Cómo se ve el campo desde arriba?
En primer término, las leyes emitidas por el gobierno provisional prohibían estrictamente toda manifestación pública y petición de alza de salarios en oro, como lo solicitaron los trabajadores fabriles de la región de Orizaba en su manifestación del 22 de mayo, que desde la perspectiva del Primer Jefe, “no solo se contentaron con marchar pacíficamente, sino que se atrevieron a paralizar centros fabriles, panaderías y hasta molinos, y si esto seguía así indefinidamente podía ser pretexto para la insubordinación.”56
Por el lado del gobierno estatal, el secretario general de Cándido Aguilar, Heriberto Jara, publicó el Decreto núm. 22 que revocaba la suspensión del cobro de impuestos a los comerciantes, quienes no solo habían aceptado el subsidio gubernamental, sino que, aprovechándose de la confusión, inflaron los precios y escondieron el producto. Ante tal insolencia, el gobernador “reprobó su actitud".57 Tal vez por esa razón, en el siguiente decreto Jara se refirió específicamente a los habitantes del campo, con especial atención a la urgencia de proteger las industrias agrícolas y pecuarias; puesto que estaban a merced de los acaparadores, gavilleros y rebeldes, les invitaba a la defensa particular de su propiedad, es decir, repeler los ataques de que fueran objeto los dueños de haciendas, ingenios, fincas de plátano, café, naranjo y, por supuesto, los cultivadores de sementeras, medieros y aparceros.
A pesar de las buenas intenciones, el decreto resultó ambiguo en virtud de que, si bien pretendía resguardar al terrateniente, al hacendado y al agroindustrial al mismo nivel que al aparcero, mediero y jornalero, en la práctica siempre llevaban ventaja los primeros, puesto que se rodearon de asesores que conocían más de la ley y tenían "buenas relaciones" con quienes elaboraban y aplicaban las ordenanzas. El propio gobernador, con instrucción académica superior, tenía una visión del mundo agrario que contrastaba ampliamente con los hombres del campo, pues apuntaba hacia el desarrollo agroindustrial de la campiña. Desde su perspectiva, los problemas del campo se resolverían modernizando las formas de cultivo e introduciendo maquinaria moderna, opinión que no encajaba con las necesidades de los hombres y mujeres del campo.
Disposiciones de este tipo aparecían a menudo, pero solo se reflejaban en el discurso de los decretos agrarios; no descendían al mundo real y, por tanto, no alteraban las relaciones de producción existentes. De tal manera que, a pesar de que se promulgara la Ley del 6 de enero de 1915, la organización de la propiedad privada aún permanecía intocable. El Primer Jefe dejó bien claras sus ideas sobre el agrarismo en diciembre de 1914, al mencionar que no habría confiscaciones, únicamente distribución de terrenos federales y protección de propiedades de extranjeros residentes en México, aunque en sus discursos se pronunciaba en contra de la agricultura de “privilegio” decretó: “que toda propiedad que se haya adquirido legítimamente… y que no constituyera un privilegio o monopolio” sería respetada.58
Es posible que con la posición de Carranza se profundizaran más los componentes de la crisis que se padecía, tomando en cuenta la existencia de grandes extensiones de tierra cultivada por ricos propietarios, quienes imponían sus condiciones para el usufructo de la misma en cuanto al tipo de cultivo y a la relación de trabajo y salario. Desde la arista del gobierno estatal, Aguilar solo distinguía un enemigo y causante de la crisis alimentaria: el comerciante. Así que sobre él enfocó la mayoría de sus ataques; aseverando que él especulaba con el hambre popular y asaltaban prácticamente a los productores de maíz y arroz, adquiriendo a precios irrisorios sus granos.
Tomando lo anterior como plataforma de acción, el funcionario se autonombró “el guardián de la equidad” y abanderó la utopía de adquirir toda la producción sobrante de cereales en el estado, pagando a los productores directos los precios que les ofrecían los agentes o coyotes de las tiendas comerciales, sin afán de lucro, solo con el objetivo de concentrar la producción y expenderla a precios módicos a la población. Para alcanzar su objetivo, emitió el Decreto núm. 36 de agosto de 1915, donde prohibía terminantemente que los cosecheros del estado vendiesen sus granos a personas no autorizadas por el gobierno y, en el caso de los administradores de fincas o haciendas, cuyos arrendatarios cubrieran sus rentas en cereales, estos debían pasar directamente a su venta a través del Estado.
De la compra se encargaría la Tesorería, por medio del tesorero general, el señor Armando Deschamps, de "honestidad probada", quien nombraría para el caso a agentes o comisionados especiales en cada localidad veracruzana, en donde las jac de cada ayuntamiento vigilarían el estricto cumplimiento de lo decretado y darían cuenta a la Tesorería –a través de sus funcionarios– de las cosechas, monto de las mismas y periodo de recolecta, con el fin de proporcionar toda clase de facilidades en cuanto a recolección y arrastre.
Con el Artículo 3º del decreto señalado, el gobernador pretendía eliminar a los coyotes e intermediarios de las casas comerciales, y con el 13º, situaba a la ley civil por encima de la militar. Sin embargo, es probable que en el trasfondo de la reglamentación se ocultara su verdadero motivo: la centralización de la producción básica, con el fin de asegurar el abasto de los "cuerpos activos" del gobierno provisional. La respuesta de los comerciantes de Xalapa, Orizaba, Veracruz y Tuxpan no se hizo esperar y, en general, se expresó en forma de desafío al Ejecutivo del estado. No solo no acataron dicha disposición alegando no conocerla, sino que difundieron el rumor entre la gente del campo de que el gobierno quería especular con los granos cosechados, sacándolos del país, incluso llegaron al grado de ofrecer a los productores directos el doble del precio dado por el gobierno.59
En el fondo, dentro del aparato del Estado, no hubo un proyecto general que englobara las acciones del Ejecutivo con las de sus colaboradores, se podría decir que las soluciones respecto a la cuestión agraria –crisis y relaciones con terratenientes, comerciantes y campesinos– iban surgiendo sobre la marcha. De lo que sí se tiene certeza, es que el gobierno provisional de 1915 sustentaba como proyecto inmediato el impulso a la agricultura de exportación, en otras palabras, favoreció el desarrollo agroindustrial del estado.
La anterior aseveración se desprende del análisis del ramo Fomento y agricultura del Archivo Municipal de Xalapa, que en cada uno de sus apartados fija una especial atención al incremento de la producción cañera y cafetalera, considerados como renglones de primerísima importancia para la obtención de divisas. De forma paralela, se explica el uso industrial y procesamiento de piña, plátano, cacahuate, vainilla, mango de manila y tabaco, entre otros. En cada uno de los productos mencionados se orienta al productor potencial sobre el tipo de suelos que necesita, la forma de cultivo, las propiedades que contienen y, sobre todo, lo rentables que son y las facilidades que habría para la obtención de créditos.60
Para desarrollar este proyecto, el gobierno publicó la Revista Agrícola, cuyo contenido en sí mismo habla de hacia quiénes iba dirigida la política agraria y cuál era el propósito de esta.61 La suscripción anual a la revista costaba $8 pesos en oro, que era el equivalente al jornal de dos meses de un peón. Con este tipo de información no resulta novedad una de las propuestas que plantearon los asesores del gobernador para solucionar la crisis de alimentos básicos: la harina de plátano que, según ellos, podría sustituir y con ventaja a la masa de maíz, puesto que era de fácil digestión y no recargaba el estómago, por lo cual el trabajador después de alimentarse no sentiría somnolencia para retornar a sus labores.
Por si existieran dudas en cuanto a la fabricación de esta harina, el Ejecutivo mandó circulares a todo el estado –sobre todo en zonas de la costa– con las indicaciones para elaborarla: se escogía para su fabricación plátano verde, especialmente el denominado macho, y con un cuchillo de plata o de madera se cortaba a lo largo la pulpa en rebanadas, exponiéndolas al sol hasta obtener su desecación total, para después molerlas al punto de convertirlas en harina; por último, agregándole agua fría se le daba forma redonda para hacer una tortilla.
En algunos pueblos de la costa acostumbraban mezclar esta masa con la del maíz, siendo esta noticia importante y útil en esos días en los cuales la escasez de maíz constituía el primer problema que aquejaba a la población.62 Al preguntar sobre dicha instrucción, hallamos respuestas como la siguiente: "entonces fue una época de hambre y tuvimos que entrarle a comer la tortilla de plátano, pero no era lo mismo, se sentían muy delgadas y no eran llenadoras, había carne pero sin tortilla daba risa comerla".63
Paradójicamente, el gobierno estatal constantemente rechazó la idea de que en Veracruz su población padeciera hambre. Afirmaba que el "pueblo no carece de lo necesario sino de lo superfluo".64 Pero el discurso se rompía bruscamente al toparse con la realidad, por lo que, tanto en Xalapa como en el Puerto de Veracruz, se establecieron comedores populares y dieciocho expendios de maíz barato en Córdoba, Xalapa y Veracruz.65 A Cándido Aguilar le preocupaban las críticas severas de la prensa, sobre todo de la norteamericana que veía a Veracruz como un pueblo compuesto de "muertos de hambre". Él siempre afirmaba lo contrario, no solo no había hambre, sino que existían suficientes recursos sin aprovechar.66
En Veracruz no hay crisis
En una carta que dirigió Venustiano Carranza a Cándido Aguilar, le solicitaba una explicación amplia sobre la crisis económica y el hambre que se padecía en Veracruz; el gobernador se apresuró a contestar que eran calumnias de la prensa de los Estados Unidos, enemiga de México, y que era totalmente falso que en el estado de Veracruz, bajo la administración constitucionalista, la gente se estuviese muriendo de hambre y agregó: 
Se han recibido informes de buenas cosechas, hemos combatido las tres causas principales de la escasez de granos básicos: a) la ambición desenfrenada de los acaparadores, b) los gavilleros que destrozan las siembras, y c) la exportación de granos básicos hacia el extranjero.67
El informe termina mencionando que Veracruz era el granero de Yucatán y otros estados; que había libertad de comercio y que a través de las cámaras se recabaron los granos para el consumo popular: “para que estos no faltaran ni un solo minuto”.68 Cuando el presidente Carranza solicitó al gobernador datos sobre las causas de la crisis y acciones para controlarla, tal parece que simuló desconocer el problema. Su posicionamiento hasta cierto punto era razonable, ya que Aguilar estaba enterado de que el arribo del gabinete de Venustiano Carranza y su tropa contribuyeron considerablemente al desenlace de una situación tan lamentable.
Incluso algunas leyes y decretos emitidos resultaron un tanto paradójicas, pues mientras por un lado prohibían la exportación de artículos de primera necesidad, por medio de su secretario de Estado, Luis Cabrera,69 se sostenía: “no vamos a suponer que el gobierno ha de hacer exportaciones de artículos de primera necesidad a lo desesperado sino en los límites discretos que demanda la situación”.70 Recordemos que para Carranza, el Puerto de Veracruz fue un sitio estratégico y su gobierno no gozaba de estabilidad, por lo que para conseguirla requería urgentemente de dos elementos: parque y armas. Para el jefe constitucionalista la preocupación no era la falta de alimentos básicos –situación que aterraba a la población–, su prioridad era la inexistencia de armas, pues en los pases de lista a su tropa, sus oficiales a menudo le confirmaban que poseían mucho personal, pero sin armas, así que le preguntaban al Primer Jefe: ¿cuándo sería la próxima remisión?
¿Una luz en el caos?
Mientras los alimentos básicos para la población se escaseaban, las armas penetraban al país de manera rápida y sin cortapisas, a pesar de que sus precios –pesos oro– eran inalcanzables para la gente común: “una Winchester 30-30 valía $60, la Werling $70, una calibre 44, $30; una Máuser $60, la pistola Parabellum $80, la Canana $30 y el ciento de cartuchos $30".71 Al depreciarse el papel moneda carrancista en el extranjero, agotar las reservas en oro y usar los últimos dólares que le quedaban, las circunstancias obligaron al Primer Jefe a intercambiar armas por maíz. Esto resalta en la siguiente información:
En la mañana de hoy, por la calle de Independencia se empezaron a escuchar aclamaciones de varias personas que salían de sus casas y de los callejones aledaños gritando con estruendo ¡maíz!, ¡maíz!, ¡maíz! y efectivamente iban circulando lentamente seis carros cargados con el ansiado cereal. La población creyó de buena fe, que el gobierno les enviaba suministros para paliar la crisis. No obstante, el entusiasmo se fue diluyendo lentamente al notar los presentes que los carros se dirigían hacia los muelles con orden oficial de exportación.72
Colofón
Hasta aquí hemos presentado un seguimiento de hechos históricos que ejemplifican los conflictos regionales derivados de la llegada de las tropas carrancistas a Veracruz en la primera mitad de 1915; un acontecimiento que trastocó la vida cotidiana de sus habitantes por encima de los intereses del grupo coahuilense, en un claro enfrentamiento de los poderes regionales y el intento de consolidar el liderazgo del movimiento carrancista.
El período analizado se ha podido reconstruir gracias a que se contó con la valiosa información de los archivos municipales del centro del estado de Veracruz, entre los que destaca el Archivo Municipal de Xalapa, en sus ramos de Fomento y agricultura, y Glosa y municipalidades, así como la información de periódicos de la época: El Dictamen de Veracruz, La Vanguardia o Diario de la Revolución. Adicionado a lo anterior, se procedió a la relectura cuidadosa de los documentos y discursos de los revolucionarios en Veracruz, misma que facilitó el acceso a un universo escondido al ciudadano común.
La información referida se complementó con los testimonios recuperados a través de entrevistas a trabajadores del campo y la ciudad, de filiación carrancista o zapatista que vivieron aquellos acontecimientos, y cuyos recuerdos y vivencias conforman una memoria histórica que ha permitido reconstruir las dificultades cotidianas que les trajo la Revolución en esos años, en un intento de entrelazar la historia con los testimonios vivientes, confrontando las distintas versiones, los desencuentros y las ideologías del pasado cuyas continuidades explican mucho del presente. Visto así, la Revolución es un acontecimiento único e irrepetible.
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Adolfo Dollero, la mirada de un viajero al territorio veracruzano de 1910. La construcción del “país del porvenir”
José Ronzón73
 
La Revolución Mexicana es un proceso histórico-social complejo que marcó el devenir del México contemporáneo y que hoy día sigue en las mesas de reflexión académica en torno a profundizar a cerca de su naturaleza, desarrollo y trascendencia. En una revisión rápida es posible afirmar que se han realizado una multitud de estudios generales y específicos, que en determinados momentos han merecido “cortes de caja” para valorarlos y ordenar el conocimiento producido sobre este proceso histórico de México.74 Quizá revaloraciones recientes, como las que se realizaron durante el año 2010, en el marco de su primer centenario, han hecho repensar los diversos significados que este proceso histórico mantiene tanto en términos explicativos de lo sucedido en el momento, así como la necesidad de aportar nuevos enfoques e interpretaciones sobre este acontecimiento. A partir de reflexiones que inician en este orden de pensamiento, resulta pertinente y necesario pensar en nuevas rutas de investigación que contribuyan a continuar con el debate del primer movimiento social de México en el siglo xx.
Acorde con ese orden de pensamiento, este trabajo se propone la revisión de la mirada viajera sobre los escenarios en los que se realizó la Revolución Mexicana. Los viajeros testificaron lo visto por ellos y dejaron huella de su experiencia e intenciones de relatar lo vivido. En concreto, la investigación propone revisar la obra México al día escrita por Adolfo Dollero, un diario de viaje que su autor publicó en 1911 bajo la editorial Librería de la Viuda de Ch. Bouret, editado en Paris y México, cuando la Revolución Mexicana ya había iniciado. La obra se escribió en español para ser traducida al inglés, francés, italiano y alemán, con el objetivo de darle difusión al “país del porvenir” construido y creado por el régimen de Porfirio Díaz.
El libro de viaje fue escrito a partir de sus propias observaciones, entrevistas con autoridades, informes, estadísticas, etcétera. Con esas fuentes, Dollero construyó un discurso que pretendió mostrar una modernidad y desarrollo del México porfirista. El diario contiene 42 capítulos, y desde su presentación el autor advierte que la intención de la escritura de esta obra fue mostrar a México como un país del porvenir y un lugar de inversión, intención común en muchos viajeros que visitaron estas tierras y más aún en los del siglo xix, cuando México se abrió a la inversión extranjera. Sin embargo, lo singular de esta obra es el momento en que se escribe, 1910, justo antes de dar inicio al movimiento, y su publicación en 1911, ya cuando el Plan de San Luis había trascendido, el maderismo había corrido por el territorio nacional y el fin del porfiriato era una realidad.
Quizá sin proponérselo, el autor realizó una especie de radiografía que tomó el pulso de lo que el porfiriato había logrado y la situación que generaron las políticas y proyectos modernizadores del gobierno encabezado por el caudillo de Tuxtepec.
Es un texto que comprende un largo y exhaustivo recorrido por la república. Sin embargo, para los fines de esta primera presentación y avance de investigación, solo se expone lo relacionado a su travesía por el territorio veracruzano.
Dollero en el Estado de Veracruz
El recorrido por el estado fue bastante completo e inició con el Puerto de Veracruz, lugar emblemático de la modernidad porfiriana; de allí se dirigió a Xalapa y su región, en donde visitó Coatepec, Xico y Teocelo. De la capital del estado viajó hacia Altontonga, Jalacingo, Tlapacoyan, Misantla, y alcanzó a llegar a Tziutlán –que, si bien ya no pertenecía al estado de Veracruz, sí mantenía vínculos importantes por su cercanía y comunicación. De esta zona se trasladó hacia el norte y consiguió llegar a Papantla, Tecolutla, Gutiérrez Zamora, San Rafael y Nautla. De esta última, tomó camino hacia el sur del estado, lo primero que visitó fue Tlacotalpan y el Papaloapan, recorrió Puerto México y Minatitlán, y desde ese punto escribió observaciones sobre el Istmo de Tehuantepec. De allí, Dollero se destinó hacia Córdoba, Orizaba, Río Blanco, Huatusco y Coscomatepec. Ese fue el itinerario seguido por la entidad veracruzana.
Los puntos que le interesaban al autor fueron variados, sin embargo, de lo que más se ocupó fue del desarrollo urbano; de las riquezas naturales, agrícolas e industriales; el desarrollo económico; las posibilidades de inversión y la disponibilidad del territorio en sus diversas ramas productivas.
El lenguaje utilizado resulta técnico, descriptivo y quizá no tan atractivo como las narrativas de viaje de la época colonial o del siglo xix. El propio autor reconoce en su introducción que no pretendió hacer una obra literaria del diario de viaje, sino una “demostración” de la República definida como un “país del porvenir”, con un futuro halagüeño y donde "el capital puede ser invertido de mil maneras, todas con alicientes magníficos, y bajo la égida de un gobierno firme, apto, civil, moderno, que ampara eficazmente a mexicanos y extranjeros”.75
El escenario que pintó fue de un buen desarrollo urbano y un atraso en las zonas rurales. Sobre el desarrollo urbano usó de ejemplo al Puerto de Veracruz, el cual describe a detalle y se maravilla señalando que:
En vez de la sucia población de antaño, cuyas calles se veían invadidas muy seguido por esas inmundas aves de rapiña denominadas zopilotes, [se] encontraba una ciudad moderna, pavimentada de asfalto, con luz eléctrica, tranvías eléctricos, drenaje, servicios de agua potable y unos cuarenta mil habitantes aproximadamente.76 
Resalta que había quedado atrás la presencia de enfermedades como la fiebre amarilla, el cólera o la viruela, y proporciona cifras que muestran una caída de la mortandad de la fiebre amarilla de casi cien por ciento.
Advierte que la vida de Veracruz era esencialmente comercial, dedicada al comercio nacional e internacional con un puerto moderno, ampliado y dragado por iniciativa del gobierno federal encabezado por Porfirio Díaz y cuidadosamente resguardado por el gobierno local de Teodoro A. Dehesa; a él “llegan varias importantes líneas trasatlánticas, y es lamentable que de las grandes potencias marítimas, solo Italia haya descuidado de estrechar más sus relaciones con la joven y floreciente nación mexicana”.77 Destaca las comunicaciones ferroviarias y proporciona cifras de inversión y producción agrícola, y señala que el campo veracruzano podría ser de gran interés para la inversión extranjera. Resalta la presencia del Banco Mercantil, como una institución sólida que garantiza el movimiento del capital.
Describe detalladamente la infraestructura urbana: plazas, parques, comercio de menudeo, hospitales, escuelas y el Teatro Dehesa. En fin, el Puerto de Veracruz le parecía la expresión cabal de la modernidad urbana y un ejemplo a seguir.
Sobre Xalapa, menciona que se ubica a cuatro horas y media en ferrocarril, y asegura que “a pesar de que las condiciones urbanas no sean aún todo como podría desear, especialmente en cuanto a pavimentación de calles, la antigua Xalapa es una ciudad simpática”; describe a los habitantes como muy finos y hospitalarios, cuna de políticos importantes del siglo xix como los Lerdo de Tejada y el propio Antonio López de Santa Anna. De igual forma, se admira de los edificios, como el de la Comisión Geográfica-Exploradora, el Palacio de Gobierno y el Casino de Xalapa, así como el desarrollo de la industria xalapeña,78 a la que le dedica amplia descripción del modelo de desarrollo. También describe la región agrícola de Coatepec, Xico y Teocelo, a la cual encuentra pintoresca, pero sin el desarrollo urbano de Veracruz y Xalapa, por lo que se dedica a resaltar la viabilidad de los cultivos de café, frutos tropicales, la caña de azúcar y la cría de ganado. 
De la región formada por Jalacingo, Altotonga y sus alrededores advierte que eran pueblos pequeños que no ofrecían mucho. En el caso de Altotonga expone que no tenía “mucho interés bajo el punto de vista urbano”, sus calles eran angostas y con poca infraestructura. Advierte que en los alrededores se mantenían riquezas naturales ampliamente aprovechadas por los nativos, como aguas terapéuticas, etcétera.79 Sobre la cabecera cantonal, Jalacingo, dice, era un poblado más pequeño, con condiciones “urbana deficientes”, y con una población rural importante.
Sobre el norte de la entidad, en concreto a Papantla, se refiere a ella como una región importante, “muy rica y en gran parte poco explotada”. Anota que a pesar de la riqueza del campo “el riego no está muy en uso, lo que es lamentable, porque si se impulsara más, la agricultura podría dar allí resultados mucho mejores”. Al referirse a la zona industrial del norte, señala el establecimiento de las compañías petroleras y las pone como ejemplo de desarrollo industrial, pero no menciona los beneficios que estas podrían traer a la población de aquella zona.
Sobre la vainilla indica que “los indígenas cultivan la vainilla en los bosques, por su cuenta, y venden después las preciosas vainas a las importantes casas comerciales que las exportan después de una preparación muy cuidadosa”.80 Sobre el desarrollo urbano de Papantla advierte que “sus condiciones urbanas no son todavía muy modernas; muchas calles son accidentadas, el alumbrado es de petróleo y el agua potable es llevada a la ciudad por animales de carga”.81
Al referirse a la región Huasteca apunta que los cantones de Chicontepec, Ozuluama y Tantoyuca eran ricos, pero “en su mayoría inexplorados”. 
Sobre Gutiérrez Zamora y San Rafael destacó a la población extrajera radicada, y allí cuenta que no había sido fácil para esa gente llegar y permanecer en esos lugares. Incluso, apunta que “...no puede decirse que la colonia haya sido un éxito; por el contrario, se ve muy claramente que no podía serlo…”.82
Sobre la zona sur del estado de Veracruz resalta a Tlacotalpan como un pueblo atractivo y bien construido. De los Tuxtlas le llamó la atención el equipamiento urbano y la prosperidad de los propietarios de las plantaciones de tabaco. Sin embargo, al referirse a San Andrés refiere que “las condiciones sanitarias… son deficientes, especialmente por la falta de higiene de un servicio de agua potable. Son frecuentes los casos de paludismo de forma benigna, la tisis y las enfermedades gastrointestinales”.83 Dollero llega hasta Puerto México y Minatitlán y reconoce el desarrollo industrial y los beneficios en algunos aspectos, pero también muestra las deficiencias sociales de la zona, al reportar la concentración de la riqueza en unas cuantas manos asentadas en las pequeñas ciudades.
El viaje por el territorio de Veracruz lo concluye en la región de Córdoba-Orizaba y su visita a Río Blanco, en donde apunta el desarrollo de la industria textil, pero no hace mención de las condiciones obreras y mucho menos de los conflictos. Destaca el desarrollo urbano de las ciudades, y lo que sí muestra son las condiciones sanitarias desfavorables para la población y la presencia de algunas enfermedades como las fiebres palúdicas.84
En conclusión, el "país del porvenir" que intentó mostrar estuvo concentrado en las ciudades importantes, basado en un progreso material manifiesto y en la infraestructura urbana. Sin embargo, quedó develada la desigualdad mayor entre el campo y la ciudad; que para el caso veracruzano fue justamente allí, en el campo, en donde la Revolución inició cuando se publicó este diario de viaje. El "país del porvenir", sustentado en la modernidad porfiriana, se concentró en las ciudades, y no de manera equitativa, las zonas rurales desconocieron ese porvenir.
La Revolución en Veracruz inició con grupos en las regiones de Altotonga, al mando de Gabriel Gavira, Camerino Z. Mendoza y Rafael Tapia. Justo en esa zona que Dollero describe “sin mucho interés”. Se extendió a la zona de Coatepec, Xico y Teocelo con las fuerzas de Guadalupe Sánchez y Manuel F. López, esos pueblos pintorescos y agrícolas se unieron a las fuerzas de Cándido Aguilar y abrigaron al maderismo. De esta zona extendieron su lucha bajo el mando de Rafael Tapia hacia Huatusco y Orizaba, justo allí donde Dollero reconoció la industrial textil, pero no el descontento obrero.85 
En la Huasteca también se dieron acontecimientos y aun cuando resultó difícil la organización de la revuelta, desde la etapa maderista aparecieron grupos comandados por Miguel y Emilio Acosta que preocuparon a los petroleros del norte.
La zona sur del estado también sirvió de escenario y caldo de cultivo para la lucha maderista; entre los grupos más representativos estuvieron el de Ricardo López, en Tierra Blanca; Santa Cruz, en Cosamalopan; y Manuel Paredes y Pedro Carbajal, en Acayucan.86
A las ciudades, la Revolución llegó más tarde, pero el hecho fue que "el país del porvenir" descrito por el viajero Dollero tomó senderos totalmente diferentes a los objetivos que el viajero planteó. El conflicto armado en territorio veracruzano surgió en las regiones de las cuales él mismo observó su atraso y marginación de la modernidad porfiriana. 
Esas mismas desigualdades del desarrollo regional conducen a pensar que la Revolución fue un proceso complejo que tuvo un proceso diferenciado a propósito de las propias condiciones en las que surgió, una geografía de su desarrollo es necesaria y oportuna para entender su trascendencia. El relato de viaje de Dollero permite tener una radiografía de la composición geográfico-social en el caso que he presentado del estado de Veracruz, pero que se podría ampliar a la “República del Porvenir”, pues la revolución rural bajo el esquema de confrontación campo-ciudad fue generado por la modernidad porfiriana.
Una hipótesis de trabajo que resulta sugerente desde el campo historiográfico es analizar las construcciones discursivas y narrativas a partir del horizonte de enunciación. En esta perspectiva de trabajo, Reinhart Koselleck proporciona elementos para comprender cómo se construyen los discursos desde los posicionamientos de expectativa y la narración de los procesos considerados como históricos.87 Desde esta óptica surgen preguntas futuras, tales como: ¿desde dónde Dollero observó "el país del porvenir"?, ¿qué tipo de referentes tenía para construir su expectativa antes y una vez que pisó el territorio mexicano?, y ¿cuál era la experiencia previa del autor? Estas son preguntas que invitan a profundizar en un análisis de corte netamente historiográfico, en donde el autor sería la figura central y el texto la expresión de sus posicionamientos. 
Sin duda, una primera mirada como la que aquí se ha expuesto permite plantear ciertos apuntes preliminares que iniciarían aduciendo que el libro de Dollero se inscribe en una narrativa muy próxima a la construida por la mirada viajera de los extranjeros durante el siglo xix. La expectativa de Dollero, en el sentido de Koselleck, se ubica entonces, por su forma, en la de mujeres y hombres del siglo xix, que construían su narrativa a partir del progreso material y de la oportunidad para inversión extranjera. Solo que la obra de Dollero fue escrita y publicada en un momento en que todo aquello estaba en pleno cuestionamiento. El México del progreso y de la modernidad había sido desafiado por la Revolución y aunque no había un planteamiento tan claro de cuál sería el nuevo objetivo en términos de crecimiento económico y material, lo cierto era que los revolucionarios lucharon en buena media en contra del objetivo porfiriano y poco a poco fueron registrando cambios en lo político, en lo económico y más tarde en lo social y en lo cultural. Esos cambios fueron lentos y a ritmos diferenciados; sin embargo, lo importante de esto radica en el hecho de que esos cambios fueron transformando también la mirada extranjera. Muchos de los viajeros posteriores registrarían un horizonte de expectativa completamente diferente y quizá fundamentada en los nuevos referentes que les proporcionaban las noticias mexicanas que circularon en el mundo. 
Escapa a este trabajo el hecho de si Dollero volvió a opinar de México a la luz de las noticias que circularon después de su visita, pero si lo hizo sería pertinente analizar ese nuevo horizonte de expectativa del viajero que realizó su visita esperando encontrar al país en el progreso material. 
Finalmente, la Revolución Mexicana tuvo un peso e incidencia en las formas de mirar y, sobre todo, de narrar al México que emergió de este movimiento social. Los viajeros del siglo xx ya no llegaron con la expectativa del progreso que se difundió durante el porfiriato, sino ahora lo hacían por la fama y curiosidad que el gran movimiento social generaba en diversas partes del mundo.
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La revolución y los ejercicios historiográficos

Generar potencial estético revolucionario. La fotografía de Paul Strand y Henri Cartier-Bresson
Silvia Pappe88
 
La suposición de que lo que es revolucionario en el arte también debe ser revolucionario en la política (o a la inversa) está basada en una confusión semántica de varios sentidos del término “revolucionario”, o de términos análogos.
Eric Hobsbawm
Introducción
En este ensayo pretendo relacionar dos hipótesis: una que se ha vuelto ya consenso y otra que pongo a discusión. Dada la brevedad del texto, me limito a una larga introducción a la segunda hipótesis, vinculando varios fragmentos mediante algunos de los aspectos emergentes. La falta de linealidad en la estructura argumentativa se debe no solo a la puesta en escena de la gran variedad de planteamientos que integran la problemática, sino a que estos, por sí mismos, no obedecen a una lógica que los relacione como conjunto ordenado. Cabe mencionar, asimismo, que si bien el ensayo se articula en torno a lo visual, en especial la fotografía, no se incluirán ejemplos.
Uno de los muchos ámbitos de discusión en torno a la Revolución Mexicana es el correspondiente a sus representaciones estéticas: artes plásticas, gráfica, literatura; pero también la institucionalización de la cultura y las relaciones de todo ello con la experiencia de la vida cotidiana, así como con el nacionalismo revolucionario, son algunas de las perspectivas que deben considerarse. Parto de una primera hipótesis que entre muchos investigadores se ha vuelto consenso: el carácter revolucionario de distintas expresiones y representaciones culturales y artísticas no radica en su temática –la ideología, los acuerdos políticos, los contratos sociales posteriores a la Revolución Mexicana, la representación de sus héroes y de hechos históricamente significativos–, sino en la capacidad de mostrar y representar caminos que rebasen la coyuntura.
Pretendo señalar, a partir de algunas fotografías de Paul Strand89 y Henri Cartier-Bresson90 tomadas durante sus viajes por el México posrevolucionario, que descubrir, crear y desarrollar elementos visuales que generen potencial estético particularmente comprometido con las nociones aparentemente contradictorias de ruptura y de identidad, no necesariamente son acciones intencionales derivadas de las políticas culturales ni, para el caso, de las de cualquier institución política, social y cultural.
¿Por qué estos dos fotógrafos? Poco después de haber presentado la ponencia que estuvo en los orígenes de este ensayo, se realizó en México una extensa retrospectiva de la obra fotográfica de Paul Strand; meses después, se expuso en París la obra “mexicana” de Strand y Cartier-Bresson.91 Si mi intención hubiera sido “el redescubrimiento” –y desde luego no se trata de eso–, llegaría tarde. A partir del intercambio temprano entre estos dos fotógrafos y sus colegas, fotógrafos, pintores, grabadores mexicanos y extranjeros, podemos observar un creciente capital estético que en ciertos momentos se vincula con una especie de retórica visual revolucionaria, usada por las instituciones mexicanas correspondientes con fines no solo estéticos sino también político-ideológicos. No es sencillo argumentar por qué escogí a Strand y a Cartier-Bresson para los propósitos de este trabajo –lo haré para la versión amplia, aún pendiente, de este texto. Solo eso: la decisión tiene que ver con la manera en que estos dos fotógrafos, a partir de la fascinación por lo que perciben y observan como realidad mexicana “típica”, desarrollan una retórica visual en la que “sombreros y magueyes” adquieren cargas simbólicas que traducen lo cotidiano en estética, y la estética, potencialmente, en obras universales que trascienden lo evidente, lo inmediato. Ciertamente, no serán los únicos en lograr eso –y también a ello tendré que referirme en el ensayo que me propongo a futuro.
Puntos de partida y planteamientos
Nos colocamos en lugares imaginarios del conocimiento y los designamos puntos de partida: cargados de significado, constituyen experiencias y suponen determinadas miradas. La representación y los significados de estas miradas y de los puntos de partida no están, en principio, en su descripción, sino en lo que se observa a través de ellos y cómo se representa el conjunto, como sabemos por largas tradiciones de distintas perspectivas, su transformación y su ruptura.
Me parece esencial incluir la presencia de las vanguardias en la argumentación, en primer lugar, por su producción estética y los momentos específicos de esta, y en segundo lugar por los aspectos teóricos implícitos y, de pronto, explícitos. En un sentido estrictamente histórico, las vanguardias mexicanas coinciden con una parte del periodo posrevolucionario; sus proyecciones, sin embargo, rebasan las décadas de los veinte y treinta.
Revolución y vanguardia son ámbitos inciertos, nunca del todo delimitados y con cargas significativas múltiples. Pese al proceso de su institucionalización, la Revolución se escapa dada la complejidad de sus facciones, las experiencias y los intereses involucrados. Las vanguardias, en su insistencia de representar experiencias estéticas a la vez que cotidianas, enfatizan una y otra vez la incertidumbre e incluso la pérdida del lugar del observador, como indican los siguientes ejemplos.
Manuel Maples Arce, uno de los principales representantes del movimiento estridentista, definiría su lugar en una cita paradigmática: “un poco más allá / en el plano espacial / de Witman [sic] y de Turner / y un poco más acá / de Maples Arce”.92 Traducido a la teoría, encontramos en el planteamiento de Raymond Williams una interrogante similar frente a los autores ingleses que estudia: And I find I keep asking the same question, because of the history: where do I stand in relation to these writers.93 Una clara muestra de lo mismo se puede observar, asimismo, en el cine experimental abstracto o en las viñetas urbanas, por ejemplo, de Fermín Revueltas.
Estamos acostumbrados a investigar los campos mencionados con instrumentos históricos, científico-sociales y aun con la crítica de arte. Sin embargo, desde el momento en que se estudian en función de algunas de las transformaciones que se pueden observar a través del lente de las estéticas del momento, la combinación de los dos puntos de partida evidencia lo que la institucionalización procura regular: que ni la revolución ni las vanguardias, con sus cargas simbólicas, pueden analizarse desde un lugar de conocimiento fijo en tiempo y espacio.
Ante las observaciones heterogéneas y multívocas de las experiencias, hace falta imaginarnos un dispositivo experimental para su análisis; y si bien suena redundante, un dispositivo cuyo carácter experimental se refiera tanto a la observación como a lo observado. En la estética, eso quiere decir teorías y representaciones cubistas y abstraccionistas; distorsiones, desconexiones, fracciones; y la pérdida de correlaciones, entre ellas la de la escala humana. El beneficio, pensado aquí como análisis historiográfico, es la posibilidad de observar simultáneamente las contradicciones presentes tanto en las experiencias como en su elaboración discursiva, y de representar en discursos académicos las tensiones sociopolíticas, históricas, literarias y teóricas en los planos sincrónicos y diacrónicos.
Pero no termina aquí. Sumemos a lo anterior las actitudes vanguardistas como parte de la observación: la crítica directa e indirecta, la ironía, incluso la irreverencia, la impertinencia, los cuestionamientos y la desarticulación de lo vigente en todos los ámbitos. ¿Cómo no preguntarse hasta qué grado, el periodo caracterizado por la historia sociopolítica y aun por parte de la historia del arte como proceso de institucionalización, habrá sido compenetrado por una vida cultural experimental y por los rasgos elocuentes del movimiento estridentista y, en general, de otros movimientos de vanguardia?
Pese a la notable desarticulación vanguardista, la simbología de la Revolución Mexicana alude a expresiones culturales que las instituciones político-culturales han procurado significar y usar como “nacionalistas”.94 A ello contribuyeron los temas, las preocupaciones, las representaciones, los relatos y las imágenes en la obra de muchos de los autores.95 Incluso un texto experimental como Vrbe, súper-poema bolchevique en 5 cantos invita a interpretaciones tempranas a partir de la experiencia urbana y su conexión con la política posrevolucionaria, en especial con el sindicalismo: la “ciudad / musical / hecha toda de ritmos mecánicos”, se llena de la “muchedumbre sonora”, y se escuchan los “hurras triunfales / del obregonismo”.96 El muralismo, la gráfica popular, la fotografía, proporcionan, en una visión estrictamente temática, ejemplos visuales de este nacionalismo aglutinador de una identidad posrevolucionaria.
Pero ¿qué sucede cuando nos fijamos en lo que está más allá de las lecturas temáticas?
La abstracción y lo auténtico
Con el fin de explorar lo que resulta de la última pregunta traeré a colación un ejemplo que se diferencia doblemente del nacionalismo mexicano: el lenguaje en cuestión no remite a una representación temática –pese a ciertas resonancias–; y el autor es norteamericano. Me refiero al compositor Aaron Copland y la creación del “sonido norteamericano”.97 Nacido en una familia judía en el Bronx –el Bronx “equivocado” de los afroamericanos–, se cría entre la música judía de la Europa oriental, el blues y el jazz, y las bandas norteamericanas de las escuelas. Carlos Chávez lo invita al Salón México, conoce a los muralistas mexicanos y, en general, los proyectos culturales tanto de la apertura social y cultural de Roosevelt como de la posrevolución mexicana. Trabaja con Martha Graham, estudia instrumentos y ritmos, tradiciones y bailes populares de los nativos norteamericanos y los migrantes pobres de toda Europa. Y desde su formación en música clásica, experimenta. Experimenta, combina, rompe con el canon y compone obras para orquestas de música clásica en las que integra de manera poco ortodoxa instrumentos populares y de banda. Logra, en una época cargada de nacionalismos ideológicos, un sonido que a la fecha es reconocido como “típico”, “auténticamente” norteamericano, en un lenguaje musical en extremo abstracto. Las asociaciones ayudan: las bandas de escuelas tan americanas, las citas musicales de las tradiciones de migrantes que se integran en el llamado melting pot, los ritmos de jazz y blues…
Stravinski –típicamente ruso– hará algo similar; Revueltas y Chávez, muy diferentes entre sí, serán, ambos, típicamente mexicanos… Lo típico, lo auténtico, surge de la combinación entre el potencial de un lenguaje abstracto, citas populares y, en definitiva, las asociaciones del público. Lograr que en contextos nacionalistas, el lenguaje abstracto de la música logre conjuntar los elementos múltiples que podríamos llamar locales, significa alcanzar una simbiosis de sonidos, instrumentos, ritmos, tradiciones locales, y un lenguaje universal. Una simbiosis que no solo dependerá de los aspectos formales de la música, sino de otros elementos que llaman profundamente la atención.
La pregunta por lo social
Paul Strand, Henri Cartier-Bresson, sus colegas mexicanos y extranjeros que viajan por el México posrevolucionario, no son músicos. Su lenguaje es otro. Y sin embargo, se inscriben en el ámbito que acabo de describir a grandes rasgos. Revolución y vanguardia, falta de certeza acerca del lugar del observador, múltiples opciones de representar lo observado, lo local, lo nacionalista y lo universal… El campo es enorme, enmarcado apenas por nociones y ámbitos de una revolución entendida en función de las expectativas acerca de una reestructuración social. En los entornos de propuestas vanguardistas en la literatura y el arte; de proyectos internacionales o por lo menos transfronterizos; de un ámbito de nacionalismos variopintos, reaparece una pregunta, tácitamente o de manera explícita, una y otra vez, que estructura y orienta las expectativas a partir de experiencias que la nutren: la pregunta acerca de la realidad social, de lo auténtico, de las identidades y las identificaciones.
Es la pregunta que rige, en términos sociales, diversos ensayos desde antes de la Revolución y, en términos políticos, invita a responder a las necesidades políticas de transformar el país. Es la pregunta que en la literatura advierte que muchas de las obras del llamado costumbrismo, se acercan a los ámbitos de la modernidad e incluso de las vanguardias, en voces narrativas críticas. La problemática de la representación, la copia, la transformación, lo simbólico, lo abstracto, los lenguajes estéticos, se discuten y se visualizan en las artes plásticas. Lo auténtico –según el punto de vista también lo propio, lo originario–, entrelazado con la revolución social, las experiencias vanguardistas, los lenguajes experimentales, la abstracción y las citas de lo conocido, forman parte tanto de la experiencia como de las expectativas, en esa combinación tan típica y tan estrecha en toda revolución.98
A la luz de los nacionalismos, la búsqueda estética que muchos de los fotógrafos de la época, mexicanos y extranjeros, emprenden, parece oscilar entre la representación directa y la experimentación de formas, luz y sombra, ángulos de observación, representaciones no realistas de temas urbanos, naturales y humanos, todo con una intención no siempre manifiesta de provocar miradas distintas a las acostumbradas. Aparentemente se confrontan con las decisiones que deben de tomar en relación con diversas teorías y propuestas –entre ellas la “fotografía directa”. Cada vez más, la fotografía se reconoce a sí misma como medio autónomo, sin necesidad de emular otro arte. Si bien documenta, no está exenta de elementos estéticos propios, y al registrar sus objetos, a la vez crea algo nuevo, más allá del instante fijado en una placa. Desde estas constelaciones, la fotografía capta y trasmite lo cotidiano, pero en una luz distinta, transformándolo. Podríamos retomar lo que el escritor Daniel Kehlmann afirma acerca de la narrativa: “narrar significa representar la vida de tal manera que en términos dramatúrgicos funcione mejor que en la realidad”.99
Indudablemente se puede observar hasta qué grado la fotografía de los años posrevolucionarios alude a la revolución, a transformaciones sociales, a procesos de modernización que siguen tocando más que nada los ámbitos urbanos y la industrialización, a las ausencias, a elementos de la naturaleza, a la vida cotidiana de la gente: sombras, siluetas, rostros, individuos, grupos, masas, símbolos. No todo es esperanza, no todo muestra logros alcanzados, al contrario: la crisis y la pobreza están presentes, los fragmentos, los detalles, juegan un papel preponderante. Preponderante es, también, una especie de posible diálogo, entre el lente y el enfoque del fotógrafo, y la mirada de la gente. La búsqueda de los elementos estéticos, sin embargo, no está en los temas, sino en la orientación de la mirada, la manera de romper con lo acostumbrado, en llamar la atención sobre lo conocido y, a la par, en la generación de sorpresas. Es allí donde podemos encontrar el potencial revolucionario. Al insertar, por así decirlo, los debates estéticos al ámbito temático de la Revolución, se propone, desde luego, una lectura distinta también de esta.
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Cinco tipos de escritura de la revolución
Carmen Valdés100 
 
La Revolución Mexicana es un tema que ha atraído el interés de un amplio público desde el mismo momento de su inicio, en 1910.101 A lo largo de los últimos cien años se produjo un amplio repertorio de novelas, crónicas, folletos, manifiestos, libros, periódicos, murales, obras teatrales, y todo tipo de exposiciones artísticas cinematográficas, musicales, teatrales, fotográficas y monumentales, repertorio en el que se perciben diversas interpretaciones y representaciones de esa revolución. Hacer un estudio historiográfico de toda esa producción resulta complicado, pues requiere un trabajo profundo y exhaustivo de varios equipos de especialistas de distintas disciplinas.102 Por ello, en este ensayo fueron seleccionados algunos textos con la intención de reflexionar sobre la operación historiográfica ocurrida a lo largo del siglo xx en cinco tendencias: positivista, socialista, apologética, revisionista y antirevisionista. En cada una de ellas se identificará al lugar social, las prácticas científicas y el tipo de escritura.103 
En julio de 1911, meses previos a la elección de Francisco I. Madero como presidente de México, Luis Cabrera publicó un ensayo en donde planteó que la fase destructiva de la Revolución estaba por concluir y que, a partir de noviembre, el gobierno constitucionalmente electo iniciaría la reconstrucción del país.104
La insurrección armada iniciada en 1910 perturbó la explicación evolucionista del positivismo del término revolución. Muchos testigos, con pretensiones de objetividad, minimizaron los acontecimientos revolucionarios y escribieron historias con la fe en la evolución pacífica, más que en la ruptura violenta de la revolución. Otros explicaron a la violencia revolucionaria de manera más crítica y encontraron saldos negativos para el país al comparar el desastre de la guerra con la paz porfiriana.105
La primera generación que interpretó los sucesos revolucionarios de quienes vivieron el proceso revolucionario expresaron en su condena lo que representaba el cambio violento del régimen. La historiografía escrita por Francisco Bulnes, Manuel Calero, Jorge Vera Estañol, Emilio Rabasa y José López Portillo y Rojas –mismos que habían hecho carrera en el gobierno de Porfirio Díaz–, fue fundamentalmente política. Antes que precisar interpretaciones historiográficas, la intención de ellos fue discutir los destrozos causados por la anarquía revolucionaria.106
Igual que los testigos positivistas, algunos protagonistas y participantes como Luis Cabrera y José Vasconcelos que colaboraron de manera muy cercana con Venustiano Carranza y con Álvaro Obregón, expresaron fuertes críticas al camino que había tomado la Revolución Mexicana.107 Salvo estos, influenciados por la doctrina marxista, Alfonso Teja Zabre, Rafael Ramos Pedrueza, Hernán Villalobos, Luis Chávez Orozco, Gaudencio Peraza, Jorge Castro Cancio, José María Bonilla, Raimundo Mancisidor, entre otros, escribieron historias matizadas por distintos intereses, intenciones y preocupaciones que urgían la confrontación interna. Los protagonistas de los años treinta destacaron la importancia de la acción de los obreros y campesinos como un elemento importante en la gesta revolucionaria.108 Sus interpretaciones historiográficas requirieron de la inclusión de esos sectores para darles certezas en el caótico presente que vivían. Algunos de los ensayos y breves historias de México elaborados por ellos, como los de Teja Zabre, se mantuvieron dentro de la rigurosa disciplina adquirida en las clases de historia que impartió Genaro García en el Museo Nacional de Historia desde 1911.109 En la narrativa de la mayoría de los textos escritos por ellos se usaron reglas, categorías y nociones derivadas del materialismo para explicar la historia de la Revolución.110
La retórica de la mayoría de los historiadores de la década de los años treinta que colaboraron en la administración pública del cardenismo quedó mezclada por el marxismo, y fue inspirada por la inquietud de resolver la problemática social, económica y política del país.111 A partir de aquella década la difusión de la escritura de la historia de México a través de la enseñanza fue prioridad de los estudiosos de la historia.112
A diferencia de la escritura crítica de los testigos y protagonistas, las interpretaciones de la gesta revolucionaria con tintes marxistas fueron positivas al justificar la acción protagónica de los obreros y los campesinos que, supuestamente, lograría equilibrar el reparto de la riqueza y, con ello, un México más democrático.113 Matute consideró a lo escrito por ellos una historiografía de transición entre la protagónica y la académica de las décadas posteriores. La que se encargaría de promover el tema de la Revolución a través de la enseñanza, con la intención de ganar adeptos al régimen.114
A la par de la historiografía mexicana, los mexicanistas norteamericanos también se mantuvieron atentos al proceso revolucionario en México. Frank Tannenbaum concibió al movimiento como una auténtica revolución, pues consideró que los cambios que hubo en el país hasta la década de los años treinta se debieron a la participación de las masas campesinas anónimas.115 Tannenbaum concluyó que la Revolución Mexicana representaba “una nueva pauta en la política latinoamericana. Nueva no solo en las ideas generales, en las políticas formuladas, sino nuevas también en los grupos raciales y económicos a los que se ha llamado para gobernar". 116
La tesis del norteamericano contribuyó en gran medida al cimiento de la imagen positiva de la Revolución Mexicana difundida hasta los años sesenta.117 En la academia mexicana y norteamericana los que se mantuvieron cerca de la interpretación de Tannenbaum fueron Jesús Silva Herzog, Manuel González Ramírez, Anita Brenner, Erick Wolf, Howard Cline, Charles Cumberland, Stanley Ross y Robert Quirk. Quienes aun sin participar del entusiasmo personal del norteamericano, estudiaron a la Revolución con mayor rigor del oficio, pues basaron sus investigaciones en fuentes primarias y secundarias.118 Imagen positiva de la Revolución que permaneció a la par de la estabilidad política del país y el crecimiento sostenido de su economía difundida a través de ceremonias, desfiles, canciones y monumentos.119
Durante la década de los años sesenta, hubo acontecimientos nacionales e internacionales que provocaron serias dudas en la academia respecto a los logros de la Revolución. Por una parte, en la historiografía norteamericana la Revolución Mexicana se hizo un tema preferido.120 Sin embargo, Eugenia Meyer advierte que esta preferencia se desarrolla como consecuencia de la Revolución Cubana de 1959, otra alternativa a las revoluciones en América Latina, que a juicio de muchos norteamericanos no era adecuada ni aceptable.121 
En México, la represión del movimiento universitario de 1968 puso en tela de juicio las interpretaciones positivas de la Revolución, y contribuyó a debatir en muchos grupos académicos su carácter popular y nacionalista. El desencanto hacia el proyecto revolucionario obligó a revisar la escritura sobre este acontecimiento.122 Comparada con la cubana, la Revolución Mexicana fue vista como una revolución disminuida, fracasada o traicionada. El revisionismo político alentó en la academia la escritura crítica de la Revolución Mexicana.123
Al finalizar la década de los años sesenta, los libros Zapata –de Womack– y Pueblo en Vilo –de Luis González– publicados en 1968 y 1969, respectivamente, constituyeron un punto de partida de una corriente historiográfica conocida como revisionista. La narrativa de los historiadores influenció las investigaciones académicas de ambos países, referentes que privilegiaron el tema de la Revolución Mexicana.124 Tanto académicos mexicanos y mexicanistas en el extranjero les interesó visibilizar la presencia de los obreros y campesinos a la luz de la historia del movimiento revolucionario.
En México, con una clara infiltración marxista en la escritura de obras de historia social y económica se encuentran la monumental obra de José C. Valadés y los libros de José Mancisidor y de Jesús Silva Herzog. Quienes desde su particular perspectiva utilizaron archivos mexicanos para examinar con detenimiento los aspectos sociales del cambio revolucionario.125 
Junto a John Womack, otros que compartieron la visión marxista de la historiografía fueron Arnaldo Córdova, Adolfo Gilly, Jean Meyer y James Cockcroft.126 En medio del auge del marxismo en las universidades y de la profesionalización de la historia regional, la perspectiva revisionista de estos permitió hacer a un lado la imagen de la Revolución Mexicana como un proceso inconcluso o interrumpido. Sus obras contribuyeron al derrumbe de la imagen de la historia general o nacional de la Revolución como un proceso único y homogéneo, difundida en las anteriores historiografías y en las que se vislumbraron distintas reacciones de la sociedad frente al cambio revolucionario.127
Al inicio de los años ochenta, el revisionismo ya estaba siendo tratado.128 La escritura de la Revolución en las comunidades académicas fue el resultado de los ejercicios historiográficos que descubrieron a los grupos “subalternos” en las múltiples “revoluciones”, reconstruidas al amparo metodológico de la historia oral, historia económica, historia militar, historia regional, historia subalterna, historia política, entre otras.129
En la última década del siglo pasado, la academia norteamericana privilegió a la Revolución Mexicana como el campo más fértil en donde se cultivó la historia cultural. Una consulta de tesis –producidas en las universidades norteamericanas– hecha por Luis Barrón al finalizar el siglo xx comprueba que en más de la mitad de ellas abordaron el estudio de la dimensión cultural de las “revoluciones” en México.130 La escritura de los tesistas norteamericanos pertenece a la tendencia de la nueva historia cultural que ya venían practicando Erick Van Young, Mary Kay Vaughan, Gilbert M. Joseph, Daniel Nugent y Florencia E. Mallon, quienes se apropiaron de herramientas analíticas desarrolladas en otras disciplinas como la antropología, la ciencia política y los estudios literarios para interpretar el carácter cultural de las relaciones sociales y políticas de las “revoluciones” mexicanas.131
El objetivo de la llamada nueva historiografía cultural es identificar y destacar la autonomía de actores históricos antes olvidados. Desde esta óptica se pudo observar la presencia de mujeres, indígenas, católicos, empresarios y extranjeros. Pronto se pudieron observar distintas formas de la resistencia, colaboración e indiferencia de la sociedad frente a la Revolución.132 Alan Knigth se puede incluir en la generación de historiadores que se mantuvo dentro del paradigma propuesto por Frank Tannenbaum: en cuanto al carácter popular y agrario de la Revolución.133 Knight plantea que sin la participación de la elite de clase media que continuó añorando el liberalismo de sus padres, no hubiera existido. El historiador inglés reivindica la categoría de revolución, ya que, sin la intervención de los campesinos, los indígenas, el artesanado de las ciudades, los líderes locales atropellados por la autoridad nacional, no se hubiera derrocado el régimen porfiriano.134 Lo peculiar de su interpretación es que él observó que el Estado mexicano no era tan fuerte como lo creían los historiadores y los politólogos. Al pensar al Estado como un gran Levitan, dice Knight, se le concede al Estado mayor espacio como actor central en la historia y con ello, se ensombrece la acción de la sociedad en los conflictos revolucionarios.135
A manera de conclusión 
Aun cuando el olor a pólvora no había desaparecido, algunos liberales como Francisco Bulnes, Manuel Calero, Jorge Vera Estañol, Emilio Rabasa y José López Portillo y Rojas, los participantes y testigos de la caída del gobierno de Porfirio Díaz, tomaron la pluma para mostrar sus juicios, advertencias e interrogantes plagados de elementos positivistas. 
En las interpretaciones de la Revolución Mexicana elaboradas a lo largo de los años treinta contienen un tipo de escritura en la que se utilizaron postulados metodológicos del marxismo, que justificaron el papel histórico asignado a las masas obreras y campesinas en el proceso revolucionario. La historiografía marxista enalteció las bondades futuras de la revolución. Aún cuestionada fuertemente este tipo de interpretación de las siguientes décadas, los libros elaborados por Teja Zabre, Luis Chávez Orozco y otros, continuaron siendo libros de texto de las escuelas secundarias. La historiografía marxista y la tesis de Tannembaum contribuyeron en gran medida a mantener la imagen positiva de la Revolución Mexicana difundía hasta los años sesenta.
A partir de la tragedia del 2 de octubre de 1968, es posible identificar una primera ola de revisionistas que pusieron en entredicho a las interpretaciones apologéticas de la Revolución y de las explicaciones generales.136 A lo largo de la siguiente década y parte de los años ochenta, tanto en las comunidades académicas de México como en las norteamericanas nuevamente se recurrió a las premisas filosóficas y al rigor analítico del marxismo. Pero ahora esa herramienta fue utilizada para poner en entre dicho las promesas hechas cincuenta años atrás y para mostrar el fracaso y la ruina del Estado revolucionario.137 Algunos conceptos gramscianos sirvieron en múltiples ejercicios disciplinarios en las comunidades académicas para revelar la intervención de distintos actores en la gesta histórica desde la perspectiva de la historia regional.138 En esa ola revisionista, propiamente historiográfica, empezó a madurar el oficio a partir de la profesionalización de la historia regional con el uso de la herramienta marxista en la consulta del Archivo General de la Nación, el de Relaciones Exteriores y archivos locales más pequeños. Falcón dice que los revisionistas de la primera ola pusieron en duda tanto el carácter democrático de la Revolución como del popular y esencialmente del carácter agrario.139
También los historiadores mexicanos, los mexicanistas de Estados Unidos y otros extranjeros como Mark Wasserman (Chihuahua), Romana Falcón y Soledad García (San Luis Potosí y Veracruz), Tomás Benjamin (Chiapas), Gilberth Joseph (Yucatán), William Meyers (La Laguna), Héctor Águilar Camín y Barry Carr (Sonora), Raymond Buve (Tlaxcala), desde la perspectiva de la historia regional llevaron a cabo investigaciones en las que aplicaron en los documentos de archivos locales o de los respectivos estados, conceptos, teorías y métodos prestados de otras disciplinas como la sociología, la ciencia política, la antropología y la literatura. Sus interpretaciones reconocieron a los sujetos sociales y, sobre todo, se descubrieron múltiples “revoluciones” en cada región o localidad.140 Las interpretaciones de la nueva historia cultural procuraron explicar la participación de los grupos en el proceso para demostrar que la hegemonía del Estado no solo se construyó de arriba hacia abajo, sino también de abajo hacia arriba.141
Al finalizar la década de los ochenta, la nueva historiografía cultural podía tener trayectorias paralelas y mutuamente ignoradas, pues entre los que escribieron en torno a la cultura mexicana citaron la definición de semiótica de cultura de Clifford Geertz, a Benedict Anderson, a Florencia Mallon o a French, para darle voz a los de abajo, imaginar su cultura o reconstruir identidades otorgándoles agencia histórica.142 La “revisión del revisionismo” efectuada por los investigadores de la segunda ola llevó a la densa búsqueda de nociones, conceptos y métodos que condujo a los historiadores por dos caminos: el marxismo y el historicismo.143
El impacto de los medios de comunicación en el discurso de la historia acercó al reconocimiento de problemáticas de fenómenos culturales aledaños manifiestos a través del cine, la radio, la televisión, la pintura, la educación informal, etcétera.144 
En la escritura de las obras de la nueva historia cultural se aplican herramientas especializadas y técnicas de la antropología, de la ciencia política y de otras disciplinas. En el debate abierto por Stephen Haber y Susan Socolow en Hispanic American Historical Review, se le critica porque ella ocupa categorías analíticas ideológicas y conceptualmente imprecisas. En el futuro queda por esclarecer los beneficios y los peligros del trabajo multidisciplinario que requiere compartir temas, métodos y lenguajes con los colegas de otras disciplinas para encontrar la arista del fenómeno histórico.145
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La identidad política y su representación arquitectónica en Washington y la plaza de la República, representación de un régimen
Saúl Jerónimo146
 
El arte moderno era la rebelión estética contra el pasado; sí, desde luego, salvo que los pasados no eran iguales.
Milan Kundera
La arquitectura de los rascacielos nos recuerda las viejas y extrañas ruinas de Asiría y Egipto, en su fuerza brutal y soberbia. Ellos son menos hermosos que la concepción de belleza que tiene el hombre civilizado. Nos podemos estremecer ante ellos como ante algo espléndido y bárbaro, mas tenemos que admitir su grandeza: y la tendremos que admitir si nos los imaginamos arruinados...
Amy Lowen
Introducción
Este ensayo es producto de la convergencia de varias reflexiones que he estado realizando en torno a discursos no textuales, en particular me he ocupado de la traza y arquitectura de las ciudades, con el fin de comprender algunos de los símbolos que dan sentido a su disposición espacial. La perspectiva historiográfica me permite analizar cómo se construye esa semántica arquitectónica y los diversos significados que van adquiriendo en el tiempo; no está demás advertir que este tipo de observación tiene limitaciones, pues el foco de observación no puede ser uno, debido a que, si bien es cierto que existen momentos en que uno o dos autores se pueden considerar como artífices de algún sentido de la traza urbana o de los significados que esta representa, también lo es, que el sentido de una ciudad se construye en el tiempo y los autores son los millones de personas que viven en esas ciudades, sus constructores, sus gobiernos y todos aquellos que las han visitado, que las han escrito o pensado o imaginado de una u otra forma a través de la literatura, el cine, los documentales, etcétera. 
En esta investigación me ocupó de dos ciudades: de Washington D. C., capital de Estados Unidos, y de la Ciudad de México, en particular de la Plaza de la República y el Monumento a la Revolución.147 En una, distingo la construcción de una identidad política, y en la otra, la forma en que se instituyó y representó un régimen. Desde una perspectiva comparativa mostraré el proceso mediante el cual se fue construyendo el simbolismo de ambas y lo que ha sucedido con esa simbología en el tiempo. En el caso de Washington se identificará el proceso por el cual millones de personas reconocen a esta ciudad y sus edificios como parte de la ideología política y la identidad estadounidense; y en el caso de la Plaza de la República, explico cómo un lugar que conmemora una de las primeras revoluciones del siglo xx, ha perdido trascendencia histórica, pues su simbolismo se asocia a un régimen político más que a un proyecto de nación. 
La traza urbana y la construcción de Washington fueron paralelas a los mecanismos propagandísticos mediante los cuales Estados Unidos logró constituirse en el paradigma de lo moderno, lo republicano, lo liberal, lo democrático. Sin negar lo privativo de la independencia de Estados Unidos, su constitución y su sistema de elecciones, también lo es que hubo una idea preconcebida de conformar la imagen de una sociedad emergente paradigmática de la modernidad política, a través de la arquitectura y traza de la ciudad. La ciudad misma era una forma de propaganda, que repetía el mensaje de una nación libre, republicana, laica y democrática. Este proceso lo muestro a través del análisis del surgimiento, planeación y crecimiento de la ciudad de Washington. La primera parte de este estudio discurre en torno al sentido simbólico de la arquitectura civil estadounidense y su función político-didáctica que se ha ido construyendo a lo largo de dos siglos, cuyo principio del fin ha sido marcado por el 11 de septiembre de 2001. 
Mientras que, en comparación, la Ciudad de México, con cerca de setecientos años de antigüedad, reúne muy diversos simbolismos propios de los distintos sistemas políticos que han dominado esta ciudad, mezclados con simbolismos religiosos. Ante la complejidad de la Ciudad de México, únicamente me ocuparé de la Plaza de la República y el Monumento a la Revolución, espacios que intentaron ser la representación del movimiento social llamado Revolución Mexicana. Sin embargo, esto no se logró debido a que el discurso que se construyó en torno a este monumento y a la plaza no estuvo en relación con los principios fundacionales del movimiento social, sino del régimen priísta. 
Washington y la Plaza de la República tienen importantes similitudes, en particular por la intencionalidad de representar tanto en la traza de un espacio, como en su arquitectura, una concepción histórica de lo político, y así tratar de construir y hacer perdurar una memoria política. Sin embargo, la perdurabilidad de uno y de otro espacio ha sido muy distinta; pues, mientras en Washington se continúan respetando la traza y los edificios emblemáticos; y a pesar de los grandes cambios ocurridos en esa nación, todavía se puede percibir un discurso integrado, pues incluso las incursiones imperialistas estadounidenses se han hecho en nombre de la libertad y la democracia. En cambio, la Plaza de la República y su Monumento a la Revolución, simbolizan una revolución que ha perdido su impulso creador, cuyo momento de gran significación ya ha pasado, y ahora muestra un sistema corporativo decadente. El monumento y su entorno han sido remozados recientemente,148 pero su significación y la memoria que intentan mantener están cada vez más alejadas de ser un discurso integrado y coherente políticamente. El aislamiento y decadencia de la colonia Tabacalera muestran en gran medida lo que ha pasado con la ideología de la Revolución Mexicana y el régimen que se alejó de sus principios al inicio de la década de los ochenta.149
No se trata de hacer una historia de los cascos históricos urbanos, ni tampoco de la arquitectura, sino una lectura del conjunto que permita conjeturar sobre el sentido y significado que los constructores de estos espacios han tratado de plasmar, y cómo al paso del tiempo estos espacios se han resignificado.150 
El simbolismo político
La trayectoria histórica de los Estados Unidos desde el siglo xix se ha considerado excepcional; despuntaban los años treinta de dicho siglo, cuando Alexis de Tocqueville se preguntaba por qué en América había sido posible la democracia y no en Francia donde había sucedido una revolución; el mismo juicio se podía extender a cualquier otra parte de Europa, con excepción parcial de Inglaterra,151 en donde había una monarquía constitucional. Esta característica parecía ser única, al grado de que poco a poco se fue identificando con el sistema estadounidense: la representación política, la democracia, el liberalismo político en su acepción democrática. Esta identificación llegó a ser tan puntual que varios autores y personajes del siglo antepasado y del xx sostuvieron y defendieron en sus escritos que los Estados Unidos habían nacido democráticos, que espontáneamente habían elegido un sistema de gobierno representativo y sus autoridades tenía el consenso de las urnas.152 Otros más, concluyeron que en esa nación no habían existido ideologías políticas rivales, sino que la política era una especie de religión aceptada por todos.153 Esta religión planteaba como principios básicos: la libertad, el igualitarismo, el individualismo, el populismo y el laissez faire.154 El historiador Richard Hofstadter reiteró el énfasis puesto por personajes como Ralph Waldo Emerson y Abraham Lincoln: “ha sido nuestro destino como nación no tener ideologías, sino ser una.” En este sentido, ser estadounidense no estaba determinado por el lugar de nacimiento sino por la aceptación de este credo; era un acto religioso, es decir, ideológico. 155
Desde el siglo xviii hasta nuestros días, esta idea de trascender, de constituir un modelo en sí mismo, será una imagen a la que recurrirán constantemente tanto los políticos, como los intelectuales. Por todos los medios se dijo y reiteró que eran un pueblo que portaba el espíritu de lo moderno, no por un proceso de racionalización sino por naturaleza. La libertad como principio y el mundo como escenario eran su gran destino. Ellos representaban la idea de desarrollo, evolución y progreso. Esta reiteración poco a poco fue desplazando o minimizando las visiones críticas o contrarias, hasta que la mayor parte de sus ciudadanos se convencieron de esa “verdad”. Uno de los medios utilizados para hacer esta propaganda política fue precisamente la traza urbana de la ciudad de Washington, en la que se representaron los valores políticos de la recién creada nación; todo ello completado con edificios significativos de la ciudad capital. 
Washington o la Constitución hecha ciudad
Nueva York fue elegida como la capital de la naciente república, pero las disputas entre los partidos y la lucha por la hegemonía que había entre los estados del sur y los del norte hacían difícil la convivencia política, por lo que buscando un equilibrio se eligió un lugar neutro en el que ninguno de los partidos o de los estados tuviera hegemonía sobre la capital.156 El Congreso votó la erección de la nueva capital el 3 de marzo de 1791, y el 9 de ese mismo mes llegó el mayor Pierre L’Enfant a Georgetown para comenzar a planificar la ciudad capital.157 En menos de un año estaba el proyecto para la nueva ciudad.
La planeación y construcción de ciudades con fines diferentes a los propios del crecimiento económico y demográfico no era nueva en el mundo, aunque tampoco eran muchos los ensayos previos y en contadas ocasiones se había tenido la libertad de empezar desde el principio una ciudad. Los pocos casos memorables eran: el de Felipe ii, quien fundó una capital en un pequeño poblado llamado Madrid y construyó el Escorial como gran centro de poder;158 un segundo proyecto fue la propuesta urbanística de Londres que hizo Christopher Wren, por encargo de Charles ii, después del Gran Incendio de 1666.159 Dicha propuesta planteaba un diseño en el que el principal edificio religioso, la catedral de San Pablo, no era el punto focal de las avenidas y caminos sino la nueva Bolsa; pero sin duda, el antecedente inmediato de Washington fue San Petersburgo, ciudad creada como un monumento a Pedro el Grande y a la burocracia que mantenía su estado, se empezó a edificar en 1703.160
Una característica central de estos desarrollos es que son patrocinados desde el Estado y con fines fundamentalmente políticos, en los que cualquier otro orden de poder o de valor está subordinado. Estas propuestas son generalmente una ruptura, ya sea con un estilo y forma de construir, pero sobre todo con de forma de ver el mundo; es un desligamiento que corta de tajo con una tradición. En Washington se hizo tabla rasa de cualquier pasado, utilizando como principios básicos el dominio de lo secular y lo racional, un modelo que desdeñaba las creencias religiosas; era el tiempo de crear templos en honor a la humanidad y a sus formas de organización.161 Se buscó edificar más en función de las expectativas de la nueva nación, que en torno a una tradición monárquica de la cual acababan de desprenderse.
Washington d. c., como San Petersburgo, contó con la ventaja de haberse edificado sobre territorio virgen; el plano de la ciudad pudo trazarse en relación con los límites y posibilidades geográficas. En este, Pierre Charles L’Enfant mostró justamente que el motivo de su creación era una razón de Estado y ello se reflejó en el trazado. La ubicación exacta fue elegida por Washington mismo, y solo su confianza personal en que este lugar llegaría a ser con el tiempo la entrada hacia el interior del país justificó la elección de una baja, pantanosa y palúdica extensión en el estuario del río Potomac.162
En este clima de efervescencia política por la nueva nación y la ruptura del canon cultural, como principio L’Enfant hizo su plano de la ciudad capital, atendió la petición de Thomas Jefferson en el sentido de que debía diseñar una ciudad con base en la racionalidad griega, con un trazado de parrilla. La propuesta del arquitecto francés fue ubicar tres puntos nodales, que estarían encabezados por el Capitolio, la Casa Blanca y la Corte Federal, edificios que estarían emplazados en tres pequeñas colinas que había en el paisaje. El diseño pretendía representar a los tres poderes del Estado: el legislativo, el ejecutivo y el judicial. Al primero, incluso se le ponía en el punto más alto, mostrando así que ese poder tenía una relativa preponderancia y que estaba por encima de los otros poderes, desde entonces a este espacio se le conoce como Colina del Capitolio.163 
￼[image: L'Enfant_plan]
El Capitolio, sede del congreso, sería el inicio de una gran avenida procesional, el Mall –que descendía hacia las riveras del Potomac– era el primer eje, los otros dos quedaban en el ángulo derecho y conducían a la Casa Blanca y a la Corte Suprema. Atravesando el tablero de damas que formaban las calles, había trece avenidas, una por cada estado de la unión. L’Enfant había grabado la Constitución en el trazado de la capital del país. La ciudad era un homenaje al sistema político y a las colonias que daban origen a la nueva nación. Por ejemplo, las calles que circundan El Capitolio son Libertad y Constitución.
Sobre el simbolismo que subyace en la traza de la ciudad, podemos identificar: la influencia de la masonería; la preminencia del poder legislativo y ejecutivo, y los principios fundadores y los nombres de las trece colonias, en palabras de Gabriel Breña: 
El simbolismo del plan de L’Enfant apenas si requiere esfuerzo para descifrarlo –no es improbable que subyazca una simbología numericogeométrica de naturaleza masónica en los trazos, pero esto no concierne precisamente por su condición oculta. En los recién nacidos Estados Unidos, el poder político se repartía solo entre dos entidades, el Congreso y la presidencia, pues el sistema de administración de justicia no tenía aún el peso que hoy se le concede. La buena marcha de los asuntos de la nueva nación dependería entonces de que esas dos entidades se comprendieran a sí mismas como mutuamente dependientes y que mantuvieran bien abiertos los canales de comunicación.164
La mayor parte del proyecto sobrevivió a la construcción más bien poco sistemática y esporádica de los cien años siguientes. El eje judicial desapareció, pero la monumentalidad triunfó con el Capitolio. El simbolismo quedó confirmado en el Mall, donde un inmenso obelisco se alzó en memoria de Washington en el eje de la Casa Blanca, y el Mall mismo termina en la desembocadura del río en un monumento conmemorativo a Lincoln. Muchísimos arquitectos contribuyeron al crecimiento de la capital y entre ellos sostuvieron enconadas luchas y se prodigaron críticas feroces; pero todos ellos convivieron y nadie pudo imponerse sobre los demás en la planeación y construcción de la capital.165 La ciudad fue tomando su propio ritmo de crecimiento; sin embargo, en 1889 se decidió restaurar, en la medida de lo posible, el proyecto original. 
Efectivamente, caminar hoy en día por Washington permite al observador reconocer el espíritu político, representado en la mayoría de los edificios por un estilo historicista cercano a las propuestas arquitectónicas grecorromanas, pues se consideró que ese estilo mostraba más la idea de poder y austeridad, propias de un régimen político como el estadounidense. 
En Washington se respira un aire de gran escenografía, en donde lo central es lo cívico, lo militar, la heroicidad propia del siglo xix. Sus grandes edificios se constituirán en los parámetros ideológicos de la modernidad política occidental. Los frisos de sus edificios fueron un escaparate para hacer presente esa tradición; en ellos no había imágenes bíblicas, no había citas de los padres de la iglesia, no había representaciones del pecado, etcétera, había frases que conjuraban el nuevo orden: justicia, derecho, poder, república. La ley, sus códigos y la moral pública serían los principios dominantes, incluso la concepción moralista y protestante que subyace en las formas de hacer política en los Estados Unidos se subordinará al discurso político y ello se traducirá en las construcciones arquitectónicas y en las representaciones artísticas o en los ornamentos de los edificios. 
La palabra de las nuevas autoridades, de los héroes, seculariza todavía más el ambiente, la autoridad no necesita de más respaldo que sus acciones reconocidas por la sociedad, que le concede autoridad de santo civil. Su palabra es ejemplo, es profecía, es directriz, es la concreción del poder humano, es la inmortalidad hecha concreto, piedra. Jefferson, Jackson, Abraham Lincoln, 166 The Unions, y muchos otros que fueron haciendo la nueva palabra, secular, republicana y sobre todo que sustituía a la Biblia como única palabra verdadera. El laicismo encontró en Estados Unidos el espacio adecuado, sus prohombres llenaron de frases elocuentes sus edificios; la nueva palabra debía enseñarse y divulgarse en cada edificio, cada uno debía convertirse en una escuela para la sociedad, que inauguraba con esplendor lo público. El liberalismo político, fundaba una nueva cultura, en la que el ciudadano debía comprender su estrecha relación con el Estado, todo ello hacía necesario un principio de adoctrinamiento en el que la arquitectura cumplió un papel relevante. 
Una vista al mapa del centro histórico de Washington D. C. permite ver algunas contradicciones simbólicas, todavía queda al centro el Obelisco a Washington, fundador de la nación. Al norte, la Casa Blanca, solitaria, establece el poder y distancia de un sistema presidencialista. Al este un corredor franqueado por el Instituto Smithsoniano, que sintetiza y convierte en historia gran parte de la historia estadounidense. Al centro el Capitolio, que cobija al congreso; detrás de este monumental edificio, la suprema corte, que como ya se indicó no constituyó un circuito propio; y junto a ella la Biblioteca Nacional, memoria e historia. Al oeste, el monumento a Lincoln está flanqueado por los monumentos a los veteranos de Vietnam y Corea; resulta contradictorio, simbólicamente hablando, que el presidente que se distinguió por sus ideas humanitarias y libertarias esté custodiado por aquello que recuerda la intervención militar, la muerte de miles de seres humanos y el intervencionismo estadounidense, y que solo en una lectura muy intencionada se puedan relacionar las libertades individuales y los derechos humanos con estas guerras, en las que los Estados Unidos asumen el papel de policía del mundo. 
La Plaza de la República y el Monumento a la Revolución
La Ciudad de México es un espacio saturado de simbolismos histórico-políticos: el mundo prehispánico, la dominación española, los primeros años de la vida independiente, el convulso siglo xix y por supuesto los muy diversos proyectos modernizadores han dejado huella en esta urbe, mezclados con elementos simbólicos religiosos. Todos ellos conviven y se superponen en una abigarrada composición, que si bien es cierto se puede decir que es compleja y conflictiva, de ninguna manera es un monstruo o una distopía.167 
La imagen simbólica de México está conformada por una serie de elementos básicos –que desde hace 150 años son más o menos los mismos–168 en los que aparecen rasgos identificables con la Revolución de 1910, como Emiliano Zapata, Diego Rivera o Mariano Azuela, pero es raro que se incluya la arquitectura propia del movimiento de la Revolución y mucho menos, el Monumento a la Revolución y su plaza, lo cual es paradójico puesto que la Revolución Mexicana produjo un gran movimiento cultural, que para los intelectuales más destacados de México, cuando menos hasta los años sesenta, consideraron que ese movimiento social había constituido la figura del nuevo mexicano. Octavio Paz, en El Laberinto de la Soledad decía lo siguiente:
Es la Revolución, la palabra mágica, la palabra que va a cambiarlo todo y que nos va a dar una alegría inmensa y una muerte rápida. Por la Revolución el pueblo mexicano se adentra en sí mismo, en su pasado y en su sustancia, para extraer de su intimidad, de su entraña, su filiación. De ahí su fertilidad, que contrasta con la pobreza de nuestro siglo xix. Pues la fertilidad cultural y artística de la Revolución depende de la profundidad con que sus héroes, sus mitos y sus bandidos marcaron para siempre la sensibilidad y la imaginación de todos los mexicanos.169 
A pesar de esa fuerza renovadora, parecía que ya no había espacio donde conmemorar este gran acontecimiento: en el centro histórico, en el casco de la Ciudad de México, se podían observar las huellas de las épocas prehispánica y colonial; la avenida Reforma estaba dedicada al siglo xix, a la Independencia y a la reforma liberal. Además, tampoco había una clara intención de conmemorar, pues las diversas facciones que se enfrentaron durante la Revolución y sus secuelas en los años posteriores complicaban la creación de un discurso hegemónico. 
La construcción del Monumento a la Revolución no tuvo como punto de partida la Revolución Mexicana, era una estructura que había sido pensada como palacio legislativo durante el porfiriato, pero el levantamiento armado impidió su conclusión. Dicha construcción estaba situada en un lugar que durante la Colonia y en el siglo xix se denominó Los Potreros de la Horca. En ese lugar se habían desarrollado muy diversos proyectos, pero prácticamente ninguno había cuajado: en 1848, el arquitecto Lorenzo de la Hidalga propuso que se construyera una penitenciaria, para la cual se le cedieron algunos terrenos. Se empezó la construcción, pero la obra fue suspendida cuando llegó Mariano Arista a la presidencia; los graves problemas políticos y la falta de dinero no permitieron que se continuara, únicamente quedaron como huellas las calles de Penitenciaria –Lagrafua– y de Inválidos –Vallarta. En los años cincuenta funcionó la plaza de toros del "Paseo", y en 1852, se trasladó a ese lugar la estatua de "El Caballito", que nadie sabía qué hacer con ella, convivía con un basurero. A mediados de esa década Francisco Somera propuso la construcción de lo que él denominó la Ciudad de los Arquitectos, diversos problemas legales impidieron la realización de ese proyecto. Durante el Segundo Imperio se pensó que sería apropiado para fundar una nueva zona de la ciudad, más limpia de aires y fuera de los olores y cañerías de la ciudad colonial. La caída del imperio y las limitaciones económicas hicieron imposible poblar este lugar, por lo que siguió usándose como potrero y para que los militares realizaran maniobras. 
Fue hasta el porfiriato que se empezó a urbanizar parte de la colonia y a construir el Palacio Legislativo, pero, como ya lo había indicado, quedó inconcluso. Fue hasta 1926 que se inauguró el edificio de la Alianza de los Ferrocarrileros Mexicanos; tres años más tarde se abrió el Frontón México. Prácticamente se había llegado al corazón de la zona, pero para continuar avanzando en el proceso de urbanización estorbaba el pesado armatroste del Palacio Legislativo, incluso se pensó en derribar lo que quedaba y vender el metal. Sin embargo, el arquitecto Carlos Obregón Santacilia convenció al entonces presidente Abelardo L. Rodríguez para que se construyera un monumento a la Revolución Mexicana, la obra se empezó en 1933 y concluyó en 1938, por lo que le tocó a Lázaro Cárdenas inaugurar el monumento y su plaza. 
En plena recomposición del Partido Nacional Revolucionario (pnr) en Partido de la Revolución Mexicana (prm), cuya característica central era que se había dejado de ser un partido territorial y se había convertido en un partido sectorial, por lo que sus tres grandes sectores: la Confederación de Trabajadores de México (ctm), la Confederación Nacional Campesina (cnc) y la Confederación Nacional de Organizaciones Populares (cnop) construyeron edificios rodeando la Plaza de la República, que entonces representó al Partido Revolucionario Institucional y no propiamente la Revolución. En los años subsiguientes, muchos sindicatos ubicarán sus sedes en los alrededores de la Plaza de la República, convirtiéndose así en una colonia en la que circulaban líderes políticos y sindicales, que en este caso cumplían ambos papeles. Asimismo, se construyeron algunas oficinas gubernamentales, cada una con sus propios espacios, por ejemplo, el issste.
Más tarde, en los años setenta y ochenta, la zona se fue deteriorando, las grandes centrales de las confederaciones revolucionarias perdieron poder, primero la cnc; luego la otrora poderosa ctm, que tuvo fuertes fricciones con el poder ejecutivo encabezado por Carlos Salinas de Gortari; y finalmente, la cnop, central que ha sufrido diversas reestructuraciones, algunas de ellas para constituirla en el eje central de la fuerza priista, día a día esas fuerzas corporativas han perdido fuerza. También su edificio ubicado en la calle de José María Lafragua número 3 fue abandonado en 2014 por las fallas en la mecánica de los suelos.170 
El ambiente que se percibe en esa zona, a pesar de la remodelación que se hizo de Plaza de la República en 2010, con un costo de 360 millones de pesos, es de decadencia. Efectivamente se limpió el monumento, se le puso un elevador y toda la plaza fue remozada con concreto, se agregó una fuente.171 Sin embargo, los edificios que rodean la plaza, que en otros tiempos eran de lujo –con elevadores y fachadas de mármol–, hoy lucen en completo abandono, las casas habitación de antaño, hoy, son oficinas de sindicatos y negocios de comida de bajo costo. En los alrededores prolifera la prostitución y el equipamiento urbano no ha sido remozado, además, el establecimiento de las oficinas de la Procuraduría General de la República (pgr), en febrero de 2012, ha provocado que aumente el tráfico y gente armada en la zona. En suma, la representación de la Revolución Mexicana, el Monumento a la Revolución, luce bonito e iluminado, pero casi aislado de los otros ejes simbólicos de la ciudad. 
Que tanto los gobiernos priistas como panistas no crean en la Revolución, hace que todo este espacio se vaya vaciando de sentido histórico vigente y se perciba como un tiempo que ya no es. 
Conclusión
Sirva esta comparación para comprender el carácter simbólico de las ciudades y marcar la diferencia entre representar un sistema político a través de sus conceptos y valores y representar un régimen político. En un caso estamos ante una concepción política que se consideró incluso como propia y natural de los Estados Unidos y, por tanto, para el gobierno estadounidense es fundamental continuar preservando los valores ahí representados. Sus avenidas, plazas y monumentos recrean esa propaganda política que no tiene origen partidario y, por tanto, parecen valores ahistóricos representados en la traza de la ciudad de Washington y en sus edificios, monumentos y nomenclatura. 
En cambio, en México, el Monumento a la Revolución y la Plaza de la República no fueron planeados para llevar a cabo un homenaje a los revolucionarios, y mucho menos a los valores que en ese movimiento armado se esgrimieron. Se trata de una obra diseñada para albergar uno de los poderes de la época del porfiriato, se reutilizó una estructura para no desperdiciar lo que se había hecho. Cabe mencionar que Lázaro Cárdenas no hizo ceremonia oficial inaugural del monumento, quizá no estaba entusiasmado con monumentalizar la Revolución, dada la lucha de facciones que caracterizó ese proceso desde la Convención de Aguascalientes hasta la expulsión de Plutarco Elías Calles del país. 
En los alrededores se ubicó la burocracia partidaria, sindical y algunos de los burócratas del gobierno revolucionario, pero conforme se fue alejando el gobierno de los principios revolucionarios, la zona también se fue deteriorando. Setenta y dos años después se intentó un recate que renovó el monumento, pero no todo el entorno y el abandono de los principios de la Revolución Mexicana en aras del neoliberalismo. 
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La revolución como problema para la historiografía

Ley Agraria y el renacimiento del indígena: restitución en la época revolucionaria. Veracruz, 1915-1928
Michael T. Ducey172
 
En este ensayo considero los esfuerzos que llevaron a cabo diversas comunidades para recuperar sus tierras pérdidas durante el porfiriato por medio de la Ley Agraria de enero de 1915, promulgada por las fuerzas constitucionalistas. Más que enfocarme en el descontento rural contra el régimen porfiriano o buscar las raíces del agrarismo veracruzano, en este breve ensayo reviso las solicitudes de restitución de tierras para analizar los cambios en el discurso político de los solicitantes de estas, y así determinar cómo la experiencia revolucionaria abrió nuevas posibilidades de acción para los grupos rurales. Con este fin hago una exploración preliminar de las solicitudes de tierra en los primeros catorce años de la Reforma Agraria en Veracruz y, dadas las limitaciones de espacio, propongo algunas preguntas que surgieron y considero merecen la atención de futuras investigaciones. 
El momento agrarista permitió la creación de nuevas identidades como la de “campesinos”173 y la recuperación de viejas personalidades jurídicas de “indígenas.” Tomando en consideración los primeros expedientes formados a partir de 1915, podemos ver la manera en que la nueva situación política de la Revolución dio cabida a la aparición de nuevos actores. Después de sesenta y cinco años de un sistema liberal donde no se reconocía la categoría jurídica de indio, ni a la comunidad de indios, la posibilidad de solicitar una restitución de tierras comunales provocó el renacimiento de figuras históricas como era la de “el indio”. Desde luego, esto no fue un simple destape de identidades ocultas durante los años de predominio liberal, sino una reconstitución de personalidades suprimidas a raíz del uso selectivo de la memoria histórica de los pueblos.
Las nuevas leyes agrarias prometieron una forma legal para repartir la tierra, pero hay que tomar en cuenta que el sistema jurídico de la Reforma Agraria era una “obra en construcción” que se iba modificando conforme las administraciones revolucionarias promulgaban reglamentos para establecer los procedimientos y normas legales a seguir.174 Esta situación se prestaba a muchas ambigüedades e igualmente daba a los actores políticos mucho espacio para interpretar la ley. Es precisamente este periodo de fluidez el que aquí me interesa, porque hace posible observar los caminos por los cuales no optó el régimen posrevolucionario y especular sobre las diferentes situaciones que enfrentaron los “campesinos” que buscaban justicia.
La ley estableció dos modalidades para el reclamo de tierras: restitución o dotación. Mientras la primera creaba un procedimiento para devolverle la propiedad arrebatada a las comunidades indígenas históricas durante la dictadura, la segunda era más simple, donde los solicitantes solamente tenían que demostrar que eran trabajadores rurales sin tierra, que vivían en una localidad y la reforma prometía dotarlos de un ejido para trabajar. Con una restitución, los solicitantes debían representarse como los descendientes de los dueños originales, respaldando sus reclamos con títulos y evidencia de la manera en que fueron despojados. La dotación era una acción del gobierno tomada en nombre de los reclamos sociales y económicos, mientras que la restitución era un proceso enraizado en la historia de pueblos específicos que pedían la rectificación de injusticias hechas por las autoridades anteriores.
Si consideramos que la justificación del gesto revolucionario era reparar los reclamos de los que fueron perjudicados por el proceder de las autoridades porfirianas coludidas con los terratenientes, sería natural pensar que el proceso de restitución fuera el mecanismo más apto para dichos fines. Sin embargo, no fue la opción preferida por los agraristas y sus patrones políticos en el naciente Estado revolucionario, quienes favorecieron el proceso de dotación. Al revisar los expedientes de la reforma en sus primeros tres lustros se hacen evidentes algunas tendencias sorprendentes; pero la que sobre todo merece nuestra atención es la relativa falta de restituciones en el panorama de actividades agraristas. En esta primera ola de agrarismo, de 1915 a 1928, el número de restituciones fue mínimo: de un total de 751 solicitudes, solamente 52 fueron restituciones y las demás dotaciones. Durante la fase más radical y productiva del agrarismo veracruzano que constituye la segunda administración del gobernador Adalberto Tejeda –de diciembre de 1928 a diciembre de 1932– es aún más notorio: solamente se registraron dos peticiones para restitución, de un total de 1109. Así también vemos que de 71 solicitudes de restitución, 57 de ellas fueron iniciadas entre 1915 y 1926. Como se puede notar en la gráfica 1, el periodo de más reclamos de este tipo, con 35 en cinco años, ocurrió antes de la consolidación del gobierno revolucionario en 1920. Esta observación es lo que motivó mi interés en el tema: ¿Por qué no juega un papel más sobresaliente la restitución de sus tierras a las comunidades? y ¿por qué desaparece esta opción de entre las herramientas políticas de los pueblos y los actores rurales que buscaban reconquistar su tierra?
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Posiblemente la falta de solicitudes de restitución refleja una realidad demográfica del campo veracruzano: Fowler Salamini propuso en su estudio clásico del agrarismo radical de Veracruz que el Estado tenía un alto porcentaje de migrantes y trabajadores agrícolas sin tierra, y que eran precisamente en las regiones centrales del estado que estos actores respondieron al llamado de los activistas del tejedismo.175 Tal observación podría explicar la alta cantidad de solicitudes de dotación y, por lo tanto, la disparidad entre las dos clases de trámites agrarios; sin embargo, no da respuesta al porqué muchas comunidades que sí tenían largas historias agrarias en el estado nunca solicitaron justicia por medio de la ley de 1915, ni aclara la distribución cronológica de las solicitudes de restitución.
Puede ser que represente una historia de aprendizaje entre los solicitantes de tierras: mientras el primer impulso era exigir la devolución de tierras despojadas por las autoridades y terratenientes porfirianos, en pocos años los agricultores se dieron cuenta de que las restituciones eran más difíciles de lograr que las dotaciones. Llegaron a entender que el Estado revolucionario estaba más dispuesto a ver con buenos ojos a los solicitantes de dotación que a los que querían reconstituir las tierras de los antiguos pueblos de indios. Las administraciones “sonorenses” favorecían la opción de dotación. Como hizo notar Daniel Nugent en su estudio de la comunidad de Namiquipa, Chihuahua, la dotación representaba un proceso que ponía al Estado benefactor como el actor principal y a los ejidatarios como dependientes de él, y por su lado, la restitución permitía a los subalternos reclamar derechos enraizados en sus tradiciones locales.176 Los dirigentes de los años veinte pretendieron utilizar la reforma como un medio de pacificación y control en el campo. A fin de cuentas, compartían algunos conceptos de los liberales decimonónicos acerca de los indígenas y veían con sospecha el resurgimiento de las organizaciones milenarias de los pueblos, ya que, haciendo eco de la famosa frase de Álvaro Obregón, las “republiquitas de indios” representaban un retroceso al pasado y a la improductividad. Pero, aunque figuras como Obregón aspiraran a desmovilizar a los actores populares, no explica lo ocurrido en Veracruz donde activamente se apostaba a construir un nuevo orden político incitando iniciativas revolucionarias desde abajo.
El devolver la tierra a los pueblos presentaba más dificultades para los funcionarios del gobierno porque cuando las comunidades mostraban sus títulos originales, los ingenieros agrónomos tenían que paleografiarlos y averiguar su autenticidad. Identificar los linderos coloniales en el paisaje moderno no era un asunto obvio, y, en muchos casos se corría el riesgo de revivir antiguas disputas entre comunidades.177 Un ejemplo de conflictos por linderos suscitados –o mejor dicho revividos– con la Reforma Agraria puede ser observado en el caso de la comunidad de Alahualtitla que acusaba a miembros de las comunidades de Pemuxtitla y Xihualcalco, del mismo municipio de Chicontepec, de violar sus linderos.178
Aun si aceptamos que el gobierno federal iba cerrando las puertas a la restitución de los pueblos, podemos aprovechar este periodo relativamente breve para analizar la actitud de una parte del campesinado ante la nueva Ley Agraria. Es un momento importante porque nos permite ver las propuestas de los actores locales antes de que el Estado pudiera fijar las reglas del proceso de reforma. La rapidez con que varias comunidades respondieron a la nueva ley, no le dio tiempo al gobierno revolucionario de crear los reglamentos y, aún más importante, a la burocracia agraria para controlar y encauzar las acciones populares. En esta etapa no existió, en otras palabras, una cultura institucional para dictar la manera en que los solicitantes presentaran sus demandas por la justicia social. Tal condición nos brinda la oportunidad de observar, por un breve momento histórico, cómo los actores “ex indígenas” buscaron reinventarse ante la caída del viejo modelo liberal que había dominado los discursos políticos a lo largo de todo el siglo anterior.
Tabla 1: Solicitudes de restitución por Cantón
	Cantón	Núm. de solicitudes
	Acayucan	6
	Coatepec	1
	Córdoba	0
	Cosamaloapan	3
	Chicontepec	21
	Huatusco 	1
	Jalacingo	3
	Jalapa	5
	Minatitlán	3
	Misantla	2
	Orizaba	4
	Ozuluama (Tampico) 	1
	Papantla	5
	Tantoyuca	3
	Tuxpan	1
	Las Tuxtlas	6
	Veracruz	6
	Zongolica	0

 
Merece atención la distribución geográfica de las solicitudes de restitución. Como podemos ver en la tabla 1, la participación en la reforma en la modalidad que nos interesa se concentró en unas pocas regiones: los antiguos cantones de Chicontepec, Acayucan y Veracruz resultaron con el mayor número de acciones a favor de la restitución. Al identificar los municipios más activos, Chicontepec sobresale con 10 solicitudes presentadas, siguiéndole San Andrés Tuxtla con cinco y Acayucan con tres. La participación de los chicontepecanos también fue muy temprana, cinco de las solicitudes datan de los primeros dos años de la vigencia de la ley. Algunos pueden atribuir la efervescencia agrarista de la región al hecho de que era el pueblo natal del político agrarista más destacado de Veracruz, Adalberto Tejeda. También el primer ámbito donde Tejeda emprendió su carrera como revolucionario, sus primeras victorias y algunas derrotas tomaron lugar en el viejo cantón de Chicontepec.179 Desde luego, una variable que alentó la actividad agrarista de las comunidades fue la presencia de funcionarios de la Comisión Agraria estatal y de la Liga de Comunidades Agrarias. Estudiosos como David Skerritt y Fowler Salamini han resaltado la importancia de los militantes de la Liga de Comunidades Agrarias en promover la actividad de la reforma en el centro del estado.180 Un trabajo que todavía falta por hacer para entender mejor los procesos de la reforma agraria, es identificar a los funcionarios y activistas que tomaron el papel de “predicadores” del nuevo orden agrario en el norte del estado, donde aún no contamos con los pormenores acerca de sus actividades y contactos en las localidades.181
Los abusos causantes del despojo de tierras en Chicontepec también fueron notorios,182 sin embargo, no sobresalen como violaciones fuera de lo común para la época. El estudio más detallado que existe sobre los procesos de pérdida de tierra comunal describe la lamentable situación de Papantla, donde la privatización de tierras resultó en una verdadera guerra civil en el pueblo.183 Contrario a lo que se podría suponer, la solicitud de restitución de Papantla fue promovida por el presidente municipal, quien deseaba revertir la pérdida de las propiedades del ayuntamiento y oponerse al retorno del sistema de tierras comunales.184 A diferencia de Chicontepec, Acayucan y Papantla se caracterizaron por una tradición de lucha abierta, e incluso armada, por la tierra; antecedentes que no necesariamente se tradujeron en movimientos para la restitución. La pregunta para el caso de Papantla es, ¿por qué no trajo consigo más actividad agrarista la memoria tanto de la privatización injusta como de la represión sangrienta que experimentó?
Hay muchas hipótesis que debemos considerar: la solidaridad étnica de los pueblos que explica su disposición a utilizar esta modalidad para fortalecer a su gente, aunque habría que resaltar que muchos municipios con altas concentraciones de población indígena no se prestaron a la lucha agraria. Por ejemplo, la región de Zongolica no presentó solicitudes tempranas como las otras regiones aquí mencionadas. Una veta de investigación que podría aprovecharse sería la de considerar los diferentes impactos de la privatización de la tierra en los diversos municipios y sobre la comunidad y su organización social. Podemos ver que en algunos pueblos todavía conservaron tradiciones de uso comunal de la tierra, y en otros la privatización y reparto en lotes particulares tomaron lugar en términos que conservaron la producción agrícola en manos de los miembros de la comunidad. Sería importante averiguar hasta qué punto tales situaciones permitieron que sobreviviera la memoria colectiva de los abusos del pasado. Sospecho que en Chicontepec los títulos de condueñazgos que datan de la desamortización, fortalecieron a las comunidades y las proveyó de documentación que facilitó el trámite de solicitud de tierra.
Para finalizar este breve ensayo quiero hacer hincapié en la oportunidad que representan las solicitudes de tierras para describir la forma en que, poco a poco, se iba imponiendo una ortodoxia agraria en el lenguaje que manejaba la gente de campo para conseguir la atención del Estado, y hablar de su realidad local. Para el historiador, la atracción de las peticiones de restitución radica en el hecho de que los solicitantes tenían que presentar su versión de lo que fue su experiencia en el porfiriato: era un acto de hacer memoria y revisitar el pasado desde abajo, lo cual pocas veces aparece en los documentos oficiales. Igualmente, lo que sale a relucir en los expedientes de la Comisión Agraria Mixta es que se iba conformando el lenguaje de acuerdo con las expectativas de los funcionarios gubernamentales. Así que los expedientes de los primeros años ofrecen muchas veces una visión que todavía no estaba encuadrada o limitada por los machotes y listas de requisitos que empezaron a circular posteriormente.
Desde un principio, la terminología de la Ley de 1915 influyó, como era de esperarse, en el discurso de los solicitantes, ejemplo de ello es el caso de los pobladores de Otlamalcatl, del municipio de Benito Juárez, quienes afirmaron: “En vista de lo dispuesto en el Artículo 1º de la Ley Constitucional Agraria se declara nulo el reparto hecho en el año de 1886 por el H. Ayuntamiento de Santa Cruz Juárez, en virtud de no estar conforme con lo dispuesto en la Ley del 25 de junio de 1856…”185 El texto de la misma ley ponía al centro el papel de la Ley Lerdo del 25 de junio de 1856, pero la mayoría de los despojos ocurrió a raíz de la aplicación de las leyes estatales sobre el reparto de tierra. El lenguaje de las solicitudes se iba simplificando a medida que los actores campesinos aprendían las maneras más apropiadas para comparecer ante las instancias de la reforma agraria. Otra táctica que aparece en varias peticiones, sobre todo las que datan de años antes de 1920, era la de presentarse como productores potenciales: trabajadores dispuestos a poner en producción la tierra ociosa de los latifundios:
Somos campesinos, labriegos y jornaleros, somos de la clase humilde, los desheredados de la fortuna y de la ciencia, a pesar de habitar un girón de nuestro fértil y floreciente suelo veracruzano; pero ¡oh, ironía del destino! Nuestro pueblo agricultor por excelencia jamás ha tenido un palmo de terreno libre o comunal desde que nuestros mayores bajaron al sepulcro.186
A través de estos pocos ejemplos aquí expuestos, podemos vislumbrar el campo fértil que ofrece la retórica de las solicitudes y que merece explorarse con más hondura.
El estudio de las restituciones y las estrategias de los campesinos nos permitirá entender los procesos de la formación del Estado revolucionario y el modo en que este interactuaba con los actores rurales. La dinámica relación entre las clases subalternas y los funcionarios dieron vida a nuevas identidades y fijaron memorias del pasado que tuvieron un impacto profundo sobre la historia rural veracruzana.
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Percepciones del Estado revolucionario a través del fondo Gobernación del Archivo General del Estado de Veracruz
Filiberta Gómez Cruz187
 
 
El análisis de discurso sin ambigüedad ni pudor responde a lecturas políticas, políticas porque las formaciones discursivas en tanto correlato de las formaciones sociales son formas de dar y restar poder.
Miguel Alvarado Borgoño
El Estado que emerge a consecuencia de una revolución es de gran complejidad, es un remolino social donde la facción triunfante tira de los hilos locales y regionales para tejer un aparato administrativo que ponga en práctica los principios ideológicos y el proyecto económico definido. Mientras que el resto del espectro político resiste y utiliza los recursos a su alcance para conservar o mejorar su posición social. Se recurre al análisis del discurso escrito como evento de comunicación e interacción en el contexto histórico, social y político con la pretensión de lograr una aproximación cualitativa de la percepción de diversos actores respecto del Estado, se entiende en una de sus funciones trascendentes, la de árbitro entre actores, como ente garante de equidad y guarda de los derechos ciudadanos.188 El período elegido es un tiempo de transición, donde las mentalidades se transformaron lentamente, percepción que se hace evidente cuando en niveles intermedios y posiciones del sistema judicial corresponden aún al régimen prerrevolucionario en el gobierno provincial de Veracruz, al que recurren los actores del gobierno local.
El cambio del gobierno del antiguo régimen al gobierno revolucionario puede percibirse en el periodo de 1906 a 1927, al que corresponde la documentación del Ramo Gobernación del Archivo General del Estado de Veracruz (agev), porque es coincidente con el inicio de las acciones del partido liberal mexicano en Veracruz y culmina cuando la fuerza de los primeros gobiernos revolucionarios en la entidad han consolidado su perspectiva en la interacción con los representantes del gobierno del antiguo régimen, en este caso en la arena local y regional como lo evidencia la documentación analizada. 
La fuente: 1906-1927
El fondo Gobernación del agev es un conjunto documental sin clasificación detallada y limitado acervo, pero con amplia riqueza temática.189 La diversidad comprende una temporalidad que abarca los años de transición en los procesos políticos que van de los movimientos sociales precursores de la Revolución en Veracruz, como lo fue la rebelión de Acayucan de 1906,190 al gobie<rno radical tejedista que favoreció la puesta en marcha de la Reforma Agraria, e instauró la legislación laboral favorable a las grandes masas desposeídas.191 En el conjunto de expedientes se abordan dos vertientes: 
1) Quejas de particulares contra acciones del Jefe Político
2) Tesorería y hacienda
Procedimiento
Se elaboró un índice para ordenar temática y cronológicamente los asuntos de mayor frecuencia que se conservan en el fondo Gobernación del agev y de esta manera proceder a la identificación en la correspondencia oficial de expresiones, contextos y eventos que permiten percibir el tránsito del gobierno porfiriano al Estado revolucionario. Se ejemplifica mediante los extractos siguientes:
1908, queja, ¿serenata o asonada crepuscular?
Un particular interpone queja contra el alcalde municipal de Papantla por haber mandado suspender una serenata que se daba en su obsequio.
El Jefe Político sustituto en el informe relativo asienta que varios vecinos le informaron a su vez que “anoche a las altas horas, varios individuos dirigidos por Luciano Decuir y el Secretario del Juzgado de 1ª Instancia efectuaron asonada crepuscular como regocijo por separación del Jefe Político Sr. Cuesta”.192
El alcalde era Abraham Bauza, quien mandó disolver al grupo con la policía y ambos bandos se acusan ante el gobernador. Los unos por trastornar el orden público y explica: “esos tumultos son diarios cometidos por Decuir y por el Secretario de la Jefatura política”. Los otros interponen la queja.
1912, Queja de un particular vs. el Jefe Político de Papantla por vejaciones
Filomeno Vicencio se presenta ante el jefe político acompañado por su abogado Sr. Gibaja: acusa que le responde: “a este señor le he mandado aprehender porque me está haciendo política, a los políticos no los quiero” y luego dirigiéndose a mí “¿cómo es que usted se anda paseando por la calle tan ancho y tan lleno de ínfula como si valiera tanto?”193
Como estas vejaciones ningún ciudadano puede tolerar sin ser humillado impunemente basado en el Art. 97 del Código Penal: protesto no se permitan semejantes despotismos a dicho funcionario porque la sociedad de ninguna manera tolerará a los déspotas, pues soy comerciante y no me mezclo en asuntos políticos. El mismo funcionario me amenazó con hacerme cargar la parihuela, pero súbitamente… me impuso multa de 20 pesos de cuya imposición pido suspensión Sr. Gobernador. 
Respuesta del H. Tribunal al gobernador Francisco Lagos Cházaro: recomendar a Rodolfo Curti, Jefe Político del cantón de Papantla que deje de molestar a Filomeno Vicencio, si este no da motivo para ser castigado, y que al contrario le preste garantías a que tiene derecho todo ciudadano. Xalapa, 16 de abril de 1912.194
El Jefe Político responde, mediante oficio con fecha 14 de mayo de 1912 que: 
Se trata del dueño del rancho El Pital, posee una patente de comerciante ambulante del ramo de vainilla. Se niega a pagar derecho de degüello y es enemigo del gobierno, es uno de tantos inquietos que entorpecen y dificultan la labor administrativa de la jurisdicción, donde en mala hora se han radicado, intenta evadir impuestos desde 1911 y alborota a los vecinos para que no paguen.
1913, queja contra aplicación de Ley fuga195
Queja de la viuda de Miguel Pasión o Pascón fusilado por orden del Jefe Político Francisco Villar, quien es acusado por ella de aplicarle ley fuga; “afirma que fue detenido individualmente, a caballo lo lazaron y arrastraron”.
Respuesta a gobernación del Jefe Político Francisco Villar: “Bandoleros, cabecilla Simón Vega, asaltaron la cárcel pretendiendo liberar la totalidad de prisioneros el 12 de junio de 1913, gritando vivas a Carranza”.
Lo expuesto es una prueba de la continuidad del antiguo sistema administrativo porfiriano, que contempla la figura de visitadores de la oficina de Hacienda del estado. En el aspecto formal, las funciones que realizaban consistían en revisar y, de serles posible, corregir los procedimientos administrativos; en la práctica, su principal tarea fue mantener el control político en los pueblos y ciudades. Algunos de los expedientes se integran con la documentación completa: acta de visita practicada a la oficina del ayuntamiento, a la Tesorería municipal, corte de caja extraordinario, acta de visita practicada al juzgado civil. Por ejemplo, el formado por el visitador de Hacienda, Julio Arrieta, con documentación anexa que acompañó a su informe al gobernador del 10 de enero de 1915, incluye una lista de contribuyentes que piden se les rebaje la contribución y un ejemplar del manifiesto que emitió al pueblo de Papantla. Expresa además que, a pesar de no haber realizado la visita al administrador de rentas de Papantla, “noto que no es persona grata”.
1919, Informe de Jacinto Lestrade, visitador de Hacienda196 
En el campo petrolero Chinampa de la Huasteca Petroleum Co., municipio de San Antonio, cantón de Tuxpan, con fecha 29 de mayo de 1919, relata como el jefe de policía cobra impuestos e imparte justicia, funciones que no le corresponden. Al ser cuestionado por él, le respondió que está bajo las órdenes de Antonio Pedraza, presidente de ese campo, ambos nombrados por el general César Flores de Lara –jefe militar de Tuxpan. La debilidad del naciente Estado hace posible que los vacíos de poder sean ocupados por otros actores. En este caso, las instancias del gobierno civil son desplazadas por el militar.
También visita el campo petrolero Juan Casiano, en la entrevista con el jefe de policía respecto a los fondos recaudados, este le responde que entre ambos campos ha recaudado 800 pesos que no tiene, porque de ahí se pagó la manutención propia, del presidente y también del comandante.
Los documentos del fondo de Gobernación del agev muestran las aspiraciones económicas de un sector en ascenso contra otro en declive y las percepciones de un sector social respecto de otro, pero también conservan y registran fragmentos de la memoria social respecto del comportamiento y desplazamiento de individuos en territorio estatal, que buscan proteger su naciente gobierno de personas que llegan para buscar nuevos cotos de poder en medio de la consolidación del Estado revolucionario.
Reflexiones finales
La diversidad regional de la entidad veracruzana se ve reflejada en los ritmos temporales de los procesos. El cambio de un gobierno de antiguo régimen al gobierno posrevolucionario se percibe entre 1906 y 1927, a partir de las pugnas entre los niveles de poder local y las relaciones con el poder estatal, los diversos colectivos y sus estrategias para conservar su estatus, entre ellos los comerciantes, los extranjeros asentados y los recién llegados, los emergentes que controlan espacios y sus pretensiones de acceder a mejor situación económica y de poder político. 
Es un esbozo que recupera la prefiguración de las tareas y funciones de la secretaría del gobierno estatal que vigila el orden interno y vincula la seguridad con la protección del Estado en construcción. El análisis de los documentos denota que buena parte de la antigua estructura gubernamental permanece y se expresa en actitudes y acciones que definen el rumbo, se apuntala un grupo, una facción, fragmentos de vidas en busca de mejoría, otros que exploran y comercian, rostros del pasado captados por un Estado, coincidencias, cambian los rumbos políticos, pero el camino ya existe y las rutas se vuelven a andar.
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Cambios sociodemográficos en México: del porfiriato a la postrevolución, 1900-1930
Silvia Ma. Méndez Maín197
Introducción
Se expone en las siguientes páginas un panorama de las transformaciones sociodemográficas que se dieron en tres momentos de la historia social y económica de México durante el primer tercio del siglo xx. Trabajos relevantes sobre la población son los de Robert McCaa,198 Francisco Alba199 y Marta Mier y Terán;200 quienes han realizado estudios de demografía histórica, construyendo, reconstruyendo y presentando indicadores como la esperanza de vida, tasas de natalidad y mortalidad y tasas de crecimiento, aspectos todos ellos relevantes para la demografía nacional que abarca los periodos ante y posrevolucionarios. Igualmente, Teresa Rendón y Carlos Salas,201 efectuaron un arduo trabajo relativo a la comparabilidad censal en materia de actividad económica desde los censos del porfiriato hasta 1980;202 sin embargo, el presente trabajo tiene un objetivo más modesto, presentar un diagnóstico sociodemográfico de manera resumida sobre tres aspectos básicos: el crecimiento poblacional, el analfabetismo y la participación de la población en la actividad económica. Todo esto como imágenes de las transformaciones sociodemográficas que se dieron en momentos relevantes del desarrollo del país en los primeros treinta años del siglo xx que abarcaron el porfiriato, la Revolución y el periodo postrevolucionario, proporcionando una visión comparativa de los hechos sociales y económicos entre los periodos estudiados, considerando como fuentes de información los Censos Mexicanos de Población de 1900, 1910, 1921 y 1930.203
El crecimiento de la población
Durante el periodo de 1900 a 1910 el crecimiento medio anual de la población de la República Mexicana fue de únicamente 1.08%, si bien la natalidad era elevada, la mortalidad seguía sujeta a las enfermedades infectocontagiosas en cualquiera de las edades. Aunque en todos los estados el crecimiento era progresivo, este se presentaba de manera desigual entre ellos. El estado de Nuevo León creció a una tasa similar a la nacional, mientras que el resto de los estados que presentaron tasas superiores a la nacional fluctuaban entre 1.15%, en Morelos, hasta un 2.86% en el Distrito Federal, recalcando que estados limítrofes con Estados Unidos se encontraban en este rango –Tamaulipas, Sonora, Coahuila, Chihuahua y Dto. Norte de Baja California. Otros estados como Veracruz presentaron una tasa moderada de crecimiento de 1.44%. En tanto que los estados con un ritmo de crecimiento menor a la tasa nacional durante estos años, fueron: Yucatán, Oaxaca, San Luis Potosí, Sinaloa, Puebla, Tlaxcala, Hidalgo, Baja California –Dto. Sur–, Michoacán, México, Querétaro, Jalisco, Zacatecas, Guanajuato y el estado de Campeche, este último presentó para dicho periodo la menor tasa de crecimiento, llegando apenas a 0.01%; en contraparte son el Distrito Federal, Durango y Baja California Norte los estados de mayor ritmo de crecimiento poblacional a principios del siglo.
￼[image: Picture 1]Fuente: Datos elaborados con base a los Censos de Población de 1900 y 1910. República Mexicana.
 
Durante el decenio de 1910-1921, se encuentran grandes diferencias respecto al crecimiento observado en la década anterior. En esta década, la migración, la disminución de la natalidad y el aumento de la mortalidad, debidos al movimiento revolucionario, determinaron de forma diferencial el crecimiento en los estados. Esto es, la población de la República Mexicana decreció a una tasa media anual de -0.50%, mientras que la población del estado de Morelos, donde básicamente el movimiento revolucionario se gestó, disminuyó a una tasa de -4.94%. Otros estados que formaron parte del espacio tomado por el conflicto armado también presentan tasas de crecimiento negativas, entre los que se encuentran: Durango, San Luis Potosí, Zacatecas, Guanajuato, cuyo ritmo de crecimiento demográfico cayó a una tasa de -2%. Sin embargo, se encuentran que estados que por su lejanía con el centro del país crecieron a tasas superiores a 1%, tales como Tabasco, Tamaulipas, Colima, Quintana Roo, y Baja California Norte, aunque es de hacer notar que el Distrito Federal presentó un crecimiento de la misma magnitud. Por su parte, el estado de Veracruz únicamente creció a una tasa media anual de 0.21%; cabe recordar que ahí se instalaron los poderes del Ejecutivo Federal durante este periodo y tuvo un reconocimiento como centro político y residencia de Venustiano Carranza como presidente, sin embargo, el crecimiento fue menor que durante la década anterior. El decrecimiento de la población, o el bajo crecimiento de esta en el territorio nacional, no fue únicamente consecuencia del movimiento armado, ya que no debe de olvidarse que durante este periodo también ocurrieron epidemias de viruela, fiebre amarilla, cólera, sarampión, fiebre tifoidea, escarlatina, tifo, difteria e influenza204 en diversos estados de la república, contribuyendo así también a una disminución de la población. Otro aspecto igualmente a considerar refiere a la disolución de las familias, sea por muerte de un cónyuge o por emigración, impactando directamente a la natalidad, disminuyéndola, y por ende reduciendo también del número de mexicanos.205
Durante este periodo se observa un descenso en el crecimiento de la población en todas las edades. El crecimiento de los grupos de edad de la población disminuyó notablemente durante el periodo comprendido de 1910 a 1921; sin embargo, hasta qué punto la disminución en la tasa de crecimiento podría deberse a la omisión de la población por no haber sido censada, dado el movimiento armado en ciernes, por lo que la gente podría haber estado temerosa de ser ubicada, por cuestiones de impuestos, leva, etc., hechos que pudieran haberse manifestado como una disminución de la población.
[image: Picture 3]
Durante la tercera década del siglo, 1921-1930, nuevamente el panorama demográfico cambió, el ritmo de crecimiento refleja que la población estuvo dispuesta a crecer, manifestándose este hecho de manera clara. Esta década corresponde a una recuperación demográfica como respuesta al inicio de una cierta estabilidad social. A excepción de Colima y Quintana Roo, todos los estados del país mostraron crecimientos poblacionales positivos, que oscilaron entre 0.32% en Nayarit, hasta 8.21% en Baja California –Dto. Norte–; esta última una tasa muy alta, reflejo de la posible inmigración por el conflicto armado, sin que la población haya regresado a sus lugares de orígenes, por lo menos no en dicha década.
ondición de alfabetismo
Si bien durante el siglo xix hubo una política importante sobre alfabetización,206 lo cierto es que al llegar el siglo xx, en la República Mexicana, únicamente 22% de la población mayor de 12 años sabía leer y escribir, encontrándose además que 78% de las mujeres eran analfabetas, mientras que los hombres lo eran en 70%. Diez años después, el panorama casi es el mismo, todavía seguían siendo más de 60% de la población quienes se encontraban en condiciones de no saber leer ni escribir. Si bien la diferencia entre 1900 y 1921 es significativa, hubo un incremento de los alfabetos que representó 34% del total nacional. La diferencia entre sexos es contundente, siguieron siendo las mujeres quienes presentaron la condición de analfabetismo más alta. En 1930, todavía más de 59% de los hombres y casi 64% de las mujeres eran analfabetas. Es innegable que la educación seguía siendo diferencial y poco accesible para toda la población, encontrándose estados del sureste de México con menos de 22% de población alfabetizada. Cabe destacar que la existencia de una baja escolaridad contribuye a una mayor tasa de mortalidad infantil y a un menor acceso al mercado de trabajo.
 
 
	1900-1930. República Mexicana. Condición de Alfabetismo
	 
	1900	 
	1910	 
	1921	 
	1930
	Alfabetismo	22.25	 
	27.68	 
	33.83	 
	38.51
	Hombres	26.5	 
	31.8	 
	37.02	 
	43.31
	Mujeres	18.16	 	23.74	 	30.86	 	34.02
	Analfabetismo	74.18	 
	69.73	 
	66.17	 
	59.26
	Hombres	70.08	 
	65.83	 
	62.98	 
	54.58
	Mujeres	78.13	 	73.47	 	69.14	 	63.64

Fuente. Datos elaborados con los Censos de Población 1900 a 1930. República Mexicana
 
La participación de la población y la actividad económica
En el periodo 1900-1930 la población en edad de trabajar representaba un 55%, con muy leves diferencias porcentuales entre los años censales, lo que habla de una estructura de la población muy joven y poco variable.
￼[image: Picture 5]En cuanto a la población económicamente activa (pea), de 1900 a 1910 y de 1921 a 1930 hay un crecimiento en números absolutos, no así en el decenio de 1910 a 1921, donde hay una ligera disminución de la pea, esto puede deberse a las repercusiones del movimiento armado, en el sentido de la disminución de la actividad económica, ya que inclusive la pea femenina disminuyó al igual que la masculina. Sin embargo, es de destacar que durante todo el periodo de estudio, la pea femenina tuvo ligeros aumentos que se manifestaron en los años censales, repuntando significativamente en el año de 1930, con un crecimiento inclusive mayor que el de los hombres. 
 
Fuente. Datos elaborados con base en los Censos de Población 1900 a 1930. República Mexicana.
￼[image: Picture 7]Crecimiento de la población económicamente activa 1900-1930
Ciertamente durante el periodo revolucionario y el posterior a este, la pea masculina y femenina descendieron, no obstante, aumentaron en el periodo siguiente a una tasa mayor inclusive que el periodo de 1900 a 1910, esto da indicios de la reactivación de la actividad económica en el país. La pregunta que ahora sería necesaria es saber cuál era la actividad económica en la que estaba empleada la pea.
 
 
Fuente. Datos elaborados con base en los Censos de Población 1900 a 1930. República Mexicana
Participación de la población en la actividad económica, 1900-1930
Un análisis por actividad económica permite observar que la pea se concentraba principalmente en la actividad “ocupación improductiva”, con 36%; seguida por “trabajos domésticos”, constituido por 33%; en tanto que, si se le agrega la pea agrícola, esta cifra llega a más del 80%. Este escenario permite afirmar que las condiciones de vulnerabilidad de la población eran realmente impresionantes. Todo parece indicar que en todas las ramas de actividad durante el periodo postrevolucionario 1920-1930 hubo una caída importante en el empleo, sin embargo, una cuestión que marca la diferencia de los periodos anteriores, es que la ocupación en el sector público parecería que inició un crecimiento paulatino. Cabe destacar que la población ocupada en comunicaciones y transportes no llegaba ni a 1% en 1930.
	1900-1930: Participación de la Población en la Actividad Económica (%)
	República Mexicana	 
	1900	 
	1910	 
	1921	 
	1930
	TOTAL	 
	100	 
	100	 
	100	 
	100
	Personas con ocupaciones improductivas	 
	36.75	 
	36.36	 
	32.86	 
	36.22
	Trabajos Domésticos	 
	29.66	 
	28.92	 
	33.07	 
	32.57
	Agricultura, ganadería, silvicultura	 
	23.34	 
	23.72	 
	24.33	 
	21.91
	Industrias 	 
	6.19	 
	6.73	 
	3.73	 
	4.18
	Comercio	 
	1.73	 
	1.64	 
	1.91	 
	1.65
	Extracción de minerales	 
	0.68	 
	0.57	 
	0.19	 
	0.31
	Administración Pública	 
	0.47	 
	0.42	 
	0.44	 
	0.93
	Comunicaciones y transportes 	 
	0.47	 
	0.36	 
	0.41	 
	0.65
	Ocupaciones no especificas 	 
	0.43	 
	0.83	 
	2.65	 
	1.26
	Profesiones Libres	 
	0.28	 
	0.45	 
	0.41	 
	0.32

 Fuente. Datos elaborados con base en los Censos de Población 1900 a 1930. República Mexicana.
 
En cuanto a la migración, la información censal de 1921 y 1930 muestra que hubo estados donde más del 20% de su población habitaba en otra entidad de la República Mexicana, este fue el caso de Aguascalientes, Baja California, San Luis Potosí y Zacatecas. En el estado de Morelos, poco más del 15% se encontraba fuera del lugar de nacimiento.
Reflexiones finales
El primer tercio del siglo xx fue de grandes cambios, tanto en materia económica y política como demográfica, fundamentalmente reflejado en una disminución más sostenida de la mortalidad debido al control de ciertas epidemias y enfermedades, principalmente a partir de la tercera década.
La población de México creció a una tasa de 1.70% durante la tercera década, cifra superior a la experimentada durante los primeros años del siglo, por otra parte, durante el periodo 1910-1921 es claramente visible la repercusión que tuvo en el crecimiento poblacional la Revolución Mexicana y las epidemias que seguían al movimiento armado.
En otro aspecto, durante esa misma década se tuvo un decrecimiento de la pea. Se destacó que hubo una ligera disminución de la población en edad de trabajar (pet) que, sin embargo, no debió afectar a la pea si hubieran existido fuentes de trabajo. La disminución de la pet pudo deberse a aspectos de mortalidad, emigración y subnumeración de la población; este fue el caso nacional, sin embargo, al realizar un análisis del crecimiento por estado se encontraron ciertas similitudes, tal como se observó en las tasas de crecimiento de la población total por estado, en el primer apartado del presente documento. Por su parte, estudiar el analfabetismo y alfabetismo por sexo, muestra primeramente el nivel de desarrollo de la población de esa época, que a su vez refleja las condiciones culturales de la población en cuanto a la condición de género, al corresponder las tasas más altas de analfabetismo a las mujeres.
Una de las preguntas que surgen de este diagnóstico se refiere a la gran vulnerabilidad social en la que se encontraba la población, ya que en el contexto social y económico de este México que iniciaba la cuarta década, todo parece indicar una economía y una sociedad con grandes carencias.
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Hacia una reinterpretación de la huelga de la fábrica de Río Blanco, Orizaba, Veracruz, 1907
César A. Ordóñez López*
 
El movimiento de Independencia y la Revolución Mexicana son temas recurrentes en el análisis historiográfico y en los estudios históricos, al menos así lo evidencian los análisis realizados por Antonio Annino en el libro Historias de la Revolución Mexicana y Luis Barrón en el titulado La Independencia.207 En el caso de la Revolución Mexicana, como pasado reciente, los estudios son vastos y parten desde las descripciones de los hombres que participaron o fueron testigos del proceso, hasta las interpretaciones y representaciones actuales de los diversos estudiosos de las ciencias sociales. Tema a debate no por la cercanía del festejo del centenario de la Revolución sino, quizás, por la lejanía cada vez más contundente de los preceptos que sustentaron el proceso y su consecuente institucionalización. 
Después de 1910 el eje articulador de la historiografía mexicana fue el movimiento de Revolución utilizado como discurso político, social e identitario. A partir de la segunda mitad del siglo xx los estudios históricos e historiográficos sobre la Revolución fueron objeto de una revaloración en la que se cuestionaron los resultados del proceso.208 Todo ello incentivado por la aparición de instituciones y la especialización de estudiosos de la historia que incorporaron conceptos y formas de interpretación ligadas a nuevas corrientes de estudio de la historia. Los cambios sociales registrados de 1960 a la fecha influyeron de forma determinante en la intencionalidad de los discursos y en las formas de interpretación de los estudios sobre la Revolución Mexicana. 209
Las interpretaciones fueron variadas desde las que sustentaban que la revolución había sido un movimiento homogéneo hasta aquellas que sostenían que en ella tuvo origen una lucha de clases.210 Los historiadores reconfiguraron sus intencionalidades; de escribir una historia justificadora, institucionalizadora e identitaria, dieron un giro hacia el revisionismo. Una de las investigaciones que rompió con la idea de una revolución homogénea fue el texto Historia de la Revolución Mexicana que coordinó Luis González y González. La investigación conllevó un tratamiento diferente de las fuentes y de la revaloración de los actores que participaron en el proceso revolucionario; asimismo se replantearon las preguntas para el análisis del pasado.211 En la década de 1980 aparecieron en Veracruz importantes estudios sobre la Revolución Mexicana, resultado del trabajo conjunto de investigadores de El Colegio de México y de la Universidad Veracruzana; entre ellos pueden mencionarse: Veracruz capital de la nación, de Bertha Ulloa; La semilla en el surco, de Romana Falcón y Soledad García Morales; y …Nunca un desleal: Cándido Aguilar, de Ricardo Corzo. En dichos estudios se tuvo la preocupación de analizar el pensamiento y la acción de los revolucionarios veracruzanos con el objetivo de una mejor comprensión del proceso revolucionario en el estado de Veracruz o la consolidación política e ideológica del grupo revolucionario, así como la posterior reestructuración del Estado a partir de estudios biográficos.212 
En ese contexto, los estudios sobre la clase obrera en México despertaron el interés por el análisis de las huelgas de Santa Rosa y Río Blanco en Orizaba. El enfoque social otorgado se direccionó en conocer el proceso de formación del proletariado textil “a través de la descripción de la vida y las luchas de los trabajadores”, pues los estudios existentes no habían centrado su atención en la formación y en el ambiente real de los pueblos fabriles de principios del siglo xx.213 En 2010, con motivo de los festejos del bicentenario de la Independencia y el centenario de la Revolución Mexicana, Bernardo García Díaz publicó el libro de ensayos titulado La Huelga de Río Blanco, investigación resultado del trabajo conjunto de diversos estudiosos interesados en hacer una remembranza del suceso de 1907, a través de un análisis del contexto industrial, social y político.214 
El libro resulta por más interesante y es, como todas las publicaciones de Bernardo García Díaz, una aportación a la historia de Veracruz. El objetivo tal y como lo plantea el editor es “que la lucha que se dio en esta fecha no caiga en el olvido, que por el contrario el público tenga una razón fundamentada y seria de los acontecimientos con que los obreros comenzaban el año de 1907 y el marco en que se dieron”.215 Los diversos ensayos representan con detalle los sucesos de 1906-1907 y posibilitan el conocimiento del contexto directo e indirecto de la matanza de Río Blanco. En dicho texto se retoma el artículo realizado por Moisés González Navarro, “La Huelga de Río Blanco”, publicado en 1957 y parte de la investigación de Rodney Anderson bajo el mismo título publicada en 1976. Además de las aportaciones de Bernardo García Díaz, Leticia Gamboa Ojeda y Aurora Gómez Galvarratio.216 
En conjunto, dichas investigaciones narran con detalle el proceso de conformación del montaje de la industria en Orizaba, las inversiones realizadas, el proceso de distribución de nuevas poblaciones, los mecanismos utilizados para aumentar la población laboral, la ordenación y origen del Gran Círculo de Obreros Libres, los problemas enfrentados por los obreros y obreras frente a los administradores, las continuas quejas de los obreros, la negociación con el gobierno de Porfirio Díaz, el fracaso de dicha negociación, el saqueo como una respuesta al control férreo de la distribución de productos de primera necesidad, el tiroteo y la vuelta al trabajo de forma gradual por parte de los trabajadores, que nos recuerda, en conjunto, la novela Germinal de Emilio Zolá.217
En 2008 Francisco Zapata publicó una crítica a dicho libro,218 en la que reconoce que los factores marcados por los autores de La Huelga de Río Blanco fueron inmediatos, pero insuficientes para explicar el hecho. Considera que si se desea ahondar en dicho suceso se deben retomar dos hipótesis que han sido utilizadas para explicar los conflictos laborales y que “vale la pena poner a prueba en este caso”. La primera hipótesis denominada por él, economicista, es la relación que puede existir entre la coyuntura económica y el estallido de la huelga. La segunda hipótesis se refiere a la relación que puede existir, y que de hecho existió, entre planteamientos ideológicos como el anarcosindicalismo y las huelgas.
La propuesta que se pretende desarrollar está sustentada en la primera hipótesis debido a que la segunda es bien aceptada por Francisco Zapata y por los investigadores autores de la publicación -García Díaz, Gamboa Ojeda y Gómez Gabarratio. Zapata argumenta que la hipótesis economicista es improcedente porque no existían factores que impidieran a los empresarios satisfacer las demandas de los trabajadores. Sostiene que la huelga no se relaciona con una crisis económica, pues el periodo se caracterizó por ser de bonanza. Al contrario, el Estado mexicano incentivó la actividad industrial otorgando una serie de concesiones y libertades. A partir de lo que sostiene Zapata, puede pensarse que no existieron factores económicos desfavorables para la empresa y para los trabajadores que derivaran en un conflicto. Retomando a Leticia Gamboa, Zapata considera que el conflicto estuvo más relacionado con una serie de agravios que los trabajadores experimentaban al interior de la fábrica –largas jornadas de trabajo, multas, limitaciones por recibir visitas o leer periódicos durante las jornadas de trabajos y las prácticas leoninas de los dueños de las tiendas– y que fue resultado de una ofensiva empresarial para disciplinar la fuerza de trabajo. 
Sin embargo, considero que un aspecto económico no se reduce a la empresa y a los trabajadores y que ambos sectores dependían de las economías internacional, nacional o local, y que cualquier decisión tomada en el ámbito empresarial o del mercado afectó el ámbito microeconómico.219 Especialmente en los últimos años del porfiriato se conformó un mercado de bienes, productos y servicios –mercados de trabajo, comercio, productos agrícolas, rentista y monetario–, todos ellos dependientes unos de otros; cada uno de estos influyó en los sucesos de 1907. Ante ello, surge una variable que puede ser atractiva para la ampliación del análisis de la huelga no solo de Río Blanco, sino de otras fábricas de la región. Las huelgas fueron resultado de la pugna entre inversionistas y empresarios locales y externos interesados en controlar el mercado y el suceso de 1907, una consecuencia violenta e inesperada.
El conflicto de intereses inició antes de las huelgas de 1906, por lo que debe considerarse, en primer lugar, que el establecimiento de los empresarios de origen externo se dio con mayor pujanza a partir de 1895, como resultado de la libertad de comercio conseguida ante la eliminación de las alcabalas que limitaba las actividades económicas en general. Antes de esto existía un grupo consolidado que determinaba los flujos de distribución mercantil sobre Orizaba y zonas aledañas. Dicho control dependía de la permanencia de una idea fisiocrática de que la propiedad otorgaba privilegio y estatus; idea que fue renovada en la primera mitad del siglo xix por la política económica y por la ley de desamortización de bienes en manos muertas. 
Para 1900, la estructura de poder establecida en Orizaba se había construido con base en el control de la propiedad dando origen a un grupo con sólidas relaciones y vinculaciones socioeconómicas y políticas. La propiedad y su explotación, como base de la capitalización constituyó una inversión rentable que garantizó la permanencia de la elite de Orizaba; así lo evidencian los más de 34 millones de pesos invertidos en ella. Si bien la desamortización de bienes estaba destinada a beneficiar a un amplio sector de la población, solo algunos de ellos tuvieron los vínculos políticos y la capacidad monetaria para invertir en la compra de propiedad y en su explotación. Después de la desamortización, además del citado grupo de propietarios, también un sector de los grupos nacional y extranjero se incorporaron a la dinámica agrícola, agroindustrial e industrial de Orizaba, como consecuencia de la incapacidad de administración por parte de algunos propietarios o del arrendamiento de parcelas productivas. 
Así, el primer embate que tuvo que librar el grupo externo fue la adquisición de propiedades en situaciones coyunturales que posibilitó la apertura del mercado inmobiliario. El grupo externo encontró cabida en las zonas adyacentes en donde invirtieron fuertes sumas en la construcción de las instalaciones fabriles o agroindustriales. Tan solo en el espacio de Necoxtla, Nogales e Ixtaczoquitlán se encontraban instaladas las principales fábricas pertenecientes a la Compañía Industrial de Orizaba valorizadas en más de 3 millones de pesos.220 Asimismo, otras importantes compañías se instalaron en los alrededores, entre ellas: Cía. Industrial Veracruzana, Bancaria de Orizaba, s. a.; Luz y Fuerza Motriz de Puebla; Mármoles Mexicanos, s. a.; Destiladora, s. a., f. c. del Xuchil, y Manufacturera de Yute. Compañías resultado de las asociaciones de capital, gran parte de él consolidado en el mercado mexicano a través del comercio y la expansión económica experimentada en México en las últimas dos décadas del siglo xix. 
El segundo aspecto que debe analizarse con detenimiento es el relacionado con el mercado de crédito que hasta antes de 1897, como en otras regiones, estuvo dominado por prestamistas que mantenían el control de las tasas de interés. Los prestamistas establecieron un amplio radio de acción dentro de los márgenes del cantón y participaron en todas las actividades productivas. Al estar en posibilidades de proporcionar dinero mantenían cautivos a incipientes inversionistas. Condición que evidentemente sufrió alteraciones con el establecimiento de instituciones bancarias ante la publicación de la Ley de Instituciones de Crédito en 1897. El establecimiento de sucursales de los bancos Nacional de México, Londres y México, y Mercantil de Veracruz aumentó las posibilidades de obtención de créditos y regularon la tasa de interés poniendo dinero y servicios a disposición de los empresarios inversionistas, limitando con ello la injerencia de los prestamistas locales en el desarrollo de las actividades productivas. 
Aunado a ello debe analizarse la conformación de un mercado de capitales con una amplia gama de signos monetarios y fiduciarios, a los que la mayoría de la población no tenía acceso. Si bien, como lo menciona Zapata, no existen elementos para establecer la relación de una coyuntura económica con la huelga, aún se desconocen los efectos del aumento de dinero sobre la economía regional y de la reforma monetaria de 1905 que debieron alterar los precios de los productos básicos. Lo que sí muestra la información notarial existente en el caso orizabeño es que durante los años de 1906 a 1910 quebraron y desaparecieron de la economía regional pequeñas empresas mercantiles. Los comerciantes atribuían como causa principal de su quiebra a las condiciones agrícolas y, después de 1907, a las sociales. 
En resumen, la construcción de un corredor industrial implicó debilitar el control mantenido por el grupo local en el ámbito mercantil, artesanal, agroindustrial, rentista y político. Aunado a ello se generó una serie de conflictos en el ámbito económico, teniendo como resultado la agudización de las huelgas y la respuesta violenta del gobierno. En primer lugar, la instalación de la industria motivó la conformación de un mercado de trabajo asalariado y aceleró la conformación de una economía monetizada. Los obreros, como lo menciona Gómez Galvarriato, eran atraídos por los salarios de la región.221 La consecuencia fue evidente en el acelerado proceso de crecimiento demográfico registrado en la zona fabril y en la capacidad de consumo de la población. Esta debía enfrentarse a una dinámica de fluctuación de los precios debido a la continua revaloración de la plata hasta antes de la reforma de 1905.222 La dinámica en conjunto fue alentadora para los comerciantes que implementaron prácticas monopólicas; para los propietarios y los administrativos de las fábricas que habilitaron espacios para habitación; para las casas de empeño que encontraron en los obreros y campesinos una clientela cautiva, propietaria de un capital tangible –herramientas de trabajo, parcelas y bienes muebles. 
Deben sumarse a ello las decisiones que los directivos de las fábricas asumían para acrecentar las ganancias y abaratar los costos; pues como lo muestra García Díaz, obligaban al obrero a utilizar materia prima de mala calidad para realizar el producto. Aunado a ello estuvo la continua disciplina impuesta a través de multas por faltas cometidas durante la jornada de trabajo que redundaba en una disminución del salario percibido. 
Los factores anteriores, el aumento de precios en servicios y bienes, más la medida de limitar las acciones emprendidas por los obreros para la obtención de beneficios influyeron directamente en el suceso sangriento de Río Blanco. Sin embargo, un elemento articulador y detonante de este hecho fue la injerencia de actores ajenos al sector obrero, interesados en limitar la productividad de la fábrica y el monopolio mercantil de la zona para recuperar el control del mercado. Como lo menciona González Navarro, posterior al conflicto obrero también se ocultaron algunos orizabeños de elevada clase social que habían defendido la huelga.223 Dicha consideración no es arbitraria si se retoma la propuesta de Bernardo García Díaz, respecto a que hubo individuos que no solo apoyaron la huelga ofreciéndoles productos a los obreros a costos bajos, sino que subsidiaron diarios en los cuales “denunciaban las diversas formas de opresión contra los obreros”.224
Bajo estas variables es de considerar que los análisis de la huelga en el Valle de Orizaba permitirán profundizar en otras aristas la acción revolucionara de años posteriores. Además, posibilitarán conocer qué sucedió con el resto de la población de la ciudad de Orizaba, donde se hallaba un importante número de trabajadores industriales; cómo reaccionaron los liberales a los que posiblemente estaban ligados los obreros; y en su caso, conocer la relación existente entre los obreros y el grupo liberal de Orizaba durante el levantamiento de noviembre y la relación con las huelgas de la región de Orizaba. 
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Cuauhtémoc Cárdenas y las demandas de la Revolución Mexicana
Manuel Reyna Muñoz225
Introducción226
Cuauhtémoc Cárdenas ha planteado en diferentes escritos y entrevistas periodísticas la vigencia de la Revolución. Hablar en la actualidad de la Revolución Mexicana pareciera un contrasentido si se toma en cuenta la posición que expresan Enrique Krauze, Jorge Castañeda, Héctor Aguilar Camín y una corriente de comentaristas de televisión para los que el impacto social y político de ese movimiento debe ser superado. En particular, Macario Schettino ha expresado que lo mejor que le puede pasar a México es olvidarse de la Revolución.
Cuauhtémoc Cárdenas es una figura pública con una fuerte presencia en diversos sectores de la sociedad, fue una pieza fundamental en la ruptura del otrora partido de Estado y la votación que obtuvo en la elección para presidente de la República en 1988227 fue la punta de lanza para la transformación del sistema político mexicano. También es digno de destacar su papel en la formación del Partido de la Revolución Democrática (prd), del que fue su primer presidente; dos veces más fue candidato a la presidencia de la República –1994 y 2000–; y en 1997 ganó en las primeras elecciones para Jefe de Gobierno del Distrito Federal.
Hasta antes de 1987, el ingeniero Cárdenas fue parte del grupo en el poder, como él mismo lo reconoce, después su posición cambió y, si bien, siempre manifestó una preocupación por la problemática social, fueron los acontecimientos de 1988 y la fundación del prd, en 1989, los sucesos que lo hicieron aparecer como un hombre de izquierda que se identifica con el socialismo. Por ello resulta interesante comprender qué significa la afirmación de: "la actualidad de la Revolución Mexicana", pues sus opiniones hoy vuelven a tener resonancia justamente al aprobarse la reforma educativa que propuso el Secretario de Educación Pública, Emilio Chuayffet Chemor y al debatir la propuesta de reforma energética que presentó el presidente de la República, Enrique Peña Nieto. 
El trabajo aborda dos problemáticas que se presentan en tres apartados. Una es el Artículo 3° constitucional y la opinión del ingeniero Cárdenas en el contexto del neoliberalismo en nuestro país. La otra temática parte de los Artículos 27 y 28 constitucionales, cuyos preceptos aluden al derecho de la nación de regular el aprovechamiento de los elementos naturales ubicados en el suelo y el subsuelo: el petróleo. Se incluyen las opiniones de Cárdenas, principalmente de los textos de 2004 y 2010, junto con entrevistas periodísticas y discursos recientes. El tercer apartado trata la reforma energética, una problemática fundamental en el pensamiento de Cárdenas y, aunque no es el espacio para debatir sobre la misma, por lo menos se presentan los enunciados tanto de la propuesta que presentó Enrique Peña Nieto, como del mismo Cárdenas.
De este modo, el trabajo aborda artículos emblemáticos que son el resultado de la lucha revolucionaria de 1910. El Artículo 3° de la Constitución, que responde a una demanda sobre el carácter de la educación que debe ser libre, gratuita, obligatoria y laica. Los Artículos 5°, 27° y 28°, que aluden a la exigencia revolucionaria de proteger y normar el uso de los recursos naturales de la nación. El contenido de estos artículos que pueden considerarse hoy, en la primera década del siglo xxi, de una importante vigencia, se examinan a través del discurso de Cuauhtémoc Cárdenas, uno de los actores políticos contemporáneos que retoma banderas de la Revolución para tratar de transformar al Estado nación y así recuperar soluciones planteadas en otro tiempo y la exigencia de derechos sociales, como la educación y el derecho inalienable de la Nación a ser la dueña del suelo y el subsuelo. 
El Artículo 3°
El Artículo 3° de la Constitución fue uno de los textos más debatidos en el Congreso Constituyente de Querétaro. Ya en la Constitución de 1857 se hacía referencia a que la enseñanza debía ser libre, pero fue el proyecto que Venustiano Carranza envió el 1 de diciembre de 1916 donde con más precisión se establecen los postulados que hoy conocemos. Decía el texto: “habrá plena libertad de enseñanza; pero será laica la que se dé en los establecimientos oficiales de educación, y gratuita la enseñanza primaria superior y elemental, que se imparta en los mismos establecimientos”. 228
En los debates se puede notar que algunos diputados expresaban un discurso marcadamente antireligioso, es el caso de Luis G. Monzón que dijo: “…hay que emancipar a México y a todos los pueblos de América Latina de los prejuicios embrutecedores del pasado”. 229 Se argumentó que la influencia del clero católico se debió a la tolerancia de Porfirio Díaz, quedando en desuso las sabias prescripciones que establecieron las Leyes de Reforma, acusaba el diputado Luis Manuel Rojas.230 Fue el diputado Chapa quien después de comentar sobre la constitución de Suiza sometió a consideración de la asamblea lo siguiente: “la enseñanza es libre, el gobierno debe impartir la educación primaria, que será laica, gratuita y obligatoria, de la edad de seis a doce años”. 231Como lo dice la nota explicativa, la diferencia entre el proyecto que envió Venustiano Carranza y la redacción final fueron las severas restricciones para los particulares.232
El texto del artículo aprobado fue el siguiente: 
Artículo 3°. La enseñanza es libre, pero será laica la que se dé en los establecimientos oficiales de educación, lo mismo que la enseñanza primaria elemental y superior que se imparta en los establecimientos particulares. Ninguna corporación religiosa, ni ministro de algún culto podrán establecer o dirigir escuelas de instrucción primaria, las escuelas primarias particulares sólo podrán establecerse sujetándose a la vigilancia oficial. En los establecimientos oficiales se impartirá gratuitamente la enseñanza primaria.233
En el documento "Un México para todos, construyamos un proyecto alternativo", Cuauhtémoc Cárdenas y demás autores dicen: 
La educación pública en México enfrenta como problema fundamental la incompatibilidad entre los principios constitucionales originarios y la realidad, donde la política neoliberal la asfixia. La Constitución la consideraba como derecho social y factor crucial del desarrollo nacional, y la definía como obligatoria, gratuita, incluyente, laica y pilar en la construcción de la identidad nacional. La práctica neoliberal, cuya expresión más clara es económica, le reduce el presupuesto y le niega financiamiento. La educación pública en todos los niveles acusa el abandono estatal, y la oferta educativa es insuficiente para cubrir la demanda. 234 
La educación superior pública, continúa el texto:
 sufre además el desinterés oficial de formar profesionales, porque el neoliberalismo ha asignado a México el papel de país maquilador e importador que solo necesita técnicos, obreros y capataces para cumplir indicaciones de los profesionistas que traen consigo las transnacionales […] el Estado debe destinar recursos suficientes a la educación pública. Asimismo, tiene que reivindicar su carácter laico, pluricultural, democrático y gratuito en todos los niveles; y enfatizar su carácter universal, incluyente, científico, crítico, humanista, social.235
En el apartado 12, que lleva por título “Educación integral para todos”, se dice:
Los seres humanos constituyen el recurso esencial de las naciones, son la razón de su existencia y el motor de sus transformaciones históricas. Por ello, la formación de las nuevas generaciones de los hombres y mujeres que el país necesita debe ser una de las tareas fundamentales del Estado. La Constitución de 1917 señala el acceso a la educación como un derecho fundamental de los mexicanos, asignando al Estado la responsabilidad de su cumplimiento. Hasta hoy, y en especial durante los cuatro últimos sexenios, estudios comparativos entre naciones demuestran que la educación en México se ha deteriorado, tanto en cobertura como en calidad; el sistema educativo parece ir de la mano con el modelo de país que exporta mano de obra barata y de escasos conocimientos.
A pesar de que existe un alto índice de inscripción a la escuela primaria, 8.4% de la población mexicana es aún analfabeta; hay cerca de un millón de niñas y niños sin acceso a la escuela; la deserción es alta: apenas la mitad de los niños termina la primaria, no obstante, el carácter obligatorio que la Constitución prescribe para la primaria y la secundaria. La reducción de la cobertura educativa en el nivel medio superior continúa, y la educación superior solo atiende a cerca del 16% de la población en el rango de edad correspondiente, proporción muy inferior a la de otros países e insuficiente para sustentar un desarrollo sostenido. 
Al debilitamiento de la educación pública lo ha cubierto el discurso ideológico que postula que todo lo privado es superior a lo público. En consecuencia, la educación privada ha prosperado y sus escuelas proliferan en todos los niveles educativos. 236
Los Artículos 27 y 28
El Artículo 27 constitucional es probablemente el más emblemático de la Revolución, ello se debe a que fue la puerta de entrada para el reparto agrario. El proyecto inicial fue motivo de largos debates, sin embargo, la afirmación inicial no causó tanta polémica, me refiero a esa contundente afirmación de que “la propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional corresponde originariamente a la nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada”.
Con el Artículo 27 se forjó un fuerte vínculo entre el pueblo y el nuevo Estado emanado de la Revolución, Estado que era el representante de la nación. Esta simbiosis, cargada de tensiones y contradicciones, le permitió al gobierno intervenir en la vida social y, desde luego, en la vida económica. En sus aspectos más significativos se establece: 
1) La propiedad originaria de la Nación sobre las tierras y aguas; 2) la subordinación de la propiedad privada al interés público, a cuyas modalidades queda sujeta; 3) el derecho de la Nación de regular el aprovechamiento de los elementos naturales para hacer una distribución equitativa de la riqueza pública y para cuidar de su conservación y fomento; 4) el dominio directo del Estado sobre los minerales y sustancias del subsuelo; 5) la explotación directa del petróleo por la Nación; 6) excluye a los extranjeros, como tales, del dominio de tierras, aguas y accesiones y del disfrute de concesiones en minerales y combustibles y; 7) limita la apropiación a las asociaciones religiosas y restringe de la tierra a las sociedades comerciales por acciones.237
En estos preceptos se observa en forma clara que el espíritu del Constituyente de Querétaro era contrarrestar los desequilibrios socioeconómicos que el porfiriato había creado. En octubre de 1965 los diputados del Partido Popular Socialista, encabezados por Vicente Lombardo Toledano, presentaron una iniciativa de reforma al Artículo 28 de la Constitución y en cuya exposición de motivos se resumen la esencia de estos dos artículos. “Destruir el latifundismo fue la mira principal del levantamiento del pueblo contra el gobierno de Porfirio Díaz. Pero había otros: los obreros reclamaban el reconocimiento de sus derechos de clase y había que otorgarlo. Pero al mismo tiempo fue menester rescatar para la Nación su antiguo dominio sobre las tierras, las aguas, los bosques y la riqueza del subsuelo.238 Si la Nación es la propietaria de las tierras y las aguas, es la Nación la que tiene el derecho de regular el aprovechamiento de los elementos naturales para hacer una distribución equitativa de la riqueza pública. Es el Estado quien tiene el dominio directo sobre los minerales y substancias del subsuelo, por ende, “la explotación directa del petróleo por la Nación”. No es un asunto menor reconocer la “subordinación de la propiedad privada al interés público”.
El Artículo 28 constitucional confirma este carácter del Estado al decir: 
En los Estados Unidos Mexicanos no habrá monopolios ni estancos de ninguna clase; ni exención de impuestos; ni prohibiciones a título de protección a la industria; exceptuándose únicamente los relativos a la acuñación de moneda, a los correos, telégrafos y radiotelegrafía, a la emisión de billetes por medio de un solo banco, que controlará el gobierno federal.239
En la nota explicativa del Artículo 28 se dice que “el precepto vigente subordina los derechos individuales al interés de la sociedad” y agrega que en última instancia es a los consumidores a los que trata de proteger esta norma constitucional, pero es en el segundo párrafo del citado artículo “en el que reiteradamente se hace mención al propósito de evitar que el público tenga que pagar precios excesivos por los productos y servicios”. La exención de impuestos se prohíbe por considerar que es una ventaja de uno o varios productores en detrimento de otros productores y es contraria a la libre competencia, por ello se consideró conveniente prohibirla.240 La prohibición de monopolios y la prohibición a la exención de impuestos a una industria pueden ser vistas como la preocupación por los que menos tienen.
La relevancia de los Artículos 27° y 28° radica en su vigencia intemporal e inespacial y esto es aprovechado por la figura de Cuauhtémoc Cárdenas para proponer una reforma energética necesaria justo al comenzar el siglo xxi, en medio de un contexto de fuetes controversias y decisiones neoliberales.
Cárdenas, en su libro Un México para todos, después de hacer un análisis de la globalización en donde se resaltan los instrumentos operativos multilaterales como el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y la Organización Mundial de Comercio que son expresión del poderío militar y económico de las grandes potencias, en particular de los Estados Unidos de América, concluye que: 
La globalización así entendida, limita o destruye paulatinamente la soberanía económica, política, cultural y territorial de las naciones, y tiende a eliminar su derecho a la autodeterminación, negada por el intervencionismo de los Estados Unidos de América y sus aliados coyunturales, quienes violan las normas del derecho internacional a nombre del "humanitarismo", la "democracia", el "libre mercado", la "lucha contra el terrorismo" y "la salvaguarda de los intereses".241
Más adelante, en el apartado número 3 titulado Sociedad igualitaria, incluyente y sin pobreza, del libro de referencia se lee: 
La larga noche neoliberal iniciada en 1983 y aún no concluida, arroja un saldo muy negativo, en los órdenes económico y social, para la mayoría de los mexicanos: crecimiento de la pobreza y la indigencia, mayor desigualdad y exclusión social, e inseguridad generalizada; en su conjunto, el resultado es un deterioro alarmante del tejido social, con lo cual se lastima y ofende a la sociedad. Este es el producto de las políticas que han concentrado la riqueza en pocas manos, destruido millones de empleos e impuesto salarios muy bajos, situación que agrava la decisión de los gobiernos neoliberales de abandonar su responsabilidad estatal de garantizar los derechos sociales consagrados en la Carta Magna.242
Es preciso edificar un Estado que asuma su responsabilidad social, que respete y haga que se cumplan los derechos sociales, requisito fundamental para combatir la enorme desigualdad que impera en la sociedad. Para lograrlo se requiere que el Estado y la sociedad emprendan corresponsablemente un conjunto integral de políticas y acciones en diversos campos de la vida económica y social, empezando por aquellas que transformen, fortalezcan y consoliden las instituciones sociales cuya misión es enfrentar esos problemas, y cuya prioridad inicial debe ser reducir la desigualdad y superar la pobreza, generando bienestar para todos.243
Después de analizar el impacto que ha tenido la implantación del modelo neoliberal en México concluye: “proponemos un cambio estructural del patrón de desarrollo económico, como columna fundamental de un nuevo proyecto de nación”. Y agrega: “la restitución de la capacidad de promoción y gestión del gobierno, para asegurar su papel en la conducción económica del país, en la planeación real del desarrollo y en el cumplimiento de sus compromisos sociales de acuerdo con la Constitución”.244 
La Reforma Energética
Como quedó señalado en los Artículos 27° y 28° de la Constitución, cualquier reforma que modifique su contenido provocará serios cuestionamientos sobre la propiedad de la riqueza del suelo y el subsuelo, que tanto se insistió en los regímenes de la Revolución Mexicana; de allí la necesidad de aludir, sin entrar en una reflexión profunda, sino más bien como punto de referencia, la reforma energética planteada por Enrique Peña Nieto. 
De conformidad con lo que se había advertido desde que tomó posesión como presidente de la República, Peña Nieto presentó el 12 de agosto de 2013 una propuesta de reforma energética que implicaría modificar los Artículos 27º y 28° de la Constitución para que los capitalistas privados, mexicanos o extranjeros, puedan invertir en el sector energético mediante contratos con el gobierno para la exploración y extracción de hidrocarburos, y en toda la cadena de producción. Se advierte que no habrá concesiones a los particulares, a cambio se celebrarán contratos de utilidad compartida para la referida exploración y extracción, así como permisos para la refinación, transporte, almacenamiento y distribución de los hidrocarburos. De esta manera, la propuesta de reforma:
1) Mantiene la propiedad de la Nación sobre los hidrocarburos en el subsuelo, sólidos, líquidos y gaseosos en todo momento; 2) mantiene la prohibición de otorgar concesiones, al basarse en la conducción decidida e irrenunciable de las actividades del sector por parte del Estado, en el entendido de que solo este puede disponer de los recursos del subsuelo; 3) plantea la incorporación de contratos, que celebre el Ejecutivo Federal, con organismos y empresas del Estado y/o terceros que permitan expandir y hacer más eficientes las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos; y 4) autoriza, a partir de permisos otorgados por el Ejecutivo Federal, la participación de terceros en refinación, transporte, almacenamiento y distribución de hidrocarburos sin que se ponga en riesgo la propiedad de nuestros recursos.245
Según el documento, el Estado mantiene la propiedad de los hidrocarburos y la renta petrolera, se plantea reestructurar a Petróleos Mexicanos (Pemex) y sus subsidiarias en dos divisiones: Exploración y Producción, y Transformación Industrial; mejorar las condiciones de transparencia y rendición de cuentas en Pemex y establecer una política nacional de fomento a las compras de proveedores nacionales del sector hidrocarburos. También se habla de modificar el régimen fiscal de Pemex para que la paraestatal sea plenamente competitiva. 
Aunque no es este el espacio para comentar la propuesta del Ejecutivo Federal, dicha propuesta contiene algunas indefiniciones: ¿Cómo se va a determinar la ley reglamentaria? ¿Qué son los contratos de utilidad compartida? ¿Qué significa otorgar un permiso para que un particular refine, transporte, almacene y distribuya? ¿Los particulares fijarán los precios del producto refinado, del producto que transportan, almacenen o distribuyan? ¿Las ganancias de estos particulares impactarán la renta petrolera? 
También conforme a lo esperado, el 19 de agosto de 2013, Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano se hizo acompañar de la dirigencia del prd para entregar en el Senado la Iniciativa de Reforma Energética. Después de una breve exposición de motivos, la propuesta contiene un apartado denominado la Industria Petrolera, que es un meticuloso recuento de los últimos 40 años de Pemex y el petróleo, después del cual alude a la industria eléctrica, todo ello como un marco de referencia para anunciar lo que oficialmente se conoce como la propuesta energética del prd, misma que se basa en ocho ejes estratégicos:
1) Cambio en el régimen fiscal de Pemex, 2) autonomía presupuestal de Pemex, 3) autonomía de gestión, 4) fortalecer a la Secretaría de Energía y a la Comisión Nacional de Hidrocarburos, 5) tarifas, precios y subsidios de los combustibles y la electricidad para un acceso equitativo de la energía, 6) convertir al Fondo de Estabilización de Ingresos Petroleros en un organismo financiero, 7) impulsar la investigación y desarrollo tecnológico, y 8) transición energética, cuidado del medio ambiente y desarrollo sustentable.246
Cárdenas, un agudo observador del ambiente político –como difunden los medios de comunicación–, reconoció la amplia difusión de la propuesta que había presentado el Gobierno Federal y ante ello comentó: “el alud propagandístico -del Gobierno- se concentra en el [Artículo] 27, pero la reforma más grande, la más perjudicial, es la que derivará de la reforma del 28; con ella el Estado perdería la exclusividad en el manejo del área estratégica de la industria petrolera”.247
Los ocho ejes estratégicos de la iniciativa del ingeniero Cárdenas se complementan con la propuesta de reforma a 12 leyes secundarias: 1) Ley de Petróleos Mexicanos, 2) Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, 3) Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 4) Ley Federal de Entidades Paraestatales, 5) Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 6) Ley Federal de Derechos, 7) Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, 8) Ley General de Deuda Pública, 9) Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica, 10) Ley para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financiamiento de la Transición Energética, 11) Ley de la Comisión Reguladora de Energía y, 12) Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia Nuclear.
A manera de conclusiones 
Los artículos analizados en el presente texto sobre educación y recursos naturales están hoy acatados por el pensamiento neoliberal que se ha apropiado de los grandes e influyentes espacios mediáticos y, desde luego, de las instancias donde se toman las gruesas decisiones políticas; este pensamiento plantea que los problemas que hoy padece nuestro país se originan por la incapacidad que tenemos como sociedad para llevar a cabo transformaciones en nuestro marco jurídico constitucional. Ante esta visión, Cuauhtémoc Cárdenas se ha convertido en una figura emblemática de oposición, en una conciencia crítica ante el cotidiano mundo de las privatizaciones. 
Cuauhtémoc Cárdenas con frecuencia propone mirar a la Constitución en su parte más avanzada, me queda claro que él y quienes comparten sus escritos son partidarios de reformar la Constitución en lo que se deba reformar, poniendo el énfasis en que la reforma sea con la participación de los involucrados. Por eso habla de una constitucionalidad renovada que parte de 1917. Sin anclarse en el pasado, pero de la mano de la historia, reconoce que hoy el país es otro y, por tanto, en la Constitución hay que incluir las nuevas garantías individuales y sociales que reclaman los mexicanos de hoy. 
Frente al impacto de la Reforma energética, las repercusiones de la Reforma del sistema educativo parecerían quedar en segundo plano. Sin embargo, ambas son similares en importancia y sus contenidos siguen estando en los Artículos 3°, 27° y 28°. Con todo, la Reforma Energética es probablemente una de las batallas más significativas que habrán de librar los partidos políticos y asociaciones de la sociedad civil en un futuro cercano, un escenario en el cual Cárdenas podrá jugar un papel importante.
Su propuesta no conlleva modificar la Constitución, no cree necesario reformar la esencia del Artículo 28°, por el contrario, en la iniciativa que presentó Enrique Peña Nieto el riesgo mayor está en la reforma del 28, con ella el Estado perdería la exclusividad en el manejo de las áreas estratégicas de la industria petrolera.248 Este monopolio del Estado también se puede perder con la ley reglamentaria, conocida también como ley secundaria y cuya aprobación no tiene el mismo procedimiento que una reforma constitucional. Así, los consorcios extranjeros entrarían por la puerta trasera.
Para concluir, y con la pretensión de invitar a la reflexión, si bien por un lado a partir del 2012 amplios discursos han rodeado el trasfondo histórico y la vigencia de los Artículos 27° y 28° analizando y cuestionando las propuestas de una reforma energética que privatice los recursos naturales, como el petróleo, o que permita la inversión extranjera en la explotación de los mismos, lo cierto es que la reacción ciudadana frente a la reforma del artículo 3° y del sistema educativo ha sido más contestataria. Habrá que continuar centrando la atención en el desarrollo y en las implicaciones de ambas.
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